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La investigación tiene el objetivo de lograr amplia los límites y alcances 
establecidos por el Tribunal Constitucional y por la Sala de Derecho 
Constitucional de la Corte Suprema de la República para ejercer el control difuso 
de constitucionalidad y en lugar de la misma establecer nuevos límites y alcances 
para ejercer el control judicial de constitucionalidad y convencionalidad. Tomar 
en cuenta el cambio vertiginoso jurisprudencial a la luz de la tradición del 
common law, que se generó en el año 2016 a partir del caso Almonacid Arellano 
vs Chile, donde la Corte Interamericana de Derechos Humanos obliga a los 
jueces nacionales a que deben ejercer control de convencionalidad, pero no se 
ha dicho de qué forma deben ejercer el control de convencionalidad, lo que se 
viene discutiendo en cada país asumiendo posiciones discrepantes lo que crea 
un temor en los jueces de cada Estado que es parte de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. A través del trabajo, intentan encontrar los 
procedimientos como una especie de límites para poder ejercer dicho control de 
convencionalidad sin dejar de lado el control difuso de constitucionalidad. Esto 
se hace a partir de las resoluciones que fueron materia de control difuso  en el 
Perú y fueron materia de revisión cuando fueron elevados en vía de consulta a 
la Sala Constitucional de la Corte Suprema. Lo que se ha podido determinar es 
que no se identifica la norma relevante y así como inadecuada calificación, 




en el sentido de que no fueron analizados bajo un sentido universal que a la 
fecha nos exige para construir el derecho común interamericano.  
 





















This research aims to achieve broad limits and scopes established by the 
Constitutional Court and the Constitutional Law Chamber of the Supreme Court 
of the Republic to exert the diffuse control of constitutionality and instead, to 
establish new limits and scopes for exercising judicial control of constitutionality 
and conventionality. Take into account the rapid jurisprudence change in the light 
of the common law tradition, which was generated in 2016 year from the 
Almonacid Arellano vs Chile case, where the inter-American Court of Human 
Rights obliges national judges to exercise Control of Convention, but it has not 
been said how to exercise control of Conventionality, which is being discussed in 
each country assuming dissenting positions which creates a fear in the judges of 
each state that is part of the Inter-American Court of Human rights. Through the 
research, they try to find the procedures as a kind of limits to be able to exercise 
such control of Conventionality without leaving aside the diffuse control of 
constitutionality. This is done on the basis of the resolutions that were the subject 
of diffuse control in Peru and they were subject to review when they were 
elevated in consultation with the Constitutional Chamber of the Supreme Court. 
What has been determined is that the relevant norm is not identified and as well 
as inadequate qualification, mainly being problems of argumentation and errors 
of interpretation in the sense that they were not analyzed under a universal sense 















En el marco de la investigación lógica y científica, el estudio se ha esbozado en 
cuatro capítulos: 
 En el primer capítulo se presenta la situación problemática que consiste en 
si en encontrar una respuesta a la preocupación general que tiene los jueces de 
cómo ejercer el control de convencionalidad, porque de seguir la línea 
jurisprudencial de la Corte Interamericana de Derechos no se sabe con qué 
problemas se puede encontrar, dado que cuando se ejerce se tiene muchas 
dudas y no se sienten seguros, motivo por el cual se requiere procedimientos y 
criterios debidamente establecidos. 
En el segundo capítulo, se encuentra respuesta respecto de qué se 
entiende sobre control de convencionalidad, si realmente tiene similitudes o 
diferencias sustanciales con el control de constitucionalidad o no. 
En el tercer capítulo, se abordara los métodos y técnica de interpretación 
y así como los problemas de argumentación que existen, dado que si bien es 
cierto se advierte que los jueces realmente no están debidamente entrenados 
para ejercer control de constitucionalidad en casos concretos (control difuso), lo 
que implica que menos podría estar preparados para ejercer control de 
convencionalidad, ya que aún tenemos problemas de interpretación al existir 




diferentes derechos y no se precisa qué técnica de interpretación es la más 
apropiadas, ya que ésta tarea resulta siendo de gran complejidad en estos 
tiempo. 
En el cuarto capítulo, se presenta el análisis de datos con fines de 
contrastar la hipótesis consistente en la inexistencia del procedimiento para 
ejercer control de convencionalidad, que llega a la conclusión que debe ser la 
misma que se utiliza para ejercer el control difuso pero con algunas 
particularidades al tener fines diferentes y lo que requiere una regulación propia, 
que será materia de propuesta de modificación legislativa con tal fin. 
 
En el  criterio sintético, se consignan las conclusiones y las sugerencias 
pertinentes. 
 
Finalmente, se nominan las referencias bibliográficas y se adjuntan los 
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1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
La plena vigencia de los derechos permite que un país alcance mayores 
niveles de desarrollo y competitividad en un mundo bastante globalizado. 
En un país democrático y con un Estado de derecho, se genera cambios 
vertiginosos en la forma de entender, interpretar y aplicar el derecho. La 
revisión judicial como control de normas contrarias a la Constitución, tiene 
origen históricamente en el famoso caso Marshal vs Márbury resuelto en 
el año 1803 por la Corte Suprema de los Estados Unidos, donde el 
Presidente del Tribunal, de aquél entonces, dirigido por el Juez John 
Marshall deciden inaplicar una norma infraconstitucional a ser contraria a 
la supremacía constitucional lo que se denomina también control difuso 
de constitucionalidad propia de la tradición jurídica de common law,  que 
fue adoptado por varios países, siendo uno de ellos el Perú, con fines de 
evitar la aplicación de dispositivos contrarias a la Constitución e injustas, 
éste sistema denominado control difuso (control concreto) de 
constitucionalidad de las disposiciones inconstitucionales, denominado 




expulsar del ordenamiento jurídico, cuando éste último le corresponde al 
control concentrado (control abstracto) con efectos erga omnes 
únicamente competencia del Tribunal Constitucional mas no de los jueces 
del Poder Judicial, esto ocurre en un sistema dual o paralelo de control 
normativo que adoptó el Estado peruano. 
En un momento cuando se venimos en busca de consolidar el 
Estado constitucional de derecho, en donde la cara magna deja de ser tan 
sólo un documento político y entendida como norma suprema en una 
Nación, donde estuvo cobrando su auge la constitucionalización del 
ordenamiento jurídico dejando a un lado el Estado de derecho legal. 
Luego surge, la idea de una Constitución convencionalizada, ya que se 
pretendía adaptar la carta magna acorde a los tratados y convenciones de 
las que es parte el Perú a fin de evitar fricciones en adelante. 
La Corte IDH desde que ingresó en funcionamiento, en varias de 
sus sentencias vino declarando la invalidez de disposiciones legales tales 
como las leyes de amnistía dictadas por el Gobierno en el Perú, lo que 
implica que estuvo haciendo una especie de control concentrado respecto 
al ordenamiento jurídico interno contrario al derecho internacional de 
derechos humanos (Tratados, convenciones y otros instrumentos 
internacionales). Pero, dicho organismo supranacional a partir de la 
sentencia del 26 de setiembre del año 2006 en el caso Almonacid Arellano 
y otros Vs. Chile, donde por primera vez jurisprudencialmente considera: 
(…) que el Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de 




casos concretos, y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Esta tarea, el Poder Judicial debe tener no solamente 
en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación 
que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última 
de la Convención Americana (párr. 124) 
No tan lejano, posteriormente en el Caso Trabajadores Cesados del 
Congreso (Aguado Alfaro y Otros) Vs. Perú (2006) del 24 de noviembre 
avanza aún más al referir que: 
(…) los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control 
de constitucionalidad, sino también de “convencionalidad” ex-officio 
entre las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes. Esta función no 
debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones y 
actos de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco 
implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar 
otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y 
procedencia de ese tipo de acciones. (párr.128) 
Esto le dio un giro copernicano en la forma de entender el derecho, 
pero a la vez una serie de interrogantes problemáticas que ha generado 
a los jueces nacionales principalmente del Poder Judicial, sobre la forma 
de cómo debe interpretarse y aplicarse el derecho internacional de 
derechos humanos cuando son contrarias al ordenamiento interno 




infraconstitucionales), en caso de que se busca declarar invalidez de qué 
manera puede salvarse basado en la llamada doctrina de margen de 
apreciación nacional, sin que sea una manera de poner una escusa para 
desconocer los tratados. 
Entre estas preocupaciones tenemos, al no haber desarrollado 
jurisprudencialmente de cómo ejercer, sino correspondería a cada país 
crear los procedimientos, límites y efectos en base a un diálogo entre los 
jueces nacionales y la CorteIDH a fin de crear una efectiva protección de 
los Derechos Humanos con fines de evitar los problemas que pueda 
crearse, lo que viene generando una incertidumbre en todos los países y 
la vez se abrió una discusión, así como los jueces no saben lo que están 
haciendo y en caso de aplicar directamente los instrumentos 
internacionales no saben a los problemas que pueden generar al 
ordenamiento jurídico nacionales y las reacciones que puede generar 
dentro del sistema de división de poderes. 
En si Hans Kelsen les asignó un poder a los jueces consistente en 
derogadores de las normas contrarias a las Constitución. Adicionalmente, 
a ésta tarea jurisprudencialmente dicho organismo supranacional le da 
nuevo deber a los jueces a fin de que de oficio tengan que realizar “control 
de convencionalidad”, frente a esta tarea bastante compleja, en el Perú 
los jueces no saben cómo ejercer el control convencionalidad, ya que 
existe un temor a los problemas que pueden causarse al inaplicar una 
norma interna cuando a un caso concreto apliquen directamente los 




principalmente son que no existen los procedimientos establecidos en el 
país de cómo se debe ejercer y así como la falta de criterios establecidos 
como límites que eviten los errores de interpretación como problemas de 
argumentación que se pueden generar, sumada a ello una escasa 
preparación para este reto por la recargada carga laboral que tienen en 
cada Despacho Judicial. Las consecuencias de no ejercer este deber se 
genera una amenaza a la efectividad en la protección de los Derechos 
Humanos. Ante este problema a partir de la experiencia en el cargo de 
Juez Titular, la solución es encontrar respuestas principalmente los 
procedimientos que debe seguirse al momento de ejercer control de 
convencionalidad de las normas internas los que serán los límites y 
alcances que se deben tomar en cuenta al momento de ejercer que 
pueden ser como propuesta a que el Tribunal Constitucional o la Corte 
Suprema pueda recoger en su jurisprudencia. 
Por otro lado, en el Perú el control difuso de constitucionalidad 
como mecanismo de control normativo para cada caso concreto, 
encomendando a todos los jueces desde el año 1978, en caso de que no 
sea impugnada debe ser obligatoriamente elevada en consulta a la Sala 
Constitucional y Social de la Corte Suprema conforme dispone el inciso 3) 
del artículo 35 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de dichas 
resoluciones es posible observar diversos problemas pendientes de 
respuesta como: 
 El ejercicio de control difuso de convencionalidad corresponderá a 




 La aplicación directa de una disposición de convencional a un caso 
concreto ante un vacío normativo, que resulta siendo una forma de 
ejercer control de convencionalidad, debe ser elevado o no. 
 En caso de que es impugnada mediante un recurso extraordinario de 
casación en una especialidad que no es de su conocimiento por la Sala 
de Derecho Constitucional y Social, sino de otra, dicha consulta debe 
ser resuelta por otra Sala Suprema o necesariamente debe ser 
resuelta por dicha a pesar que no es de su especialidad. 
 Respecto a un mismo caso de inaplicación del segundo párrafo del 
artículo 22 del Código Penal, con relación a los delitos de violación 
sexual existe decisiones completamente opuestas y contradictorias 
por la Sala Constitucional y Social al DESAPROBAR las Consulta N° 
210-2012 Cajamarca, 282, Consulta N° 282-2011 Junín, Consulta N° 
6031-2013 Lima Norte y 6036-2013 Lima Norte y mientras que las 
resoluciones de las Salas Penales de la Corte Suprema al APROBAR 
los Recursos de Nulidad N° 993-2012 Lambayeque, 1949-2012 Lima 
Norte, 2088-2012 Lima y 2593-2012 Cusco. 
 Es posible interponer una demanda de amparo respecto resolución 
que resuelva una consulta o no. 
 Existen problemas de argumentación, dado que por ejemplo las 
pretensiones de impugnación de paternidad se inaplica un sin numero 
de dispositivo legales desde el artículo 395 al 401 del Código Civil para 
un mismo caso, de lo que se desprende presenta errores de 
interpretación conforme se puede advertir en las Consultas N° 15157-




Piura, 5212-2014 Madre Dios, 4700-2014 La Libertad, etc. que fueron 
aprobadas y mientras que la Cas. N° 950-2016 Arequipa donde logra 
declarar infundada la demanda por prevalencia de paternidad 
dinámica. 
 Esta diversidad de posturas afecta a la seguridad jurídica y 
predictibilidad en las decisiones jurisdiccionales, menos son remitidas 
al legislativo para su respectiva modificación, ya que esto afecta una 
institución que resulta siendo bastante ineficiente y engorroso. 
Dicho esto, las falencias antes advertidas no pueden ni fueron 
superadas con la dación de la Casación N° 16437-2013 Tumbes, donde 
se ha considerado que ejercer el control difuso supone “un proceso 
gravoso y complejo”, por lo que recomiendan en el considerando 2.4 
algunas pautas que deben tener en cuenta los jueces de la República al 
momento de su ejercicio, como son:  
 Efectuar el control difuso en el acto procesal por el cual se resuelve el 
asunto. 
 Determinar cuál es la norma legal aplicable. 
 Buscar una interpretación de la norma compatible con la Constitución. 
 Proceder a la inaplicación de la norma solo cuando no sea posible 
salvar su constitucionalidad. 
 
Estas pautas resultan siendo insuficientes por falta de solidez como 
para superar los inconvenientes antes descritos, porque carecen de 




control difuso no tiene claro si tan solamente estos son las pautas o 
existiría otras para tal fin, por lo que requiere un análisis mayor con fines 
de determinar los criterios o procedimientos para ejercer el control difuso 
en el Perú. 
Siendo esto así; si respecto al control difuso judicial aún no se tiene 
criterios y procedimiento debidamente establecidos, menos se tiene 
respecto al control de convencionalidad, lo que se pretende abordar en 
éste trabajo y de allí su importancia, ante la inexistencia de los 
procedimientos y pautas metodológicas para hacerlo por parte de los 
jueces como una guía donde se establezca los límites y alcances del 
control convencionalidad, máxime que no está determinado si se debe 
seguir para cumplir con dicha tarea de  control de convencionalidad, las 
mismas reglas que se tiene por ahora para ejercer el control difuso de 
constitucionalidad porque al 31 de agosto del año 2016 la Corte IDH ha 
visto 38 casos contra Perú, siendo la mayor cantidad que una de las 
interpretaciones pueden considerarse como que el Estado peruano 
resulta siendo el que incurre más violaciones de derechos humanos, dado 









Países Sentencias condenatorias Sentencias desestimatorias Total de sentencias 
México   8 
Guatemala   22 
El salvador   6 
Nicaragua   3 
Costa Rica   2 
Panamá   5 
Colombia   16 
Nicaragua   18 
Perú   38 
Bolivia   4 
Chile   8 
Honduras   12 
Haití   2 
República Dominicana   4 
Venezuela   19 
Bárbaros   2 
Trinidad y Tobago   4 
Surinam   6 
Brasil   5 
Paraguay   7 
Uruguay   2 
Argentina   17 
Fuente: Elaboración propia a partir del boletín jurisprudencial de la Corte IDH N° 6  
Por otro lado, corresponderá responder si la inaplicación de 
disposiciones internas inconvencionales, corresponderá resolver a la Sala 
Constitucional y Social de la Corte Suprema encargada de aprobar o 
desaprobar las resoluciones elevadas en via de consulta como resultado 
de inaplicación de disposiciones inconstitucionales por los jueces en un 
caso concreto o será otra, dado que se advierte que pareciera existe una 
falta de regulación, es algo que también le corresponderá determinar a la 
presente investigación. 
 Además, a partir de la labor que vino ejerciendo la Sala 
Constitucional y Social de la Corte Suprema, en cada resolución que emite 




desempeñando dentro de los límites que el derecho le impone, así como 
se analizará de cómo realiza la compatibilización entre el derecho 
internacional de derechos humanos y el ordenamiento interno, respecto a 
cada derecho fundamental que fue materia de consulta y si bien existe o 
no certeza, de cómo se debe ejercer el control de convencionalidad para 
encontrar una verdad jurídica. 
Es oportuno, referir que en el Poder Judicial tuvimos un caso 
bastante polémico respecto al Recurso de Nulidad N° 4104-2010 Lima  
emitida por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema presidida por 
Juez supremo Javier Villa Stein se emite la sentencia de fecha 20 de julio 
del año 2012 con la ponencia de Josue Pariona Pastrana declara que los 
hechos delictivos cometidos por el Grupo Colina no era delitos de lesa 
humanidad contraviniendo lo establecido por la Corte IDH en el caso 
Barrios Altos Vs Perú, así como rebajaron la pena a los demás de 25 a 20 
por exceso del plazo razonable transcurrido, como consecuencia de la 
misma los familiares de las víctimas recurrieron a la Corte IDH, para 
revertir dicho fallo en última instancia, es así que el organismo 
supranacional en etapa de supervisión de sentencia en el caso Barrios 
Altos Vs. Perú cuya fecha data del 7 de setiembre del año 2012, declaró 
que aquella ejecutoria desconocía los alcances de aquel pronunciamiento 
y la propia sentencia del caso Fujimori emitida por la Corte Suprema que 
había considerado como delitos de lesa humanidad. Es así que la propia 
Sala Penal Permanente de la Corte Suprema declara nulo aquella 




sentencia de fecha 20 de marzo del año 2013 se corrige dicha fricción 
entre la justicia penal a nivel del derecho interno y jurisprudencia de la 
Corte IDH. Esto resulta siendo un claro ejemplo de fricción entre las altas 
Cortes, en donde los jueces nacionales de la justicia ordinaria y la Corte 
IDH, esto resulta siendo bastante preocupante porque sale a la luz la 
pregunta de quién se equivoca, para tal fin será necesario responder 
preguntas como ¿Las conductas atribuidas al Grupo Colina realmente son 
de lesa humanidad o no?, ¿La interpretación realizada por Javier Villa 
Stein y Josue Pariona Pastrana, era posible o no?, ¿Cómo podemos estar 
seguros que la Corte IDH no está equivocado?, ¿Quién controla a los 
jueces de las altas cortes?, ¿es una fricción entre el control de 
constitucionalidad y convencionalidad?, ¿cómo solucionamos este tipo de 
problemas para estar frente a una solución correcta?, ¿la Corte IDH se 
está convirtiendo en una cuarta instancia, incluso por encima del Tribunal 
Constitucional?, etc, frente a estas interrogantes buscaremos encontrar 
respuestas más adelante. 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema principal 
¿Cuáles son los límites y alcances para el ejercicio de control judicial de 
constitucionalidad y/o convencionalidad de las leyes en el Estado 
constitucional de derecho en el Perú? 
1.2.2. Problemas secundarios 
 ¿Qué diferencias existen entre los límites del control judicial de 




 ¿Cuáles son los criterios y parámetros del control judicial de 
constitucionalidad y/o convencionalidad en el Perú? 
 La preferencia por la justicia argumentativa en base a una 
concepción del derecho, el principio pro-hómine, razonabilidad y 
proporcionalidad dentro del bloque de constitucionalidad y 
convencionalidad, ¿traspasa los límites de la seguridad jurídica y la 
predictibilidad de las decisiones judiciales, y así como propicia el 
activismo judicial? 
 
1.3. OBJETIVOS DE INVESTIGACIÓN 
1.3.1. Objetivo general 
Establecer los límites y alcances para el ejercicio de control judicial de 
constitucionalidad y convencionalidad de las leyes en el Estado 
constitucional de derecho en el Perú 
1.3.2. Objetivos específicos 
 Determinar la diferencia existente entre los límites del control judicial 
de constitucionalidad y convencionalidad de las normas internas. 
 Proponer los criterios y parámetros como límites del control judicial de 
constitucionalidad y/o convencionalidad en el Perú. 
 Evaluar la preferencia por la justicia argumentativa en base a una 
concepción del derecho, el principio pro-hómine, razonabilidad y 
proporcionalidad dentro del bloque de constitucionalidad y 








JUSTIFICACIÓN TEÓRICA. Con esta tesis asumirá una postura con 
relación al ejercicio de control de convencionalidad, como una forma de 
construir el corpus iuris interamericano, ya que se busca explicar desde 
un punto de vista doctrinario y jurisprudencial respecto a los alcances y 
límites de control normativo, lo que será un aporte en el Perú. 
 
JUSTIFICACIÓN METODOLÓGICA. La investigación permitirá un 
cambio en la concepción de los jueces, dando pautas y herramientas de 
cómo entender, interpretar y aplicar el derecho principalmente el derecho 
internacional de derechos humanos, a fin de evitar injusticias que se 
puedan cometer al aplicar una norma (constitucional, legal y/o 
reglamentaria) inconvencional. 
 
JUSTIFICACIÓN PRÁCTICA. El estudio de permitirá que los jueces 
tengan pautas, criterios y procedimientos debidamente determinados al 
momento de ejercer un control de convencionalidad, que les servirá de 
guía metodológica. 
 
JUSTIFICACIÓN SOCIAL. El trabajo permitirá una mejor efectividad en 









EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
A. MEZA FIGUEROA (2014) en su tesis de “Control difuso administrativo 
peruano” para optar el grado de magíster en Derecho Constitucional 
en la PUCP, como parte de sus conclusiones sostiene que: 
(…)Si bien la producción de los tribunales administrativos en materia de 
control difuso no ha sido abrumadora, debe rescatarse ciertas 
resoluciones que en efecto han servido para proteger derechos 
fundamentales (…)  
(…), no se efectúa un control difuso de la constitucionalidad de las leyes, 
sino un control de legalidad de normas; asimismo, se utiliza 
indiscriminadamente el término control difuso, sin haber cumplido con 
las condiciones establecidas por el Tribunal Constitucional para su 
aplicación (pág. 92). 
Este trabajo de investigación ayuda a las conclusiones del presente 
trabajo si el control difuso judicial de constitucionalidad a cargo de 
Órganos Colegiados de la Administración fue acertado o no de cara al 




B. MORRÓN URBINA (2013) en su tesis titulada “Análisis jurisprudencial 
del Proceso de Acción Popular en el Perú: Propuestas para mejorar el 
control jurisdiccional sobre las normas reglamentarias”, para optar el 
grado académico de Magister en la PUCP, sostuvo como parte de sus 
conclusiones: 
Es importante relevar que estamos distante de la temida sobrecarga 
procesal propiciada una legitimidad abierta como la que posee este 
proceso constitucional. Ello puede deberse a que coexisten otros 
mecanismos de control de legalidad sobre reglamentos dentro de 
nuestro sistema jurídico tales como el amparo contra reglamentos 
autoaplicativos, el control difuso en todos los procesos judiciales incluso 
en los procesos contenciosos administrativos, el control por legalidad 
que por vía de inaplicación pueden realizar las propias autoridades 
administrativas ante reglamentos ilegales y el proceso de eliminación de 
barreras burocráticas a cargo del INDECOPI. (p. 254) 
 
Es el trabajo más importante sobre la acción popular como un 
mecanismo de control abstracto de constitucionalidad de las normas 
reglamentarias, donde se advierte que la Sala Constitucional y Social de 
la Corte Suprema no toma en cuenta los criterios desarrollados por la 
doctrina lo que le ha generado errores en su comprensión de dicho 
mecanismo de expulsión de las normas infralegales y así como la carga 
procesal de ésta instancia crece pero tomando en cuenta el universo de 
normas reglamentarias lo que se advierte falta de calidad de las 





C. TORRES ZÚÑIGA (2012) en su tesis titulado “El control de 
convencionalidad: deber complementario del juez constitucional 
peruano y el juez interamericano (similitudes, diferencias y 
convergencias)”, para optar el grado académico de Licenciada en 
derecho en la PUCP, donde en sus conclusiones ha precisado que:  
1. El control de convencionalidad es una obligación derivada de las 
reglas generales del derecho internacional público, en concreto, del 
principio de adecuación del derecho interno a las obligaciones de 
derecho internacional. En ese sentido, no es una figura exclusiva del 
SIDH, sino que también se encuentran ejemplos del uso de esta figura 
en los Sistemas Universal y Europeo de Derechos Humanos. En el SIDH, 
la obligación de llevar a cabo el ejercicio de control de convencionalidad 
se deriva del artículo 2 de la CADH que recoge los elementos antes 
mencionados, y también encuentra sustento en el artículo 9 del mismo 
instrumento que establece los alcances del principio de legalidad. (…) 
 
23. La declaratoria de inconvencionalidad de una norma por parte de la 
Corte IDH no involucra su anulación, derogación, perdida de vigencia de 
forma automática, ya que la Corte IDH no es un tribunal 
supraconstitucional y su jurisdicción es subsidiaria. La facultad de crear 
normas, reinterpretarlas, anularlas o implicarlas sigue siendo una 
potestad exclusiva del Estado. (págs.344-352) 
 
 Es el trabajo que tiene una estrecha relación con el presente trabajo 
de investigación, que tiene únicamente base teórica sin trabajo de campo 
ni  análisis del control de convencionalidad que ejerce el juez ordinario, 






2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Derecho internacional de derechos humanos y estado 
constitucional de derecho. 
2.2.1.1. Derechos humanos 
2.2.1.1.1. Evolución. 
Hablar de derechos humanos siempre nos remonta a los acontecimientos 
históricos universales importantes, tales como la Revolución Francesa 
que tiene que ver con la Declaración de los Derechos del Hombre (1789), 
la Segunda Guerra Mundial que tiene relación con la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (1948) y la caída del comunismo real 
que tiene relación con la Conferencia Universal de Viena (1993).  
2.2.1.1.2. Definición 
El concepto de “derechos humanos” es producto de la modernidad, 
alentado por el pensamiento racionalista que avivó las revoluciones 
burguesas del siglo XVIII, progresivamente los derechos como tales 
derechos humanos han sido reconocidos y garantizados. En este caso, 
CARPINTER (1993) afirma que el derecho siempre está dirigido a regular 
las reglas para las relaciones de los seres humanos en una sociedad. 
Mientras, los derechos humanos son definida como un “El conjunto de 
bienes humanos que han de ser reconocidos y garantizados por el 
Derecho a fin de permitir a la persona alcanzar cuotas de perfección 
humana en la medida que logra satisfacer necesidades o exigencias 
propia y efectivamente humanas” (CASTILLO-CÓRDOVA, 2008, pág. 6). 




estos tiempos es político mas no de la filosofía, es imposible desconocer 
el momento crítico que atraviesa el ámbito de justificación. En ese 
entender, lo que se trata es de crear condiciones por parte de los 
gobiernos en cada Estado para un efectivo disfrute, de nada sirve que 
resulte siendo una poesía sino el problema está en la protección. Por su 
parte ALEXY (2007) nos propone notas que permitan diferenciar del resto 
de los derechos, ya que los derechos humanos resultan siendo 
universales, fundamentales, abstractos, morales y prioritarios. Asimismo, 
PERÉZ(2013) señala que requiere de declaración para dar origen 
mediante una debida motivación para ser inherente a todos los seres 
humanos de este planeta. 
 Por ello considero, son atributos, prerrogativas y bienes 
elementales inherentes a todo ser humano, que garantiza a una vida con 
dignidad, no depende exclusivamente del ordenamiento jurídico dado que 
es mayoritariamente aceptada la concepción iusnaturalista lo que se 
busca es crear una cultura mediante políticas de Estado para protegerlos. 
Bajo, esa concepción los derechos humanos tienen las características 
como: i) que siempre está relacionados con la dignidad inherente al ser 
humano; ii) tienen un especial valor material y jurídico porque siempre son 
recogidos en las cartas magnas y tratados; iii) tienen la calidad de ser 
inderogables, absolutos, inalienables e irrenunciables por ser atributos 






2.2.1.1.3. Clasificación de los derechos humanos. 
A partir de noviembre del año 1977 basándose en el ordenamiento 
europeo que pregonaba los valores de aquel continente basados en las 
frases instauradas por la revolución francesa como son la libertad, 
igualdad y fraternidad, que a partir de allí postuló su teoría dividiendo en 
tres generaciones los Derechos Humanos por VASAK (1977), la primera 
conformado por los derechos civiles y políticas, la segunda los derechos 
económicos, sociales y culturales, posteriormente con el cambio de la 
sociedad lanza la tercera generación conformada por los derechos de 
solidaridad. Por ello, esta teoría constituye en parte el esquema de la 
Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea y si bien la 
tendencia de su clasificación de Derechos Humanos a partir de esta teoría 
de generaciones es global. Ahora, a ella BUSTAMANTE (2001) agrega 
como la cuarta generación relativos al acceso a las tecnologías de 
información y comunicación, que si bien los denomina que la era digital es 
un derecho humano como consecuencia de su evolución. 
Empero, existen críticas a esta tesis de generaciones, que muy 
bien sistematiza (GONZALES ALVAREZ, 2017) consistentes en: 
a) El derecho a la vida no sólo pertenece a una generación o dimensión, 
al ser global, al igual que la libertad; 
b) No está determinado histórica de cada una de las dimensiones; 
c) El concepto de generación se entiende que el nacimiento de otra, da 
lugar a la desaparición de la antigua, por desuso y por ser superior a 




d) Agrupa varios derechos en un grupo más grande, dejando lagunas. 
Y así como (DIAS DIAS, 2017) hace además la siguiente crítica: 
e) En 1919 siendo la primera los derechos sociales protegidas por la 
Convención de la Organización Internacional de Trabajo y mas no los 
derechos de primera generación que refieren Vasak y Bobbio; y 
f) La aparición de derechos es un factor multifactorial al surgir de varios 
factores como antropológico, histórico, sociológico, tecnológico, mas 
no determinante por un solo factor de la tesis generacional basado en 
la época y así como no sólo se reduce al criterio positivista. 
 
Tenemos una nueva de forma de clasificar, por AGUILAR CUEVAS 
(2016) basada en enfoque: 
 Histórico que es vista como una tutela con énfasis en la 
progresividad de todo derecho humano, 
 Jerárquico, donde se diferencia la esencialidad y 
complementariedad de todo derecho, 
 Periódico, como una cobertura que en la práctica es la generación 
usada por Vasak. 
 
  Frente a estas clasificaciones propuestas, PÉREZ LUÑO (2006) 
señala que es imposible que los derechos humanos sea una obra 
terminada, sino que toda humanidad está sujeta a que nazcan otras 
exigencias mínimas para lograr la libertad, que serán argumentos de otros 
derechos. Por ello, es indiscutible que han perdido vigencia a la fecha las 




generaciones basadas en los principios rectores que se logró mediante la 
revolución francesa, dado que estará en función de las necesidades del 
ser humano en este planeta, que cada día siempre irán evolucionando y 
ni mucho menos son las que se encuentran reconocidas en los diferentes 
instrumentos internacionales que forman parte del sistema de protección 
de derechos humanos y trasciende más allá a que la persona humana 
resulta siendo el fin supremo de la humanidad. Es casi inútil considerar 
como una teoría de generaciones, pero si pudiese ser como una de las 
tantas formas de clasificar, sin mayor trascendencia. En este caso otro de 
las críticas que puedo considerar a los anteriormente mencionados 
tenemos que pueden seguir surgiendo nuevos derechos humanos que 
pueden ser sociales, civiles, políticas y otras de cualquier generación o 
nuevas que simplemente no podrían estar en ninguno de las generaciones 
del propio término que se usó. Entonces, es mucho más recomendable 
considerar la clasificación tomada por los instrumentos internacionales 
como punto de partida sobre la base de los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad, por ello estas tesis no 
responde a un Estado constitucional de derechos ni mucho menos en la 
construcción del ius commune. 
2.2.1.1.4. Sistemas de protección de derechos humanos. 
En el mundo a partir de la creación de las Naciones Unidas, con el fin de 
proteger los derechos humanos se ha creado todo un sistema normativo, 
que viene a ser la carta de las Naciones Unidas que constituye el Sistema 




 Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) 
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (DIDCP) 
 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(PIDESC) 
El Sistema Europeo está formado por: 
 Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales (CEDH) 
 Carta Social Europea (CSE) 
 Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE) 
Mientras que el Sistema Americano conformado por: 
 Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (DADH) 
 Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) 
Y el Sistema Africano está conformada por: 
 Carta Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos (CAFDHP) 
Estos sistemas a la fecha han evolucionado ostensiblemente han 
venido ampliándose, conforme es preocupación mundial respecto a 
determinados temas comunes principalmente, a lo que se ha incorporado 
mayores instrumentos firmados por los Estados que forman parte y que 
poco a poco ha venido evolucionando progresivamente. 
2.2.1.1.5. Órganos y mecanismos de denuncia, supervisión y control 
En el Sistema de Naciones Unidas, encontramos tales como: 
 Consejo de Derechos Humanos; 




 Examen Periódico Universal (EPU); 
 Procedimientos especiales; 
 Órganos de los Tratados (Comités); 
 Tribunal de Justicia Internacional. 
Ahora el Sistema Europeo, está integrado por: 
 Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH); 
 Tribunal de Justicia de la Unión Europea; y 
 Comisión Europea. 
Mientras que el Sistema Interamericano, conforman: 
 Corte Interamericana de Derechos Humanos; y 
 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
Finalmente, el Sistema Africano, está formado por: 
 Corte Africana de Derechos Humanos; y, 
 Comisión Africana de Derechos Humanos. 
 
2.2.1.1.6. Teorías sobre derechos humanos 
Según GONZÁLES (2002) se basan en los principios morales de:  
a) Autonomía, infieren los derechos a la libertad; 
b) Inviolabilidad y dignidad de la persona, incluyen los derechos de seguridad; 
y, 
c) Ciudadanía, abarcan los derechos de participación política. 
Las concepciones de Derechos Humanos liberales que se agrupan en dos 
grupos que son liberal conservadora y liberal socialista, que se caracterizada por 




1. Los individuos son concebidos como agentes morales racionales. 
2. Individualismo: los individuos son titulares de los bienes básicos. 
3. Igualitarismo: todos los individuos deber ser tratados como iguales. 
4. Universalismo: el ámbito de validez de estas teorías es Universal. (págs. 35-
34) 
 
Dicho autor si bien plantea una tesis de complementariedad entre 
los derechos humanos y la soberanía nacional. Y las características 
habitualmente atribuidas tenemos la universalidad, inalienables y 
absolutos. 
 
Es así que existen dos teorías marcadas la primera que son la 
naturalista ajena a la positivización de los derechos fundamentales en 
cada Estado, ya que serían fuentes del derecho por la sola existencia de 
la vida humana y mientras que por otro lado tenemos la teoría positivista 
que precisa que deben firmar y ser parte de los diferentes instrumentos 
internacionales para estar obligados a su cumplimiento y así como 
también en la legislación interna. 
2.2.1.2. Crisis del estado constitucional de derecho 
La protección de los Derechos Humanos resulta siendo el eje principal, 
para la existencia de un orden democrático, orden constitucional y el 
propio Estado de derecho (CELIS QUINTAL, 2015). En esa línea de 
pensamiento, el Estado de derecho es definida según el Secretario 




Un principio de gobernanza en el que todas las personas, instituciones y 
entidades, públicas y privadas, incluido el propio Estado, están sometidas 
a leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y se 
aplican con independencia, además de ser compatibles con las normas y 
los principios internacionales de derechos humanos. Asimismo, exige que 
se adopten medidas para garantizar el respeto de los principios de 
primacía de la ley, igualdad ante la ley, separación de poderes, 
participación en la adopción de decisiones, legalidad, no arbitrariedad, y 
transparencia procesal y legal. (pág. 5) 
 Es necesario partir de que el Estado de derecho tuvo su evolución 
en el tiempo, dado que inicialmente en la época pre moderna donde tuvo 
gran influencia el ius naturalismo donde el derecho era creación 
jurisprudencial, para luego pasar a un estado legislativo de derecho y el 
estado legal del derecho, donde primó la concepción positivista, para 
luego pasar a un estado constitucional de derecho donde prima la 
concepción post positivista o neoconstitucionalista, finalmente estamos en 
camino aunque irreal de un estado internacional del derecho conforme 
refiere Ferrajoli (2001, págs. 31-46). En ese caso dicho autor se base en 
la comunidad europea, que si bien en aquellos años fue considerado 
como irreal pero a la fecha aún resulta siendo utopía la aspiración de un 
estado de derecho internacional pero si es una realidad el estado 
comunitario de derecho por lo menos en la cultura jurídica interamericana 
al requerirse un estado de derecho supranacional bajo el ámbito de 
jurisdicción de la Corte IDH, por ello estamos ante una crisis del estado 




convencionalidad por dicha instancia supranacional. Dicho esto, en caso 
de que tenga mayor legitimidad como resultado de su éxito del sistema 
interamericano cada vez estaremos más próximo a un estado 
internacional de derecho, estado de derecho o estado global del derecho 
no me cabe la menor duda, porque la protección de los derechos 
fundamentales supera la soberanía, fronteras y las propias constituciones 
sino avanza hacia la creación de un nuevo derecho común.  
 En relación al Estado de derecho el mismo Ferrajoli (2003), considera que: 
La segunda revolución que se produce en la posguerra con las 
constituciones rígidas equivale a una integración del Estado de derecho, 
es decir, a la sujeción a la ley por parte de todos los poderes, incluido el 
Legislativo, que se subordina al derecho y a la Constitución, ya no sólo 
en las formas y procedimientos de formación de las leyes, sino también 
en sus contenidos. Por consiguiente, en el Estado constitucional de 
derecho, el legislador no es omnipotente, en el sentido de que las leyes 
que él produce no son válidas sólo porque son vigentes, o sea producidas 
en las normas en relación con su producción, sino que lo son si, además, 
son coherentes con los principios constitucionales. Tampoco la política 
es ya omnipotente. Su relación con el derecho se invierte: también la 
política y la legislación que produce se subordinan al derecho. De manera 
que ya no es el derecho el que puede concebirse como instrumento de la 
política, sino que es la política la que debe ser asumida como instrumento 
para la actuación del derecho y de los principios y derechos 
fundamentales inscritos en ese proyecto, tanto jurídico como político, que 




paradigma se manifiesta en la disociación entre vigencia y validez de las 
leyes, sobre el plano de la teoría política, éste se manifiesta en un cambio 
correspondiente en la naturaleza misma de la democracia: la democracia 
no consiste ya sólo en la dimensión política que le confiere la forma 
representativa y mayoritaria de la producción legislativa, que, a su vez, 
condiciona la vigencia de las leyes, sino también en la dimensión 
sustancial que le imponen los principios constitucionales, mismos que 
vinculan el contenido de las leyes, condicionando su validez sustancial a 
la garantía de los derechos fundamentales de todos. 
Es así que el propio autor antes citado señala que estamos frente 
a un nuevo paradigma donde los poderes del juez, ya que para aplicar 
previamente corresponde evaluar su validez para cada caso concreto 
mediante un control normativo respecto a los enunciados de derecho 
nacional frente al derecho internacional de derechos humanos del sistema 
universal, esto traspasa al Estado constitucional de derecho, ya que va 
mucho más allá de los alcances de la Constitución. Entonces, resulta 
inevitable, la relación existente entre Estado de derecho, Derechos 
Humanos, la paz y la seguridad y el desarrollo. 
En relación a la justicia constitucional nace a partir del 
constitucionalismo clásico y lo que se fue consolidándose en época 
contemporánea con fines de proteger derechos constitucionales que 
contienen los derechos fundamentales en su aplicación de cada caso 




La evolución más cercana del Estado de derecho resulta siendo el 
Estado constitucional de derecho, que en contraposición de la concepción 
positivista que niega a la moral, viene a ser el post-positivismo que es 
considerado como un conjunto de valores, principios y un contenido moral 
(ATIENZA, 2017).  Por eso hablamos del principio de supremacía para 
HARO (2017) resulta siendo una garantía material y procesal, que 
alcanzar su auge requiere del control normativo, que en si es para 
racionalizar el poder cuando conjugamos entre supremacía constitucional 
más control normativo y este principio resulta siendo de trascendental 
importancia, ya que permite encontrar la verdadera fuerza normativa de la 
Constitución. Pero, cada país debe brindar una efectiva tutela a los 
derechos constitucionales, siendo  insuficiente desde al ángulo de validez 
material ni procesal, ya que se debe lograr una tutela integral (PRATS, 
2010). Por ello, vemos que el derecho constitucional  tiene como principal 
dilema de qué es lo que requiere como fundamento Cooter (2000), es por 
ello que frente a la crisis de Estado de derecho tenemos  un cuarto modelo 
ampliado de estado de derecho al supranacional a una dimensión mundial 
que su auge depende del factor político, económico y militar, que nos lleva 
a un nuevo orden global que estará sujeto a la política y el derecho, 
posterior al estado legislativo de derecho y estado constitucional de 
derecho  FERRAJOLI (2001). Por ello considero que efectivamente el 
Estado de derecho se encuentra en crisis en vista de que la Constitución 
existe para proteger los derechos, en la medida en que proteja mejor los 
derechos estaremos hablando de una Estado constitucional de derecho 




de derecho resulta siendo respetar todos los derechos contenidas en el 
Derecho Internacional, Derecho Penal Internacional, Derechos 
Internacional de Derechos Humanos, Tratados, la jurisprudencia de la 
Corte IDH y las opiniones consultivas que contienen del derecho 
convencional. 
No es posible olvidar la teoría de las fuentes del derecho que 
cuando hablamos de Estados constitucionales, de manera tentativa 
señala que aludimos a sistemas jurídico-políticos que como 
características tenemos que siempre debe existir un nivel mayor a las 
disposiciones normativas inferiores, debe ser una práctica jurídica política 
y corresponderá ser invocada de los cánones constitucionales (AGUILÓ 
REGLA, 2001). Este sistema de fuentes a la fecha es prácticamente 
superada, dado que se habla de la costumbre internacional y el derecho 
internacional de derechos humanos, que nadie discute porque no es 
creada por los Estados sino conforme a la concepción ius naturalista es 
inherente al ser humanos que no requiere ser positivizado para su 
existencia, pero si para su protección debe ser principalmente positivizado 
a fin de que sean fundamentales para ser fuentes de primer orden, 
seguida de las normas ius cogens que es parte de la costumbre 
internacional. Entonces, el derecho constitucional pierde su vigencia y 
pasamos a una nueva época en la evolución de las fuentes del derecho 
entre la creación jurisprudencial propia del common law y que forma parte 





2.2.1.3.  Los sistemas jurídicos civil Law y el Comon Law. 
En el mundo tenemos dos sistemas de fuentes de derechos a la fecha y 
se tiene: 
A. SISTEMA DE COMMON LAW O DERECHO ANGLOSAJÓN. 
En el año 1066 fue creada en Inglaterra, posterior a la conquista de 
Guillermo de normada, en sustitución a la divergencia de sistemas como 
son la costumbre y la superstición que primaba, que se llamó derecho 
común(commun law) porque pasó a ser de aplicación general por todos 
los Tribunales del Rey, que principalmente resulta siendo un sistema legal 
basado en las decisiones emitidas por los Tribunales, que en si son 
conjunto de normas no escritas, no promulgadas ni sancionadas, es 
eminentemente de carácter jurisprudencial que proviene de los fallos 
emitidos por jueces anglosajones bajo el principio remedies precede 
rights(la acción crea el derecho), esto da lugar que a partir de los casos 
que se insta a los tribunales, se va creando el derecho. Empero eso no 
implica que no existan otras fuentes, si bien la jurisprudencia es la fuente 
principal pero también se tiene la Ley, la doctrina y costumbre. Ahora los 
países que adoptan son los que formaron parte de las colonias y 
protectorados ingleses, como el Reyno Unido, Canadá, la India, Australia, 
Nueva Zelandia, Estados Unidos y algunos países de África Central, 
podemos inferir como sus características: 
 La inexistencia de codificación o la escritura basada en la costumbre 




 Eminentemente está en las sentencias lo que implica es 
jurisprudencial con carácter de vinculante basado en la casuística. 
 Libre contratación. 
 No existe prohibiciones legales, mayor permisibilidad. 
 Toda nueva figura jurídica nace como consecuencia de la 
interpretación. 
 Delitos estatutarias  
B. SISTEMA CIVIL LAW O DE DERECHO ROMANO. 
En definitiva como sabemos denominado también derecho romano-
germánico con la influencia del derecho canónico, está debidamente 
codificada las leyes, por ser de origen del derecho romano, por ello  los 
que adoptaron este sistema legal del continente europeo, en Francia, 
Holanda, Alemán, Holanda, español, portugués, centro américa, 
sudamerica, Europa Central y oriental y Este de Asia, cuyas 
características son: 
 Todo está codificado mediante leyes. 
 Sólo las promulgaciones legislativas se consideran vinculantes para 
todos. En los tribunales civiles, penales y comerciales hay poco 
margen para la ley juzgada, aunque en la práctica los jueces tienden 
a seguir las decisiones judiciales anteriores; los tribunales 




reglamentos y sus decisiones en tales casos son vinculantes para 
todos. 
 Tribunales específicos de los códigos subyacentes – por lo tanto, por 
lo general hay tribunales constitucionales separados, tribunales 
administrativos y sistemas de tribunales civiles que opinan sobre la 
coherencia de la legislación y los actos administrativos con e 
interpretan ese código específico. 
 Restricciones para fines de celebrar contratos. 
Por ello,  respecto a la diferencia entre estos dos sistemas, RABAT 
(2016, págs. 22-24) sostiene que se encuentra en: i) la fuente primaria 
que se toma en cuenta en cada sistema, si bien en el derecho común la 
jurisprudencia y mientras que en el derecho romano-germánico son los 
Códigos escritos-, y ii) en el common law como consecuencia de la 
jurisprudencia creada a partir de casos concretos existe predictibilidad y 
estabilidad del ordenamiento y mientras que en el civil law de igual forma 
los decisiones judiciales no dejan de tener importancia a la fecha respecto 
a la aplicación e interpretación de las leyes con relación a casos similares. 
2.2.1.4. Concepto e importancia del derecho internacional 
Es una rama del derecho que se divide en público y privado, en vista de 
que estudia el primero propiamente la regulación de las relaciones entre 
los Estados con fines de cooperación, protección de los derechos 
humanos y buscar soluciones a los diferentes problemas, para ello crean 
organismos internacionales y así como  instrumentos internacionales pero 




que el derecho internacional privado está referido a las relaciones de los 
particulares en un contexto global que permita fijar la competencia de las 
controversias producidas. Nuestro, interés el primero de ellos, esto 
conforma nace históricamente pero a la esto vino evolucionando 
ostensiblemente pierde su vigencia con notoriedad esta clasificación de 
privado y público, con mayor frecuencia la institución  es el derecho 
internacional. No es ajeno a ésta idea, cuando hace referencia a un 
derecho internacional universal y otro particular, en marco de validez 
espacial, referida a que la primera que tiene con las reglas válidas en todo 
el mundo, y la segunda que tiene relación con las comunidades europea, 
africana y sudamericana (Herdegen, 2005, pág. 10). El derecho 
internacional según Sepúlveda (1981) como la regulación de las 
relaciones de convivencia entre de las gentes con la aldea mundial y así 
como el mismo refiere que tiene los siguientes elementos: 
 La capacidad: es un atributo de la soberanía, solo los estados 
soberanos pueden concertar tratados.  
 El consentimiento: éste debe ser expresado por los órganos de 
representación competentes de cada Estado. Está contenido 
normalmente en el derecho interno de los estados.  
 Objeto: el contenido de los contratos debe de ser lícito y posible. 





Ahora si bien existe el derecho internacional público y el privado, 
dado que éste último está relacionado a regular las relaciones entre los 
particulares. 
La importancia siempre con miras a resolver los conflictos entre los 
estados y así como en la construcción del corpus iuris internacional, esto 
va con una tendencia para encontrar un corpus iuris global siguiendo el 
fenómeno económico. 
Ahora si bien sobre el derecho consuetudinario y el derecho 
internacional O´Donnell (2004) considera que la costumbre internacional  
no escrita por falta de un órgano creador del derecho internacional, sigue 
siendo fuente primaria conforme está establecida en el Estatuto de la 
Corte Internacional de Justicia, a pesar de regulación mediante tratados 
que resultan siendo de obligatorio cumplimiento y otros instrumentos que 
no son de carácter obligatorio, pero que resultan imprescindibles para 
cada Estado por brindar pautas en el diseño y ejecución de prácticas de 
políticas internas, de allí resulta que debe existir doble requisito que es la 
práctica generalizada y la opinio juris. 
2.2.1.5. Teorías que determinan las relaciones entre el derecho 
internacional y el derecho interno 
Existen dos teorías que explican, siendo: i) la teoría dualista, que 
considera que se trata de ordenamientos distintos, que tanto el derecho 
internacional y el derecho interno de cada estado, no presenta 
incompatibilidad al ser completamente diferentes en sus características, 




que se trata de único ordenamiento, dado que ambos no pueden ser 
independientes ni mucho menos sistemas diferentes, como resultado es 
la ordenamiento jurídico de cada Estado aplicables de manera directa en 
cada Estado por los particulares y así como por los propios órganos del 
Estado. Por ello, aún ésta última se clasifica en teoría monista 
internacionalista que refiere que el derecho internacional es superior a la 
norma interna y mientras que la teoría monista interna nos precisa que el 
derecho interno tiene primacía sobre el derecho internacional por derivar 
del derecho nacional. 
El problema es dogmático de derecho positivo al tener 
consecuencia jurídicas que es de determinar la norma en vigor, mas no 
se trata de teoría general del derecho al ser meramente de conceptos, 
mientras que el derecho internacional y el derecho constitucional es 
dualista porque hay mecanismos de derogación e invalidez, pero cuando 
existe incompatibilidad corresponde no ser tomando en cuenta la norma 
interna (GUASTINI R. , 2016). 
2.2.1.6. Internacionalización de los derechos humanos. 
Los derechos fundamentales es entendida como aquellos derechos 
humanos recogidos en la Constitución y los instrumentos internacionales, 
siendo innegable que conforme vino evolucionando el derecho a la fecha 
que un juez puede directamente aplicar el derecho internacional de 
derecho humanos y el derecho internacional humanitario. Muy a pesar de 
que ambos tutelan lo mismo, pero desde enfoques divergentes (COMITE 




derechos humanos” es un aporte de la Corte Interamericana a la doctrina 
internacional. En su Opinión Consultiva OC-16/1999, la Corte 
Interamericana manifestó que “El corpus juris del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos está formado por un conjunto de instrumentos 
internacionales de contenido y efectos jurídicos variados (tratados, 
convenios, resoluciones y declaraciones)” (párr. 115). 
2.2.1.7. El derecho internacional y el derecho constitucional 
Desde el año 1945 es posible considerar el derecho internacional 
contemporáneo, con rasgo institucionalizado, social y democrático, que 
tiene gran interés por la tutela de derechos humanos, más allá de lo 
conceptual y con los procedimientos para su protección, a pesar de haber 
sido acusado de tener rasgos humanista y social (PASTOR RIDRUEJO J. 
A., 2001, págs. 60-61). En si regula la protección de los derechos por parte 
de los estados, lo que incluye los conflictos entre los estados, mientras 
que el derecho constitucional está dentro de derecho interno, cada uno 
tiene una relación estrecha dado que cada dia estamos hacia un derecho 
global, ya que el concepto de Estado resulta siendo cada vez con 
tendencia a un Estado transnacional. Ahora en el Derecho Internacional 
clásico, en caso que un país violenta los derechos de un foráneo  y a éste 
último únicamente permite recurrir a la tribunal nacional y una vez agotado 
recién quedará habilitado para recurrir a los organismos internacionales 
cuando obtuvo protección, empero dentro del derecho internacional 
contemporáneo permite que directamente pueda recurrir en algunas 




192). Asimismo, permitir el acceso a los tribunales internacionales-
jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, con fines de una tutela efectiva a 
los derechos vulnerados en el derecho interno, lo que es una agregado a 
lo que ya existía, que conllevará a que se declare la responsabilidad 
internacional del Estado de encontrarse que se haya violentado derechos 
humanos(CASTAÑEDA OTSU, 2003, pág. 496).  
 Es así que el artículo 52 de la Carta de las Naciones Unidas permite 
con amplitud la existencia de órganos regionales, a fin de mantener paz, 
seguridad internacional y derechos humanos compatibles con los 
Propósitos y Principios de las Naciones Unidas.  En base a ésta 
disposición dio origen a que se puedan crear los organismos regionales 
tales como son los subsistemas Europeo, Africano e Interamericano pero 
que no se opongan a los valores, principio y normas ius cogens de aquella 
Carta referida. En ese entender CANCADA (2001) considera que un paso 
importante que mediante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos de recurrir ante la CorteIDH se legitime, pero en adelante todo 
indica que será directo el acceso mediante una solicitud individual sin 
pasar por la Comisión, con lo que se logrará su auge(pág. 57). Esto ocurre 
en el Tribunal de Justicia Europeo y la Corte Europea de Derechos 
Humanos, ya que el acceso es directo y así como la solicitud prejudicial 
como consulta por el órgano jurisdiccional suspendiendo el proceso hasta 
las resultas de la misma. 
 En ese contexto, CARRILLO (1995) señala que se produjo una 




ahora por el derecho internacional, si bien respecto a la integridad moral 
y física quedó reconocida para su protección en los instrumentos 
internacionales de protección. Dichos sistemas internacionales de 
protección, deben brindar justicia ante todo mediante las resoluciones 
acorde a derecho, justificada y posibles de ejecución, sin que sea 
únicamente el acceso formal (ACOSTA ALVARADO, 2008).  
 Por ello considero que muchos derechos humanos no sólo fueron 
recogidos por el derecho internacional sino que también se han 
constitucionalizado convirtiéndose así en derechos fundamentales, de 
esa  manera se busca una relación de subsidiariedad del corpus iuris 
interamericano por ahora y con tendencia a que pase de una ilusión a la 
corpus iuris internacional de derechos humanos a partir de los Estados y 
hacia los Estados. 
2.2.2. Control de constitucionalidad. 
2.2.2.1. Antecedentes del control de constitucionalidad. 
No se tiene con precisión algún dato importante respecto a los 
antecedentes de control de constitucionalidad, si bien se habla que 
hubiera sido en Grecia pero que algo preciso no tenemos anteriores lo 
ocurrido en Inglaterra en el año 1610 que en aquella oportunidad realiza 
el primer control normativo el Juez inglés Coke que en adelante se hará 






A. CASO BONHAM Y LA ACTUACIÓN DEL JUEZ EDWARD COKE. 
Edward Coke que fue un jurista inglés, que tuvo la calidad de Juez y a la 
vez tratadista, es así que en Londres cuando ejercía el cargo de Juez en 
el año 1610 tuvo a su cargo el caso del Médico Thomas Bonham que 
ejercía la profesión de médico sin autorización del Real Colegio de 
Médicos y como consecuencia de la misma fue emplazado a comparecer 
ante los censores del Real Colegio de Médicos y fue multado con 100 
Chelines por deficiencias en sus aptitudes profesionales y se le prohibió 
ejercer su profesión, bajo la pena de prisión, si bien dicho médico 
contravino al Real Colegio de Médicos, y éste ordenó su detención, tras 
incumplir una citación al colegio. Ahora si bien los jueces de la época se 
dividieron. El juez Walmesley defendió la causa del Colegio. El juez, sir 
Edward Coke, Chief Justice del Common Pleas, quién decidió el caso, 
defendió la causa del médico Bonham, dado que los estatutos del Real 
Colegio de Médicos, a éste le correspondía percibir la mitad de las multas 
cobradas, lo que a juicio del Juez Coke convertía al Real colegio de 
Médicos en juez y parte de la situación, lo que era contrario al Common 
Law, ya que según los principios de éste nadie puede ser juez de su propio 
caso. El juez Coke elaboró una teoría basada en antecedentes 
medievales, especialmente del siglo XIV, y así sostuvo: “Aparece en 
nuestros libros que en muchos casos el Common Law controlará a las 
leyes del Parlamento y en algunos casos juzgará que son totalmente nulas 




cumplimiento”. De esta manera rechazó la solicitud del Real Colegio de 
Médicos. 
B. CASO MARBURY VS MADISON. 
Esta sentencia marca el hito más importante para un sociedad 
democrático de derecho, la historia nos relata que como consecuencia de 
las elecciones presidenciales de Estados Unidos del año 1800, logra 
ganar Thomas Jefferson del partido republicano demócrata, ante ese 
hecho el último dia de su mandato en el Congreso al ser mayoría los 
Federalistas, designaron a varios funcionarios, en ella 42 jueces de paz 
que correspondían al Estado de Columbia, frente a la misma el Senado 
confirma dichos designaciones, el mandatario saliente los firmó pero el 
Secretario tuvo el rol de sellar y hacer entrega de las actas, es así que por 
el apuro no logra entrega a cuatro de ellos, dentro de los mismos se 
encontraba el juez de paz William Márbury. En eso asume el cargo el 
nuevo Secretario de Estado James Madison, quien no quizo entregar 
dichas actas por los nombramientos de última hora de los Federalistas. 
 Ante esa actuación Marbury recurre ante la Corte Suprema 
mediante una acción de cumplimiento, a fin de que disponga la entrega 
del acta dado que legalmente debía hacerlo. Frente a ello, John Marshall 
en su calidad de Presidente del Tribunal Supremo se inhibió de conocer 
la controversia con el argumento al no ser competente, ya que la sección 
13 de la Ley Judicial, al otorgarle esas atribución, era inconstitucional al 





C. JUICIO DE AMPARO POR MANUEL CRESCENCIO GARCÍA REJÓN 
Y ALCALÁ. 
En la península de Yucatán ante el descontento con la Constitución 
Mexicana de 1936(conocida también con otro nombre Las 7 leyes 1836) 
puso de manifiesto sus intenciones de separarse, ante ello le dan la 
potestad de regular orden jurídico cuando no era Estado Federal, por ello 
Manuel Crescencio García prepara el artículo 53 del proyecto de 
Constitución de Yucatán del 31 de marzo del año 1841, que textualmente 
consideraba “Corresponde a este tribunal (la Corte Suprema de Justicia) 
reunido: 1°. Amparar en el goce de sus derechos a los que pidan su 
protección contra las providencias del Gobernador o Ejecutivo reunido en 
ellas se hubiese infringido el Código Fundamental o las leyes, limitándose 
en ambos casos a reparar el agravio en la parte que procediere”, por tal 
motivo el autor de dicho texto fue considerado como padre del juicio de 
amparo, que al final fue aprobado como está en la carta magna Yucateca 
de 1841, para luego ser incorporado en el artículo 25 del Acta constitutiva 
y de reformas de 1847 a nivel federal y finalmente en la Constitución 
Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1857 y reglamentado en la 
Ley Orgánica Constitucional sobre el juicio de Amparo de 20 de enero de 
1869, lo que significó un aporte de dicho país al Mundo. Finalmente, 
considerada en el artículo 103 y 107 de la actual Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos de 1987 y reglamenta el con la Ley de 




para realizar declarar la inconstitucionalidad e ilegalidad frente a la 
vulneración de derechos. 
El problema estuvo en la práctica del juicio de amparo, dado que 
existía una comisión legislativa en al Estado Federal donde pertenecía 
Yucatán de 1847 y en todo México desde la Constitución 1824 que 
contemplaba el juicio de garantías, por ello es necesario referir al juez 
Pedro Sámano que emitió por primera vez la sentencia de amparo en 
1849 que encierra un acto contrario a la Constitución de aquel país, ya 
que al no haberse reglamentado le aplicó directamente la Constitución 
siendo un actuación jurisdiccional de vanguardia en esos tiempos e 
incluso opuestas a la interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de allí que significa un hito lo actuación del juez Pedro Sámano. 
2.2.2.2. Clases, tipos y modelos de control constitucional. 
En el Perú coexisten dos tipos de control de constitucionalidad de las 
disposiciones legales, el control difuso (concreto) o llamado “judicial 
review” de origen norteamericano y el sistema concentrado (abstracto) de 
origen austriaco. Lo que en adelante desarrollaremos para entender de 
mejor modo con énfasis en la primera por el objeto de estudio que tiene 
el presente trabajo. En Latinoamérica existe una diversidad de tribunales 
y procedimientos, completamente diferenciables, lo que implica que en la 
mayoría son una mixtura de formas y modalidades que no ayudan a 
clarificar. Empero, consideramos que es posible caracterizar como 




tales como el difuso y el concentrado de manera híbrida en la mayoría de 
los países que se presenta. 
A. CONTROL DIFUSO. 
Está orientado a garantizar la supremacía constitucional, al respecto 
QUIROGA (2005) considera que es un control dentro de un proceso 
judicial de un real, tangible y concreto, que está difuminado entre todos 
los jueces ordinarios con efecto entre las partes, dónde se deja de aplicar 
la ley emitida por el Congreso al enjuiciar su inconstitucionalidad. En éste 
modelo le confiere el deber de control respecto a un norma 
infraconstitucional al momento de interpretar y aplicar a un determinado 
caso evitando contravenir a la jerarquía constitucional (HIGHTON I., 
2011). Dicho esto, podemos referir que se denomina control judicial al 
modelo de control difuso, que consiste en cada caso concreto al momento 
de determinar la premisa normativa en compatibilizar la disposición 
normativa de rango legal y con la disposición constitucional, buscando una  
interpretación conforme previamente buscando un sentido interpretativo y 
en caso que no sea posible de preferir la disposición constitucional, 









DESVENTAJAS DEL CONTROL DIFUSO O LLAMADO “CONTROL 
JUDICIAL” 
Podemos encontrar las siguientes desventajas: 
 Promueve el activismo judicial, como quiera el derecho no es 
ciencia, no será posible conocer cuándo es que estamos ante una 
decisión justa o injusta. 
 Es indudable que una misma disposición constitucional puede dar 
lugar a varias interpretaciones por los diferentes órganos o 
instancias (Corte IDH, Tribunal Constitucional, Tribunales 
Administrativos, juzgados de primera instancia, segunda instancia, 
Salas de la Corte Suprema), resulta siendo complejo determinar en 
la mayoría de los casos cuál de esas interpretaciones es correcta, 
si bien la interpretación del Tribunal Constitucional resulta siendo 
vinculante para todos los demás y en caso que no existe 
interpretación respecto a un dispositivo legal o constitucional, cuál 
será el parámetro y así como en los demás casos donde el Tribunal 
Constitucional o la Corte IDH se equivoca, de cómo se debe 
resolver el problema. 
 Afecta a la seguridad jurídica y al principio de predictibilidad de las 
decisiones judiciales, dado que al ser inaplicado una disposición 
infraconstitucional da lugar que algunas jueces apliquen y otros no, 
respecto a una misma norma, lo cual constituye una incertidumbre 
cuando se pretende encontrar una verdad jurídica, dado que no 




 Estos problemas se trata de evitar con el stare decisis denominado 
en el latin como “mantenerse con las cosas decididas”, pero persiste en 
el civil law, pudiendo superarse cuando las resoluciones de la Corte 
Suprema se le otorgue efectos generales al igual que a los del Tribunal 
Constitucional, para ello debe existir una sola Sala por especialidad mas 
no la cantidad de salas que tenemos que emiten posturas contradictorias, 
lo que debe ocurrir es que en función a la carga procesal se debe contratar 
en lugar de asistentes variándolo como asesores jurisdiccionales con un 
nivel y remuneración alta para elevar la calidad de producción. 
a. CONTROL CONCENTRADO. 
Tiene su origen cuando en marzo 1919 uno de los cancilleres le 
encomienda a Hans Kelsen, a fin de que prepare un proyecto de 
Constitución austríaca, es así que el ejecutivo conforma una comisión de 
7 miembros asesorados por dicho jurista, luego de un arduo trabajo fue 
presentado a la Asamblea constituyente el 24 de setiembre del mismo 
año, para luego convertirse en la Constitución austríaca de 1920, que crea 
el Tribunal Constitucional y al ingresar en vigencia Hans Kelsen es 
nombrado como integrante de dicho Tribunal Constitucional, por ello 
considera es considerado como creador de la idea del Tribunal 
Constitución. Es así que considera que debe resolver únicamente 
aspectos de relevancia constitucional, netamente la interpretación de 
derecho constitucional (Kelsen, 2005, pág. 57). En el Perú es el 
encargado de ejercer dicho control el Tribunal Constitucional en gran parte 




Estados Unidos donde la Corte Suprema hace las funciones de dicho 
órgano constitucional con efectos erga omnes expulsando de un 
ordenamiento jurídico aquellas normas con rango de Ley. 
2.2.2.3. Importancia de los sistemas de control constitucional. 
La  importancia radica en poner límites al ejercicio del poder desde el año 
1215 en la Constitución inglesa y hasta la Constitución norteamericana 
(SOTO FLORES, 2017). Los poderes constituidos en el ejercicio de las 
funciones encomendadas requieren de límites y para determinar si están 
dentro de los mismos, requiere de unos mecanismos de control. Por ello, 
los sistemas de control de constitucionalidad cobran su trascendencia 
para determinar si las demás disposiciones de inferior jerarquía son 
conformes o no a la Constitución. 
 En ese entender todo sistema de control de normas radicará en 
evitar cualquier exceso en el ejercicio de sus poderes, tanto como del 
legislativo al emitir leyes que contravengan la Constitución, del ejecutivo 
al momento gobernar, los Tratados internacionales y considera demás 
otros derechos humanos. Es por ello con certeza CASTILLO (2012) que 
es posible que también pueden existir disposiciones constitucionales 
descontrolados, para ello el constituyente crea controladores con sus 
mecanismos correspondiente de control constitucional, siendo el Tribunal 
de constitucional, éste último es el encargado de evaluar la interpretación 
de disposiciones constitucionales completamente injustas con mayor nivel 
de indeterminación y disposiciones normativas constitucionales 




sentido asignado es correcto o no. En ese entender, considero que el 
control constitucional concreto que corresponde a los jueces del Poder 
Judicial, respecto a las respecto a las disposiciones constitucional se hará 
tomando en cuenta los significados normativos constitucionales que le ha 
dado el Tribunal Constitucional, en caso que no exista podrá crear la más 
válida posible descartando los significados normativos inconstitucionales, 
ahora en caso que existan normas infraconstitucionales no le quedará otra 
que inaplicar en caso que no sea posible salvar via interpretación en 
cuanto exista una incompatibilidad entre la norma legal y la Constitucional 
que sea constitucional pero no pudiendo hacerse preferirse una 
disposición normativa constitucional inconstitucional que se encuentre 
descontrolado que esto corresponde al Tribunal Constitucional, ya que 
procedimiento para controlar no existe dentro de la ámbito interno pero si 
será posible ejercer un control basado en el derecho internacional de 
derechos humanos. 
2.2.2.4. El sistema de control adoptado en el Perú. 
El Perú adoptó un sistema híbrido o dual, tanto el judicial review y el 
control concentrado se utiliza al mismo tiempo, que en si resulta 
cumpliendo un rol subsidiario. Ahora al Poder judicial le corresponde el 
control difuso pero respecto al derecho internacional de derechos 
humanos si bien a nuestro criterio estamos bajo la influencia de la teoría 
monista, ya que el derecho internacional de derechos humanos, tiene 




que se trata a la fecha de un único ordenamiento jurídico que no pudiendo 
ser distinta de ninguna manera. 
2.2.2.5. Límites al control difuso de constitucionalidad 
Es necesario partir de los criterios para ejercer control difuso de 
constitucionalidad que estableció el Tribunal Constitucional (EXP. Nº 
1680-2005-PA/TC, 2005) establece los siguientes límites: 
a) debe realizarse en el seno de un caso judicial; 
b) sólo podrá practicarse siempre que la ley de cuya validez se duda sea 
relevante para resolver la controversia sometida al juez; 
c) es preciso que quien plantee al juez la realización del control judicial de 
constitucionalidad de la ley acredite que su aplicación le ha causado o 
pueda causarle un agravio directo; y, 
d) el ejercicio del control judicial de constitucionalidad de las leyes 
tampoco puede realizarse respecto de leyes o normas con rango de ley 
cuya validez haya sido confirmada por este Tribunal en el seno de un 
control abstracto de constitucionalidad. (fj 4-9).  
 Estos cuatro límites en orden que se han enumerado, 
corresponden analizar cada uno de ellos. En relación al primer límite no 
cabe duda que desde sus orígenes siempre el control difuso se ejerce 
dentro de un proceso judicial a partir de un caso concreto, no existe 
inaplicación si no existe un tangible, puesto a consideración de un órgano 
jurisdiccional, si bien el Tribunal Constitucional no demuestra de cómo 




ámbito del control concentrado, lo que no es el caso y de ninguna manera 
existe muestras de que haya excesos a la misma y no puede existir bajo 
ninguna lógica, si bien refiere que los tribunales de justicia  no los órganos 
que absuelven opinión consultiva sobre la validez de las leyes, dado esta 
afirmación desde luego no es caso, dado que para ello se creado órganos 
de control respecto de dicha inaplicación y habiéndose encargado a la 
Sala de Derechos Constitucional en caso que no sea impugnada, en caso 
que no haya sido recurridas hasta la última instancia corresponderá 
resolver a la Sala Especializada de la Corte Suprema de Justicia como se 
hace a la fecha, que  muy bien via un amparo contra resoluciones 
judiciales puede llegar al Tribunal Constitucional la desaprobación de una 
consulta por ejemplo, una vez concluida el proceso y lo que a la fecha no 
ocurrió, o en su defecto muy a pesar de que el Tribunal Constitucional 
haya emitido pronunciamiento sólo tiene la calidad de cosa juzgada 
constitucional mas no internacional, por ello aún tienen la posibilidad de 
recurrir ante la CorteIDH, en ese entender ése primer límite no 
corresponde considerar. El segundo límite definitivamente corresponde a 
la justicia interna y externa de la premisa normativa, que necesariamente 
debe contener una resolución, en dónde se debe evaluar con amplitud la 
pertinencia y relevancia de la norma infraconstitucional y la validez de la 
disposición normativa constitucional que no sea inconstitucional, por ello 
resulta siendo un límite acertadamente considerado. El tercer límite, de 
igual forma que es acertado, dado que es evidente que una ley 
inconstitucional al contravenir al derecho fundamental contenida en la 




propiamente objetivamente se advertirá del propio proceso y no es carga 
que debe probar el juez sino es propio del proceso. Finalmente, respecto 
a cuarto límite, la constitucionalidad confirmada definitivamente es un 
límite pero dependerá de la fuerza argumentativa, dado que existen 
técnicas que permiten salir de la misma, o en su defecto como el control 
de convencionalidad, ahora la pregunta es que toda norma que fue 
materia de pronunciamiento en su jurisprudencia por el Tribunal 
Constitucional está vedada para ejercer control difuso de 
constitucionalidad o no, considero que no necesariamente sino dependerá 
de la fuerza argumentativa de la las resoluciones que constituyen doctrina 
jurisprudencial vinculante o precedente constitucional vinculante. 
 En relación a éste aspecto ESPINOZA-SALDAÑA (2014, pág. 189) 
considera que únicamente es ventajoso el precedente constitucional 
precedente (predictibilidad, igualdad, transparencia, seguridad jurídica), 
cuando se trata de crear pautas interpretativas pero mas no para imponer 
posturas personales en clara vulneración de los poderes conferidas, de 
ninguna puede ser constituyente ningún juez, sino es el intérprete sin salir 
de los valores y principios constitucionales, asi como debe ejercer dentro 
de los estándar de razonabilidad, prudencia y deber de motivación 
cuidando de no caer en la arbitrariedad identificando la naturaleza del 
caso si es fácil, intermedio, difícil o trágico como límite. Ahora, tenemos 
que: 
“Más allá de los límites que el Tribunal (Constitucional) tiene como 




autolimitarse, es decir, el self-restraint, que el activismo judicial no 
sea desbordado, que aplique con prudencia las técnicas de la 
interpretación constitucional, que jamás pretenda usurpar 
funciones que la Constitución atribuye a otros órganos, que 
siempre tenga presente que está interpretando la Constitución, no 
creando una filosofía o moral constitucionales.” (CARPIZO, 2009, 
pág. 57)  
En ese entender, los límites de cualquier Juez del Poder Judicial 
no dejan de ser las mimas que le ostentan a un juez del Tribunal 
Constitucional porque resultan siendo los primeros guardianes de la 
Constitución y así como obligados con total independencia e imparcial de 
garantizar la plena vigencia de Constitución en un Estado de derecho 
constitucional, empero requiere mayores precisiones porque esto resulta 
siendo aun completamente genérico. 
Por ello, como límites establecidos por el Tribunal Constitucional, 
tenemos los siguientes: 
A) Únicamente dentro del proceso judicial donde exista una controversia 
de derecho relevante. 
B) Sólo cuando exista una duda sobre la validez de la ley, para una 
resolver las pretensiones principales o accesorias, previo a un examen 
de relevancia. 
C) Demostrar el posible agravio al aplicar de manera real o futura. 
D) No es posible hacer control difuso respecto a leyes cuya 




salvo que: i) haya sido declarado inconvencional por la Corte IDH, ii) 
se identifique al aplicar en un caso y circunstancias concretas podría 
resultar inconstitucional, y iii) exista una modificación de la 
Constitución que genera contravención de la ley sobrevenida a la carta 
fundamental (01680-2005-PA/TC, págs. 5-9). 
Y a los mismos podemos agregar los siguientes: 
a) Demostrar la imposibilidad de salvar la disposición normativa 
infraconstitucional via interpretación conforme a la Constitución; 
b) Demostrar que se ha superado todos los problemas de 
argumentación, esto es, de que se debe identificar si la naturaleza del 
caso es fácil, difícil o trágico, así como no debe existir ningún problema 
de pertinencia, calificación o de prueba, 
c) Demostrar la inexistencia de errores de interpretación para la premisa 
normativa, identificando adecuadamente y encontrando todos los 
sentidos interpretativos en base a los métodos y técnicas de 
interpretación legal, constitucional, de derecho internacional, derechos 
humanos y de tratados conocidas hasta ese momento, 
d) Acreditar que la solución del caso debe ser correcta, sólida, 
consistentes, universal y justa más no justiciera; e, 
e) Identificar la existencia o no de un sentido interpretativo encontrado 
por la jurisprudencia ordinaria, constitucional, convencional e 






2.2.3. Control de convencionalidad 
2.2.3.1. Origen del término 
Tiene su origen en el seno de la jurisprudencia de la Corte IDH, el juez 
Sergio García Ramírez en su voto razonado, incorpora en el caso Mir 
Mashan Vs Guatemala (2003), Tivi vs Ecuador en el año 2004, Vargas 
Gareca vs Paraguay en el 2006 y más específicamente en el caso 
emblemático caso Almonacid Arellana vs Chile 26 de setiembre del año 
2006, que a partir de esta sentencia se inició a desarrollar una línea 
jurisprudencial, es así que a partir de allí, que oficiosamente los 
juzgadores realicen compatibilizar entre el ordenamiento de cada país y 
los diferentes instrumentos de protección de derechos humanos. 
Asimismo, este concepto también fue reiterado Vargas Areco Vs. 
Paraguay, La Cantuta Vs. Perú, Boyce y otros Vs. Babados, Helidoro 
Portugal Vs. Panamá y otros. 
 En este último aspecto se han dado cambios importantes que 
conviene resaltar en principio, y de oficio, la labor de control de 
convencionalidad estaba confiada, dentro de cada Estado, a sus jueces 
(zas). Ahora bien, y a partir de Cabrera García y Montiel Flores vs México 
(2010) o de Gelman Vs. Uruguay (2011), y con toda claridad desde la 
sentencia de cumplimiento o supervisión de Gelman (2013), la Corte 
señala que esta labor contralora corresponde a todos los poderes públicos 
o autoridades nacionales. 
 Al respecto GARCÍA RAMÍREZ (2016),  expresó que impulsar y 




considera que era una labor complicada, por ello a partir del 1969 cuando 
logró se logró consolidar la CADH, el obstáculo fue la soberanía de los 
países, por ello se reformuló éste último, los deberes de los Estados y las 
condiciones de control del derecho internacional sobre los derechos 
humanos resultó siendo un avance trascendental, que en adelante 
debemos ir a cambios trascendentales tanto de la Comisión y la Corte. 
2.2.3.2.  Qué es el control de convencionalidad 
Según (GARCIA BELAUNDE & PALOMINO MANCHEGO, 2013) 
presupone “la interrelación de los tribunales nacionales y los tribunales 
internacionales en materia de derechos humanos”, mientras que 
(BUSTILLO MARIN, 2016) conceptúa como “el mecanismo que se ejerce 
para verificar que una ley, reglamento o acto de las autoridades del 
Estado, se ajustan a las normas, los principios y obligaciones de la 
Convención Americana de Derechos Humanos principalmente, en la que 
funda la competencia contenciosa de la Corte IDH”, ahora  también 
(SAGUES, 2010) con acierto afirma que “es una herramienta para el 
respeto, la garantía y la efectivización de los derechos descritos en la 
Convención Americana de Derechos Humanos, asimismo es de utilidad 
para la práctica e inmediata elaboración de un ius commune en la región”; 
sin embargo, García Ramírez junto a Morales Sánchez, el primero de ellos 
como aquél que pergeñó el propio término a conceptuar, consideran que: 
(…) implica valorar los actos de la autoridad interna a la luz del 
Derecho Internacional de los derechos humanos, expresados en 




supranacionales que poseen esta atribución. Equivale, en su propio 
ámbito, al control de constitucionalidad que ejercen los tribunales 
de esta especialidad (o bien, todos los tribunales en supuestos de 
control difuso) cuando aprecian un acto desde la perspectiva de su 
conformidad o incompatibilidad con las normas constitucionales 
internas. (GARCÍA RAMIREZ & MORALES, 2011). 
Es oportuno citar, que a partir de la jurisprudencia emitida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, desde el caso Almonacid Arellano 
vs. Chile, que todo concepto debe comprender los siguientes o 
características: 
a) Consiste en verificar la compatibilidad de las normas y demás 
prácticas internas con la CADH, la jurisprudencia de la Corte IDH y 
los demás tratados interamericanos de los cuales el Estado sea 
parte; b) Es una obligación que corresponde a toda autoridad 
pública en el ámbito de sus competencias; c) Para efectos de 
determinar la compatibilidad con la CADH, no sólo se debe tomar 
en consideración el tratado, sino que también la jurisprudencia de 
la Corte IDH y los demás tratados interamericanos de los cuales el 
Estado sea parte; d) Es un control que debe ser realizado ex officio 
por toda autoridad pública; y e) Su ejecución puede implicar la 
supresión de normas contrarias a la CADH o bien su interpretación 
conforme a la CADH, dependiendo de las facultades de cada 




Por lo tanto, considero que es una técnica de control normativo 
impuesto como deber jurisprudencialmente por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, consistente un examen de compatibilización de los 
actos o disposiciones del ordenamiento interno de un Estado y el derecho 
internacional de derechos humanos que incluye a las opiniones 
consultivas y la jurisprudencia de la CorteIDH, previamente de manera 
constructiva y dialogante utilizando la interpretación conforme, 
únicamente en caso de una manifiesta contradicción corresponderá: a) 
recurrir al control difuso inaplicando la disposición normativa interna al 
caso concreto frente prefiriendo la disposición de derecho internacional de 
derechos humanos siempre en cuando que ésta última privilegia al 
principio pro hómine de lo contrario no cabe inaplicación porque estamos 
frente a una interpretación conforme, o b) hacer uso de la doctrina de 
margen de apreciación nacional.  
2.2.3.3. ¿Quiénes pueden ejercerlo?. 
A partir del 26 de setiembre caso Amonacid Arellano y otros Vs. Chile 
(2006) ha establecido lo siguiente: 
La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están 
sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un 
Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también 
están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de 




aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio 
carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial 
debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre 
las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos 
y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta 
tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el 
tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la 
Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana.(párr. 124) 
Esto fue reiterado en el párr. 173 en el Caso La Cantuta Vs. Perú 
(2006), luego fue ampliado no sólo a los jueces sino también a los órganos 
encargados vinculados a la administración de justicia en todos los niveles 
que implica policías, fiscalías y otros al aplicar las normas contrarias a su 
objeto y fin que tiene como efectos de las disposiciones de la convención 
, el 26 de noviembre a partir del caso Cabrera García y Montiel Flores 
Vs. México (2010), al precisar que “(…). Los jueces y órganos vinculados 
a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” 
(…)”(párr.. 225). Tenemos, más convocados como parte de su obligación 
de toda autoridad pública a partir del caso Caso Gelman Vs. Uruguay. 
Fondo y Reparaciones (2011), Sentencia de 24 de febrero, la Corte ha 
dicho que: 
es función y tarea de cualquier autoridad pública y no sólo del 




ejercido, en el Caso Nibia Sabalsagaray Curutchet, un adecuado 
control de convencionalidad respecto de la Ley de Caducidad, al 
establecer, inter alia, que “el límite de la decisión de la mayoría 
reside, esencialmente, en dos cosas: la tutela de los derechos 
fundamentales (los primeros, entre todos, son el derecho a la vida 
y a la libertad personal, y no hay voluntad de la mayoría, ni interés 
general ni bien común o público en aras de los cuales puedan ser 
sacrificados) y la sujeción de los poderes públicos a la ley”.(párr. 
193) 
Asimismo, en el caso de personas dominicanas y haitianas 
expulsadas Vs. República Dominicana (2014), sentencia de 28 de 
agosto, la Corte refiere que: “Finalmente, esta Corte considera pertinente 
recordar, sin perjuicio de lo ordenado, que en el ámbito de su competencia 
“todas las autoridades y órganos de un Estado Parte en la Convención 
tienen la obligación de ejercer un ‘control de convencionalidad’”(parr. 497). 
Finalmente, en el Caso Rochac Hernández y otros Vs. El 
Salvador(2014), Sentencia de 14 de octubre, también la Corte dijo que 
“(…). Esta obligación vincula a todos los poderes y órganos estatales en 
su conjunto, (…)” (párr. 213). 
Por tanto, es una regla jurídica del ius commune interamericano que 
el control de convencionalidad es obligación de todas las autoridades y 
órganos que forman parte del Estado, esto resulta siendo un límite. En 
ese sentido a la fecha no es posible sostener una postura contraria, como 




se debe ir superando cada dia producto de una discusión amplia, en caso 
de no ejercer simplemente se deja desprotegido y vienen incumpliendo 
sus deberes. A esta regla jurídica creada y sostenida hasta el momento 
por la Corte IDH transformaría que no solo las autoridades sino todos los 
que forman parte del Estado, lo que implica que incluye a los particulares 
y cada ciudadano obligatoriamente está obligado a ejercer conforme 
refiere en el marco de sus competencias, ya que no es posible que un 
ciudadano deje de cumplir porque no es posible esperar que aún las 
autoridades previamente declaren y hasta eso se vulnere los derechos 
humanos. Contradictoriamente, en el artículo 138 de la Constitución 
Política del Estado del año 19931 y el Código Procesal Constitucional2, 
permite únicamente puede ser ejercida el control difuso por los jueces mas 
no por otras autoridades, de lo que se desprende que bajo cualquier 
interpretación no habría tomado en cuenta los diferentes tratados 
internacionales por ende el derecho internacional, la prevalencia está 
dada de que en caso que exista incompatibilidad con los tratados 
internacionales, cuál de las normas debe prevalecer conforme se ha 
sostenido antes. 
                                                          
1 Constitución Política del Estado. Artículo 138. La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el 
Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las leyes. 
En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la 
primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre toda otra norma de rango inferior. 
2 Código Procesal Constitucional publicada el 31 de mayo del año 2004. Título Preliminar. Artículo Vl. Cuando exista 
incompatibilidad entre una norma constitucional y otra de inferior jerarquía, el Juez debe preferir la primera, siempre que 
ello sea relevante para resolver la controversia y no sea posible obtener una interpretación conforme a la Constitución. 
Los Jueces no pueden dejar de aplicar una norma cuya constitucionalidad haya sido confirmada en un proceso de 
inconstitucionalidad o en un proceso de acción popular. 
Los Jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los reglamentos según los preceptos y 





2.2.3.4. ¿Cuándo, cómo y con efectos se debe ejercer el control de 
convencionalidad?. 
Es una postura cuyo valor ético y técnico nadie discute, pero que bien 
puede generar algunos problemas en su materialización. Por ello, en el 
Caso Boyce y otros Vs. Barbados (2007)3 ha precisado lo siguiente: 
La Corte observa que el CJCP [Comité Judicial del Consejo Privado] 
llegó a la conclusión mencionada anteriormente a través de un 
análisis puramente constitucional, en el cual no se tuvo en cuenta 
las obligaciones que tiene el Estado conforme a la Convención 
Americana y según la jurisprudencia de esta Corte. De acuerdo 
con la Convención de Viena sobre la Ley de Tratados, Barbados 
debe cumplir de buena fe con sus obligaciones bajo la 
Convención Americana y no podrá invocar las disposiciones de 
su derecho interno como justificación para el incumplimiento de 
dichas obligaciones convencionales. En el presente caso, el Estado 
está precisamente invocando disposiciones de su derecho interno a 
tales fines.(párr. 77) 
 En ese contexto, completamente reiterativo está claro que la 
oportunidad por parte de los jueces nacionales debe darse de oficio y de 
manera obligatoria en cada caso concreto que les toca resolver siempre 
                                                          
3 Los hechos del presente caso se desarrollan en el marco de la naturaleza obligatoria de la pena de muerte impuesta a 
personas condenadas por homicidios en Barbados. Lennox Ricardo Boyce, Jeffrey Joseph, Frederick Benjamin Atkins y 
Michael McDonald Huggin fueron condenados por el delito de homicidio y condenados a muerte mediante la horca, bajo 
la sección 2 de la Ley de Delitos del Estado contra la Persona. De conformidad con esta disposición, una vez que una 
persona sea condenada por el delito de asesinato, ningún tribunal puede evaluar si la pena de muerte es un castigo 
adecuado a las circunstancias particulares de la víctima. Las cuatro personas estuvieron sometidas a condiciones 





debe ejercer el control de convencionalidad de las disposiciones de 
derecho interno, que incluye las disposiciones constitucionales frente a las 
disposiciones del derecho convencional, no existe la jerarquía normativa 
sino aquí corresponde de un principio de buena fé de cada Estado, que 
consiste en una exigencia en el cumplimiento de las obligaciones en 
adecuar su ordenamiento interno al derecho internacional, a la 
imposibilidad de incumplir anteponiendo como excusa su derecho interno, 
ya que con relación a ella cada órgano que conforma es parte del Estado 
y en éste caso al ser los jueces del Poder Judicial los primeros guardianes 
en la tutela de los derechos fundamentales no cabe solamente utilizar 
para resolver cada caso el derecho interno sino necesariamente al 
momento de realizar la justificación externa, esto es, la corrección de la 
premisa normativa debe hacerse necesariamente una interpretación 
conforme entre el derecho interno y el derecho internacional, en caso que 
no sea posible salvar corresponderá ejercer el control difuso de 
convencionalidad. Ahora respecto a la pregunta de cómo se debe ejercer 
existen dos posibilidades, la primera que es el control constructivo via 
interpretación conforme como se ha referido y en caso de no pueda 
supera, ante la existencia de una evidente incompatibilidad entre las 
disposiciones normativas internas y las disposiciones del derecho 
internacional podrá inaplicar vía control difuso de convencionalidad, ahora 
existe discusión a la fecha respecto a la pregunta, ¿si la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional al momento de realizar el control difuso de 
convencionalidad en un caso concreto podría ser vinculante para los 




errores en la interpretación de las disposiciones, por ejemplo en caso que 
no determinó la disposición normativa relevante para un caso concreto 
que implica que encierra problemas de relevancia(pertinencia) o en caso 
que haya errores de interpretación, no será tarea difícil utilizar como regla, 
debido a que el supremo intérprete de los derechos humanos será la 
CorteIDH mas o el Tribunal Constitucional, éste último está más bien 
obligado de seguir las líneas interpretativas de dicho organismo regional 
pero tomando en cuenta la figura de margen de apreciación nacional, en 
ese entender únicamente será vinculante cuando: i) que no exista una 
interpretación realizada respecto a la disposición de derecho internacional 
por la CorteIDH, ii) cuando el Tribunal Constitucional haya realizado una 
interpretación respecto a una disposición de derecho internacional bajo 
los estándares que utiliza la CorteIDH en las resoluciones que emite; y, iii) 
ante la inexistencia de una disposición normativa como parte del derecho 
internacional o bloque de convencionalidad, que debe demostrarse 
objetivamente corresponderá usar como regla  partir del caso concreto. 
Mientras, con relación a los efectos serán únicamente para las partes al 
tratarse de un caso concreto bajo la figura jurídica de control difuso o 





2.2.3.5. ¿Cuáles son los procedimientos? 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, a partir del Caso 
Trabajadores cesado del Congreso Vs. Perú(2006) explica que “los 
órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de 
constitucionalidad, sino también de convencionalidad… evidentemente en 
el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales pertinentes”(párr. 128), lo que da lugar existe un deber 
obligatorio por parte de todos los jueces y demás autoridades cuando 
tenga que tomar decisiones con relación a los derechos humanos, 
corresponde que hagan un control constructivo haciendo una 
interpretación conforme del derecho interno al derecho internacionalidad 
de derechos humanos, esto resulta siendo un paso previo al usos de los 
sistemas de control normativo que tradicionalmente existe como son el 
control difuso y control concentrado, únicamente en caso de no prosperar 
éste control constructivo viene el usos del sistema de control adoptado por 
el Estado. En éste caso, no se trata de un propiamente de un 
procedimiento nuevo sino el cumplir las obligaciones internacionales 
como Estado, ahora cuando se trata de normas internas 
inconvencionales, corresponderá usar el mismo procedimiento que el país 
haya adoptado sobre la base de las normas internas que ya existen con 
relación al ejercicio de control difuso o concentrado, esto hace referencia 
a los sistemas de control de control que adoptó cada Estado, como quiera 
en el Perú tenemos un sistema de control dual, en el caso de los jueces 
del  Poder Judicial como quiera que corresponde el control difuso, en ése 




judicial de convencionalidad, cuando estamos ante un eminente 
incompatibilidad entre el derecho interno y el derecho internacional de 
derechos humanos principalmente, entonces debiendo utilizarse los 
procedimientos que existen en cada país respecto al sistema de control 
adoptado, ya que debe entenderse como la evolución del control de 
constitucional al control de convencionalidad, lo que indica que siempre 
debe utilizarse por ahora dichos procedimientos y con tendencia a crearse 
procedimientos a nivel de cada Estado con sentido innovativo con fines 
de cumplir el fin último que es la plena vigencia de los derechos de los 
seres humanos. Pero éste control difuso es el menos importante, ya que 
el más importante resulta siendo el control de convencionalidad 
constructivo  donde no inaplicará ninguna norma interna declarando la 
invalidez sino contrastará e interpretará un dispositivo de derecho interno 
según los parámetros del bloque de convencionalidad buscando 
coherencia haciendo referencia al voto concurrente y razonado del Juez 
ad hoc Eduardo Ferrer Mac-Gregor en el caso Cabrera García y Montiel 
Flores (SAGUES N. P., 2013). Es necesario precisar que esta búsqueda 
de compatibilidad no significa que se cumple haciendo enunciados 
referenciales en las resoluciones a los diferentes tratados y jurisprudencia 
de la CorteIDH sino que corresponde identificar una premisa normativa 
que cuyo sentido interpretativos sean coincidentes que no genere 
incompatibilidad irreconciliable, de ser así debe recurrirse por inaplicar el 
precepto de la norma interna en cumplimiento del deber de cada Estado, 




Dicho esto, ya ingresando al plano más práctico, en el Perú al 
Poder Judicial le corresponderá realizar en dos etapa dicho control de 
convencionalidad: i) La primera el control de convencionalidad 
constructivo,  que consisten en hacer una interpretación conforme al 
momento de determinar la premisas normativa correcta haciendo una 
labor de compatibilización de las disposiciones contenidas en el derecho 
interno y entre las disposiciones contenidas en el bloque de 
convencionalidad y así como el derecho internacional de derechos 
humanos; y así como ii) control destructivo que consistirá en inaplicar el 
dispositivo del derecho interno utilizando el sistema de control difuso 
normativo adoptado.  
En ese entender; si bien todo control difuso de constitucionalidad 
en caso que son impugnadas necesariamente llega a la Sala Suprema 
Especializada de la Corte Suprema en cada materia o en caso que no son 
impugnadas, son elevadas en via de consulta a la Sala Constitucional y 
Social de la Corte Suprema. Este procedimiento hasta que se determine 
con precisión bajo una interpretación extensiva podría seguir elevándose 
a la misma Sala todo control difuso de convencionalidad respecto a una 
norma interna, pero la pregunta que corresponde hacerse es ¿ evaluar el 
control difuso de convencionalidad ejercido en un caso concreto por un 
juez del Poder Judicial  correspondería a la Corte Suprema, Tribunal 
Constitucional como máximo intérprete de la Constitución o la propia 
Corte Interamericana de Derechos Humanos?, como quiera que la Corte 
Interamericana nos obliga a realizar en el marco de nuestras 




regulado en el Perú el control difuso por los jueces del Poder Judicial, 
empero a mi punto de vista para mayor rigurosidad y evitar errores es 
necesario que se eleve a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
tal como se hace en el sistema europeo suspendiendo el proceso hasta 
que se resuelva, lo que pasa por la modificación de CADH en éste caso 
conforme ha venido evolucionando, ya que no es posible 
jurisprudencialmente crear un procedimiento, lo que se propondrá como 
resultado del presente trabajo. 
A todo ello es necesario agregar lo reiterado por CorteIDH en el 
caso Gelman Vs. Uruguay (2013) al señalar que “(…) todas las 
autoridades nacionales conforme a sus respectivas competencias y las 
regulaciones procesales correspondientes deben llevar a cabo este tipo 
de control, siendo útil también para el cumplimiento de resoluciones del 
Tribunal Interamericano”(párr. 86), de lo que se desprende que en la etapa 
de ejecución de las sentencias de dicho organismo internacional le 
corresponde principalmente a las autoridades nacionales, 
excepcionalmente a la propia CorteIDH, esto tiene relación con el sistema 
de ejecución de ejecución de sentencias internacionales regulado por el 
Ley N° 27775 y el Código Procesal Constitucional, al respecto 
interpretando el artículo 2 de la primera y el 19 del referido código fue 
interpretada por el Tribunal Constitucional del Perú (2018) en el sentido 
de que si bien el recurso de agravio constitucional fue interpuesto contra 
una sentencia de la CorteIDH mas no del Poder Judicial ni Tribunal 
Constitucional, la misma no es óbice en el ámbito de protección de los 




se agotó la jurisdicción interna, por lo que se consideró competente(párr. 
7). Aquí pro ejemplo no se realizó una interpretación conforme sino 
aislada y bastante débil, cuando muy bien tuvo la oportunidad de enfatizar 
lo que había establecido la CorteIDH, pero tímidamente reconoce, aunque 
le cueste reconocerlo al Tribunal Constitucional, a pesar de todo no cabe 
duda que los tribunales nacionales son los encargados de la ejecución de 
las sentencias de la CorteIDH, excepcionalmente se encarga de 
supervisar  el cumplimiento de sus sentencias por ser facultad inherentes 
a sus funciones jurisdiccionales. 
 
2.2.3.6. Modelo de juicio de convencionalidad 
Es inevitable referir que cuando se habla del  modelo de control de 
convencionalidad, en el caso Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname(2014) 
considera que: 
 (…) sobre la vulneración del derecho a la protección judicial con 
motivo de la ausencia de un Tribunal Constitucional, si bien la Corte 
reconoce la importancia de éstos órganos como protectores de los 
mandatos constitucionales y los derechos fundamentales, la 
Convención Americana no impone un modelo específico para 
realizar un control de constitucionalidad y 
convencionalidad.(…).(párr. 124) 
La CorteIDH explica de manera concreta de qué forma debe ser 
implementado el control de convencionalidad en el ámbito interno, así 




examen de constitucionalidad de sus resoluciones, sino también de 
convencionalidad, en el caso en el caso Boyce y otros Vs. Barbados 
(2007) al señalar que: 
El análisis del CJCP no debería haberse limitado a evaluar si la LDCP 
[Ley de Delitos del Estado contra la Persona] era inconstitucional. 
Más bien, la cuestión debería haber girado en torno a si la ley 
también era “convencional”. Es decir, los tribunales de Barbados, 
incluso el CJCP y ahora la Corte de Justicia del Caribe, deben 
también decidir si la ley de Barbados restringe o viola los 
derechos reconocidos en la Convención. (párr. 78) 
 La Corte IDH no ha logrado avanzar más sobre el modelo de control 
de convencionalidad, dado que en ningún momento se habla si estamos 
de un control difuso o concentrado, dado que lo más importante es partir 
siempre conforme se detallado a partir de un control convencional 
constructivo, verificando si la disposición normativa interna resulta siendo 
convencional o no, por lo que previamente se debe salvar via 
interpretación y tan sólo en casos en los que no sea posible salvar dicha 
inconvencionalidad ejercerá el control difuso, inaplicando la norma interna 
inconvencional. 
2.2.3.7. ¿Control de convencionalidad es también competencia de los 
jueces nacionales? 





(…). En este sentido, la Corte recuerda que la obligación de ejercer un 
control de convencionalidad entre las normas internas y la Convención 
Americana le compete a todos los órganos del Estado, incluidos 
sus jueces y demás órganos vinculados a la administración de 
justicia en todos los niveles. (párr. 124) 
Es indiscutible que el máximo intérprete de la CADH, del Derecho 
Internacional de Derechos Humanos y demás instrumentos 
internacionales, viene a ser la Corte IDH, de lo que se infiere que realiza 
como una especie de control difuso con efectos erga omnes para todos 
los Estados parte que conforman, si bien no exterioriza por motivos de 
que no afectar la soberanía, al no precisar que está utilizando el sistema 
difuso, pero no tiene por qué exteriorizarlo ni sería necesario ingresar en 
términos conceptuales, ya que lo más importante que ha creado un 
modelo de control normativo propio justamente con fines de compatibilizar 
entre el derecho interno y el derecho internacional de derechos humanos, 
en ésta tarea de recepción del derecho internacional de derechos 
humanos en el ordenamiento interno de cada Estado, ya que el fin 
buscado es la protección de los derechos fundamentales, empero en la 
práctica realiza análisis a partir de casos concreto en los que inaplica para 
el caso concreto pero no expulsa del ordenamiento de manera expresa la 
norma interna inconvencional, pero a la larga si tiene efectos generales 
una vez que el propio Estado en etapa de ejecución expulsa del 
ordenamiento jurídico dicha disposición normativa inconvencional, lo que 




los Estados que son parte, ya que resulta siendo vinculante.  En ese 
sentido, sobre control de convencionalidad GARCÍA RAMÍREZ (2015) 
reflexiona que debe insertarse como: 
(…), que la vocación de la Corte es trasladarse en la forma y términos 
que provea al derechos interno através de puentes hacia ese mismo 
derecho interno, quién tiene poder pues de influencia, de 
reconstrucción, de orientación y de información, (…), está diseñada 
me parece, es su vocación institucional, para atender un número 
relativamente reducido de casos, pero de gran de impacto, de gran 
empuje y de gran trascendencia que puedan permear el orden 
jurídico de los estados americanos y determinar transformaciones 
queridas por los estados americanos, suponemos en el ordenamiento 
interno, por eso hablo de una Corte y unas sentencias con sentido 
con vocación de trascendencia, por otra parte, también les quiero 
mencionar al propósito control de convencionalidad, el control es una 
vía o es un vehículo para la construcción de lo que solemos llamar el 
derecho común de los derechos humanos o en una expresión más 
elaborada ius comune, ius constitucionale commune o ius comune de 
los derechos humanos en América.” 
 Entonces, lo que la Corte IDH mediante el control de 
convencionalidad que es de su competencia como intérprete máximo 
buscando soluciones comunes para todos respecto a derechos y 
libertades en la construcción de un derecho común, con ello evitando el 




interpretaciones y recepciones que sean diferentes al sistema 
interamericana, ampliada por ahora a escala interamericana pero a la 
larga hacia un sistema universal a escala mundial. Aquí existe una gran 
diferencia del control de concentrado de constitucional (control abstracto), 
ya que aquí siempre habrá un pronunciamiento a partir de casos 
concretos, por lo que al declarar la invalidez de disposiciones normativas 
internas, la misma tendrá efectos erga omnes para todo Iberoamérica, ya 
que no sólo será con efectos interpartes sino tendrá vinculante para todos 
los Estados que forman parte de ella, si bien la Corte IDH no tiene 
competencia para derogar dichas normas pero en la práctica quedan 
expulsados del ordenamiento jurídico por ser inconvencional al derecho 
común a escala interamericana que no podría aplicarse por los jueces de 
cualquier Estado. 
 Es así que, no se sabe qué significa controlar si será derogar, 
inaplicar normas mediante expulsión o es interpretar para ajustarse a los 
tratados internacionales. Empero, para los jueces considero controlar 
significa que se considero es inaplicar o interpretar en base al ius 
constitucionale comune logrando una integración interpretativo con 
alcance para región. 
 Por ello, la Corte IDH en el caso Gelman Vs. Uruguay (2013) ha 
señalado que: 
(…) la jurisprudencia interamericana o la “norma convencional 
interpretada” tiene una doble vinculación: una relacionada al caso 




el proceso internacional; y otra que a la vez irradia efectos generales 
para los demás Estados Parte de la Convención Americana como una 
cuestión interpretada (res interpretata). Lo anterior resulta de especial 
importancia para el “control de convencionalidad”, dado que todas las 
autoridades nacionales conforme a sus respectivas competencias y las 
regulaciones procesales correspondientes deben llevar a cabo este 
tipo de control, siendo útil también para el cumplimiento de 
resoluciones del Tribunal Interamericano.(párr. 86) 
 En ese contexto, referido por la Corte IDH lo que está diciendo es 
que el Juez nacional dentro del margen de su apreciación, debe ejercer 
control de convencionalidad, cuyo régimen o modelo de control por la cual 
se inclina la Corte IDH es hacia el control difuso pero de ninguna manera 
ha precisado que ésta debe ser tanto la vía contenciosa ni consultiva, en 
sentido de que éste modelo de control difuso le correspondería a los 
jueces nacionales a nuestro parecer porque será únicamente con efectos 
para las partes mas no podría derogar normas internas sino tan solamente 
inaplicar en caso vía interpretación no pueda salvar, mientras que a la 
Corte IDH le correspondería también principalmente el control difuso en la 
vía contenciosa por ser resoluciones de las denuncias(casos concretos) 
que son puestos a conocimiento del Estado y el recurrente, pero con dos 
efectos la primera de obligatorio cumplimiento para las partes y así como 
con efectos generales para todos los Estados que son parte, dado que 
toda la jurisprudencia de la Corte IDH, son de observancia obligatoria para 




el fondo la Corte IDH lo que pretende es que los jueces nacionales realice 
su labor con ambos efectos conforme se advierte de aquella sentencia 
antes referida, por lo que excepcionalmente de manera subsidiaria 
conozca los casos cuando no se alcance una adecuada protección bajo 
dicho control de convencionalidad por los jueces nacionales de todos los 
niveles de cada Estado. 
 Por otro lado, es necesario referir que con relación a las opiniones 
consultivas (sobre proyectos de Ley, textos constitucionales y entre otros) 
lo hace a pedido de cualquier Estado lo que es un control abstracto, 
incluso sin que tenga la competencia de la Corte IDH, por no haber 
ratificado la CADH. Dicha figura jurídica es suplicativo, siempre es a 
pedido de cualquiera de los Estados u órgano de la OEA, a nuestro modo 
de entender que sería posible aprovechar para que en los casos concretos 
cualquier juez nacional puede pedir una opinión consultiva similar al 
control pre judicial de sistema europeo que es aprovechada por los 
diferentes países de dicha comunidad. Por lo que en ésta caso estamos 
principalmente ante un control en abstracto por lo que sería muy similar al 
control concentrado pero habrá también casos concretos sobre los que 
puede versar la consulta en ese caso si le correspondería ejercer control 
difuso, dado que dichas opiniones consultivas también resulta la 
interpretación realizada del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, por lo que resultan siendo de obligatorio observancia y 





2.2.3.8. Aplicación directa o indirecta de control de convencionalidad 
Sobre el particular (NOGUERA ALCALÁ, 2012) considera que el ejercicio 
de control difuso de convencionalidad por los jueces de cada Estado, es 
una transferencia en la protección de los derechos tutelados en los 
tratados en sus requerimientos mínimos respecto a las disposiciones 
internas que trasgreden. La aplicación directa se dará ante la inexistencia 
de una disposición normativa interna que regule un supuesto de hecho, 
pero si existe una regla de derecho internacional de derechos humanos, 
en ese caso es posible no tendríamos que recurrir a un principio. Tener 
una preferencia por el sistema interamericano de derechos humanos 
sobre cualquier norma interna que proteja los derechos y libertades, 
estamos frente a una inaplicación como resultado de un ejercicio de 
control difuso de convencionalidad. Mientras que estamos ante una 
aplicación directa de control de convencionalidad, nos encontramos 
cuando aplicamos los derechos y libertades contenidas en los 
instrumentos internacionales ante la ausencia de una regulación por parte 
del Estado de ciertos derechos inexistentes en el sistema normativo local 
de un Estado. Finalmente, será aplicación indirecta de control de 
convencionalidad cuando ante los siguientes supuestos: 
a. Hacemos uso de las disposiciones normativas del sistema 
interamericano de derechos humanos compatibilizando con las 
disposiciones normativas internas. 
b. Así, como cuando hacemos uso de la jurisprudencia de la Corte 




En la Corte Europea de Derechos Humanos, la aplicación directa está 
relacionado con el proyecto de integración de la comunidad europea, a 
pesar de su diversidad, la Tribunal de Justicia de la Unión Europea resulta 
siendo un órgano de unificación de jurisprudencial, donde la normas de la 
Comunidad Europea tienen preeminencia respecto a las disposiciones 
internas de cada país, con la excepción de doctrina de margen de 
apreciación nacional. 
 
2.2.3.9. Parámetros y bloque de control de convencionalidad 
Es posible definir según el DRAE como parámetro aquellas variables 
indispensables para evaluar un caso y mientras que el bloque de 
convencionalidad constituye todo el conjunto de fuentes que forman parte 
del derecho internacional de derechos humanos como canon 
interamericano. En este caso DÍAZ (2009) define que la protección 
dispensada «se entiende como una protección de mínimos por encima de 
la cual los Estados podrán otorgar una protección mayor”, de lo que 
podemos afirmar que los parámetros o bloque de convencionalidad 
estarán conformados por todas fuentes que se debe tomar en cuenta del 
sistema interamericano de derechos humanos como parte del ius comune 
interamericano pero en caso que no haya una debida protección existirá 
aquella protección dispensada. En éste caso nos servirá como parámetro 
o bloque de convencionalidad los siguientes: 
i). Normas del ius cogens, siendo aquellos de obligatorio cumplimiento 




derecho de las gentes históricamente, así fue aceptada al dia de hoy 
como costumbre internacional. 
ii). Derecho internacional de derechos humanos, está formado por los 
principios, tratados de derechos humanos y costumbre internacional.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                               
iii). Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
iv). Opiniones consultivas emitidas por la CorteIDH, incluso aquellos 
estados miembros de la OEA muy a pesar que no forman parte de la 
convención, están obligados a considerar como fuente (Opinión 
Consultiva OC-23, 2017).  
v). Jurisprudencia de otras Cortes internacionales, regionales y locales. 
 
2.2.3.10. Estándares del sistema interamericano de derechos 
humanos 
Los estándares resultan siendo aquél patrón o criterio respecto a cada 
derecho humano, que se establecen jurisprudencialmente en una norma 
convencional interpretada, dado que la única manera de encontrar el 
sentido de cada disposición es encontrada el sentido interpretativo. En 
cada sentencia la Corte IDH viene sentando ciertos estándares con 
relación a cada caso y sino existe una debida protección de los derechos 
humanos. Por ello, siempre encontraremos estándares con relacionada 
con cada caso que tengamos al frente para resolver, el único problema 
será cuando no tengamos un caso específico, por ello están relación a 
ciertos criterios o nivel de exigencia que se requiere para dar solución a 
un caso concreto. Tenemos ejemplos de estándares como respecto a la 




derechos del niño y adolescente, etc., dado que en estos casos tendremos 
siempre criterios a manera de niveles fijados para considerar como tal. 
 
2.2.3.11. Relación entre control constitucional y control de 
convencionalidad 
La relación que se puede encontrar conforme se vino exponiendo que el 
medio para lograr una efectiva protección judicial de los derechos y 
libertades mediante control de convencionalidad, se debe recurrir al 
régimen o modelo regulado y así como los procedimientos establecidos 
por el sistema de control de constitucionalidad de un país, dado que es 
evolución del constitucionalismo lo que hoy llamamos control de 
convencionalidad. En si resulta un punto de partida en el control de 
constitucionalidad, en caso que existe derechos fundamentales 
contenidas en la Constitución y que no se encuentran contenidas dentro 
del bloque de convencionalidad, corresponderá preferir dicho derecho que 
brinda mayor protección a un derecho, que muy bien a la larga puede 
adoptarse e incorporarse a partir del derecho interno al bloque de 
convencionalidad mediante su jurisprudencia por la CorteIDH para que 
tenga efectos vinculantes que sean parte del ius commune 
interamericano, esto ocurrió en el caso de las familias ensambladas que 
justamente fue desarrollada por el Tribunal Constitucional peruano y lo 
que se hizo expansivo para todo los países que conforman el sistema 
interamericano, de allí su importancia de diálogo permanente entre las 





2.2.3.12. ¿Control de convencionalidad o control pro hómine? 
En relación a los alcances de las restricciones, el artículo 30 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, establece que: 
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce 
y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la misma, no 
pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por 
razones de interés general y con el propósito para el cual han sido 
establecidas. 
 En caso de que existe restricciones tanto en el sistema 
interamericano y así sistema normativo constitucional de un Estado, se 
preferirá el principio hómine, dando preferencia el significado de la 
disposición normativa más favorable al ser humano. 
2.2.3.13.  Doctrina de margen de apreciación del juez nacional 
Tiene su origen en la Comunidad Europea, esto por un motivo central que 
la gran diversidad que tiene en éste caso, para sobrevivir y tener éxito en 
una clara pluralidad, si bien el mejor juez siempre será aquél que se ubica 
en el lugar.  Es una válvula de seguridad que se permite decidir ciertas 
situaciones problemáticas dentro del núcleo maleable que no son parte 
del núcleo esencial o duro del derecho no negociable (Sagues, 2016). 
Esta figura según BARBOSA(2012, pág. 52) es definida como “el campo 
de acción e interpretación de los derechos humanos, dejado a las 




 Por ello, es entendida como una deferencia por parte del derecho 
internacional de derechos humanos para la prevalencia del derecho 
interno en algunas situaciones problemáticas en respeto del pluralismo 
jurídico o competencia basado en la soberanía. Al respecto ALONSO 
GARCIA (2014) señala que: 
(…) cuando el Derecho de la Unión no deja margen de apreciación a 
los Estados miembros, se debe producir un desplazamiento de los 
estándares de protección presentes en los sistemas constitucionales 
nacionales de protección de los derechos fundamentales, aun cuando 
estos estándares nacionales fueran superiores a los de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea.(pág. 38) 
  Esta figura jurídica es completamente diferente dado que la Corte 
IDH en varios casos asumió que cuando se analiza respecto a los grupos 
étnicos se debe tomar en cuenta su cultura y debiendo de respetarse 
como es, motivo por el cual recurriendo al margen de apreciación nacional 
se debe crear una interpretación en cada caso concreto en caso/ que  
corresponda que sea, es posible alejarse del bloque de convencionalidad, 
ya que requerirá de una solución completamente diferente para un caso 
particular que es propia para tratar desigual por ser desiguales. Por ello, 
existen estándares que resultan siendo límite a fin de evitar excesiva 
discrecionalidad, que tenemos tales como: 





 Técnica de suspensión de los derechos, por ejemplo en casos de 
examen de excepción y de emergencia que son reguladas por las 
autoridades locales en donde el juez local realiza el test de 
proporcionalidad. 
 Transferencia de potestad de reglamentación de procedimiento para 
el ejercicio de los derechos; 
 Falta de consenso en determinados temas que es la indeterminación. 
 
2.2.3.14. Control judicial de convencionalidad desde la perspectiva 
comparada. 
A. EN MÉXICO. 
Presenta una peculiaridad, ya que puede ser clasificado tanto en el 
sistema difuso como en el sistema concentrado, por ello, nos 
atrevemos a etiquetarlo como híbrido o ecléctico. En  este caso la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en México es la máxima instancia 
del derecho interno, a la par que derivado del artículo 133 de dicho 
ordenamiento, existe la obligación de los jueces estatales y federales 
a sujetarse a lo establecido por la Constitución. Reconoce 8 medios 
de control de la constitucionalidad: 
 El juicio de amparo, 
 Las controversias constitucionales, 
 Las acciones de inconstitucionalidad, 




 El juicio para la protección de los derechos político–electorales de los 
ciudadanos, 
 El juicio de revisión constitucional electoral, 
 El juicio político y el procedimiento ante los organismos autónomos 
protectores de los Derechos Humanos. 
 No obstante, sin lugar a dudas los más utilizados son los primeros 
3, lo anterior sin denotar la importancia de los demás. 
 En material de interpretación y aplicación de tratados 
internacionales de derechos humanos, en México  
CONTRADICCIÓN DE TESIS N° 293/2011 
En la misma la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver dicho 
caso con fines de evaluar las disposiciones de jerarquía normativa 
internacional y nacional estableció como reglas o criterios los siguientes: 
 Los derechos humanos de fuente Constitucional e internacional 
forman un parámetro de control de regularidad constitucional, de 
todas las normas del orden jurídico mexicano, pero cuando una haya 
una restricción expresa en la Constitución tendremos que estar a lo 
que marca el texto constitucional. 
 Jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Es vinculante para los jueces mexicanos siempre que sea 
más favorable a la persona. 
 Por lo menos respecto al primero criterio tenemos que es 




restricción ni mucho menos, por lo que existe un consenso propiamente a 
la formación tradicional de los Ministros de dicha Corte, ahora hasta qué 
punto de vista dichas restricciones resultan siendo desfavorables y 
censurables en un Estado democrático por lo que no existe un límite de 
cómo podemos distinguir de cuándo es que podemos superar dichas 
restricciones en favor del principio pro persona.  
 Sin embargo, es necesario reconocer el gran avance de aquella 
máxima Corte, con la composición de magistrados que tiene, si bien existe 
una preocupación la decisión de toman por un gran desconocimiento e 
ignorancia de los Ministros genera que haya un pésimo nivel de eficiencia 
en la tutela de derechos fundamentales, ya que los ciudadanos tenemos 
que sopesar las pésimas decisiones que toman al momento de exponer 
sus ponencias y votación, muy a pesar de que estamos hablando de una 
Corte que requiere que tenga una autoridad no en base a una imposición 
sino en base a un alto nivel intelectual principalmente. 
B. COLOMBIA. 
Es el país de Latinoamérica que hubo grandes avances en la justicia 
constitucional, como en ninguno de los países, lo que resulta siendo un 
avance en la Región, esto a partir de la Constitución del año 1991 donde 
el control concentrado estuvo a cargo de la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia es sustituida por la Corte Constitucional Colombiana 
en la tutela de la integridad y supremacía de la misma, mediante la 
declaratoria de inconstitucionalidad. Mediante la excepción de 




C-122 (2011) que señala “lo puede realizar cualquier juez, autoridad, 
administrativa o particular cuando tenga que aplicar una norma jurídica a 
un caso concreto”, esto es nos muestra que a la fecha la tendencia en 
Colombia es que bastante novedoso en Colombia respecto a la aplicación 
de tratados en los casos prácticos. 
 Empero, a la fecha se quiere entender la aplicación de los tratados 
debe conducir a un ius constitucionale commune en Latinoamerica, 
concepto utilizado por Armin Von Bogdandy, como una forma de ampliar 
los alcances del constitucionalismo al ámbito regional. 
Frente a la jerarquía, la Corte Constitucional de Colombia, indica: 
“El Estado colombiano y, dentro de él sus autoridades e instituciones, 
en el ámbito de sus competencias legales y reglamentarias –lo que 
incluye, cómo no, a esta Corte Constitucional- se encuentran obligadas 
a acatar los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Al actuar en este sentido, (i) se desarrollan los principios y valores 
contenidos en los artículos 1, 2 y 5 de la Carta, así como (ii) el 22 
constitucional, en la medida en la que el acatamiento de fallos 
internacionales es una herramienta para la paz. Igualmente, (iii) la 
exigencia en el cumplimento viene dada por la incorporación de las 
normas de la Convención Americana sobre Derechos Humanos a 
nuestro ordenamiento por vía del boque de constitucionalidad, previsto 
en el artículo 93 de la Constitución. También (iv) por la aplicación de 
aquel principio de derecho internacional que indica que todos los 




que están comprendidos los que reconocen la jurisdicción de la Corte 
IDH y la obediencia a lo que esta decida - deben ser cumplidos de 
buena fe (Corte Constitucional - MP: Jorge Palacio Palacio, 2012, pág. 
10 Consideraciones 4.10)”. 
 Entonces en Colombia,  existe un avance importante del 
constitucionalismo como para construir el ius contitucionale commune 
Latinoamericano propuesta por Von Bogdandy (Bogdandy, 2014), que 
considera que tiene como objetivo alcanzar el respeto de los derechos 
humanos, la democracia y el Estado de derecho. 
C. CHILE. 
La recepción resulta siendo lo mismo que ocurre en la mayoría de los 
países que conforman el sistema interamericano, una vez firmado lo 
somete para su corresponde la aprobación al Parlamento y una vez 
publicado en el diario oficial del decreto correspondiente que ingresará en 
vigencia. 
 
 A partir del año 1995 se tiene un proceso claro pero no se tiene 
consenso sobre la jerarquía, donde lo ubican sobre la Ley pero bajo la 
Constitución. Pero se complicó en el año 1989 cuando e intentó modificar 
el artículo 5 de la Constitución, al señalar “que el ejercicio de la soberanía 
reconoce como limitación el respecto a los derechos esenciales que 
emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estados 
respetar y promover tales derechos garantizados por esta Constitución y 
así como por los tratados ratificados por Chile que se encuentran 




donde el Tribunal Constitucional que le da jerarquía de ley pero a partir 
del año 2004 de manera uniforme la Corte Suprema de Chile que esta 
modificación constitucional elevó a los tratados al menos al rango 
constitucional. Pero que en la práctica conviven con estas dos 
interpretaciones. 
 
 Lo dicho implica respecto a la jerarquía la sentencia Almonacid 
Arellano vs Chile, está siendo desobedecida por la jurisprudencia por los 
jueces en Chile, y si bien existen el uso por algunos jueces mas no es un 




El inciso 22) del artículo 75 de la Constitución 1994 establece 
textualmente: “la CADH, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y de su Protocolo Facultativo (…) tienen jerarquía constitucional, 
no derogan artículo alguno de la primera parte de la Constitución y deben 
entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella 
reconocidos”, esto pareciera que no todo el derecho internacional de 
derechos humanos resulta siendo vinculante sino una preferencia por 
dichos instrumentos, que a la fecha no tiene ningún sentido en vista de 
que puede existir otros instrumentos que protejan también de mejor que 
la Constitución argentina los derechos, por ello tener preferencia respecto 
a unos cuántos no resulta coherente en estos tiempos y esto permite 
también que se pueda aplicar directamente al haberse dado rengo 




constitucional. Pero sin resulta un avance hoy en dia respecto a 
determinados derechos por parte de Argentina, tales como matrimonio 
igualitario, eliminación de la enseñanza de la religión en las escuelas 
públicas y entre otros que son una muestra de fallos tan importante de la 
Corte Suprema de Argentina, sin necesidad de basarse en este método 
de control de convencionalidad, tiene avances importantes basado en sus 
propios razonamientos y argumentos que resultan siendo un hito en Latino 
América, que en su contenido es un verdadero ejercicio del método que 
es objeto de investigación. 
 
E. PERÚ. 
CASO BARRIOS ALTOS Y LA ACTUACIÓN DE LA JUEZA ANTONIA 
ESTHER SAQUICURAY SÁNCHEZ EN EL EJERCICIO DE CONTROL 
DE CONVENCIONALIDAD. 
En el Perú si de algo debemos estar muy orgullosos es que en el Perú se 
ha realizado el primero control normativo en materia de derechos 
humanos que hoy lo denominados control de convencionalidad, en el caso 
Barrios Altos, si bien los hechos corresponden si bien el 3 de noviembre 
del año 1991 cuando  a las 22:30 de la noche cuando 6 personas 
completamente armados lograron ingresar en circunstancias que 
estuvieron realizando una pollada con fines de reparar los daños del 
edificio, donde provistos de pasamontañas dispararon matando 15 
personas y logrando herir a 4 personas, quedando uno de ellos Tomas 
Livias Ortega quedando gravemente incapacitado. Estos hechos se 




investigue por la inacción de las autoridades, ya en el año 1995 la Fiscal 
del Cuadragésimo Fiscalía Penal de Lima denunció a 5 oficiales del 
Ejército como responsables de los hechos ante el 16° Juzgado Penal de 
Lima que estuvo a cargo la Juez Antonia Saquicuray, la misma inició 
investigación el 19 abril del año 1995, y cuando la magistrada intentó 
tomar la declaración el alto mando militar no se lo permitió, el Consejo 
Supremo de Justicia Militar dispuso que estuvieron paralelamente 
investigados por lo que no podían ser investigados por la justicia ordinaria. 
Inmediatamente plantearon contienda de competencia a la Corte 
Suprema y antes que se resuelva el Congreso emitió una Ley de Amnistía 
N° 26479 que ingresó en vigencia el 15 de junio del año 1995 que 
exoneraba de responsabilidad a los militares, policías y civiles que 
hubieran cometido violaciones de derechos humanos entre los años 1980 
y 1995. La jueza Antonia Saquicuray logra inaplicar dicha Ley de Amnistía 
con el argumento de que los jueces tienen el deber de no aplicar las leyes 
contrarias a la Constitución porque contravenía las garantías 
constitucionales y obligaciones internacionales que la Convención 
Americana de Derechos que imponía al Perú. Frente a ésta decisión los 
procesados interpusieron el recurso de apelación y fijándose para la vista 
de causa por la Undécima Sala Penal de Lima para el dia 3 de julio del 
año 1995 a fin de debatir  la aplicabilidad de la ley de amnistía. Empero, 
frustrando la audiencia el Congreso decidió  investigar a la Jueza Antonia 
Saquicuray por su negativa de aplicar dicha ley, antes de la celebración 
de la audiencia el Congreso decidió aprobar una segunda Ley de Amnistía 




por el Poder Judicial y que su aplicación era obligatoria por lo que tenía 
como fin cerrar la posibilidad de que los jueces realicen el control difuso 
de constitucionalidad de la ley inicial e invalidando lo resuelto por la Jueza 
Saquicuray y así como evitar que se apertura procesos ante las 
denuncias, es por ello el 14 de julio del año 1995 dicha Sala Penal resolvió 
en sentido contrario a lo resuelto por dicha jueza, donde se dispone el 
archivo definitivo de la causa y consideraron que inaplicar era ir contra el 
principio de separación de poderes y dispusieron que se investigue 
disciplinariamente por haber interpretado incorrectamente (Caso Barrios 
Altos Vs. Perú, 2001, pág. párr. 2). Esta actuación de la Jueza Antonia 
Esther Saquicuray Sánchez realmente es un hito importante que dio inicio 
al origen de esta revolución copernicana de control de convencionalidad, 
dado que a la fecha podemos decir con certeza, de cómo una jueza 
peruana aún el año 1995 da cumplimiento a las obligaciones del Estado, 
ejerciendo el control difuso de convencionalidad de la Ley de Amnistía 
emitida por el Congreso y que posteriormente llega una denuncia el 30 de 
junio del año 1995 ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, es así que se adopta una medida cautelar y recién el 8 de junio 
del año 2000 recién se interpone por la CIDH la demanda contra el Estado 
de Perú, para luego el 14 de marzo del año 2001 se emite la sentencia en 
dicho caso, donde se responsabiliza al Estado peruano por violación de 
derechos como la vida, la integridad, protección judicial, a la verdad y otros 
al ser estos inderogables por ser parte del derechos internacional de 
derechos humanos, por ello las leyes de auto amnistía eran incompatibles 




muestra de cómo a la Jueza Antonia Saquicuray la CorteIDH de derechos 
humanos le da la razón, si bien en dicha época la CorteIDH no se 
pronunció  respecto de la actuación de la jueza, empero los argumentos 
manejados por la CorteIDH fueron casi las mismas los que fueron 
utilizados por la jueza Antonia Saquicuray. En ese entender, dicha jueza 
es la primera que realiza el control difuso de convencionalidad en el Poder 
Judicial, donde aplica directamente la Convención Americana de 
Derechos Humanos al ser incompatibles las leyes de amnistía. 
 ESTADOS DE EXCEPCIÓN. 
En relación a los estados de excepción regulada por la Ley N° 23506 
donde existió una interpretación errónea que fue considerado como 
constitucional de que no es posible de recurrir via acción constitucional, 
dado que esta postura lo asume como constitucional dicha norma el 
Tribunal de Garantías Constitucionales, pero contrario a dicha 
interpretación muchos jueces del Poder Judicial basándose en la 
Opiniones 8 y 9 de la Corte IDH planteadas en el voto particular de Sergio 
García Ramírez en el caso Tibi Vs. Ecuador y posteriormente en otros 
casos, tutelaron derechos violados que afectan el principio de 
proporcionalidad y razonabilidad basándose en control de 
convencionalidad pero en muchos casos no tomaban en cuenta los jueces 
muy a pesar de haber suscrito convenciones sobre derechos humanos 





2.2.3.15. Control de convencionalidad como rol principal del juez 
nacional y subsidiario del juez de la corte IDH. 
Los jueces nacionales, principalmente del Poder Judicial siempre son los 
primeros guardianes de los derechos humanos, lo que ha referido en 
reiteradas oportunidades a partir del año 2006 en el caso Almonacid 
Orellana Vs. Chile que los jueces del Poder Judicial deben ejercer una 
especie de control de convencionalidad, empero “no gozan de una 
discrecionalidad ilimitada y corresponderá a los órganos del sistema 
interamericano, en el marco de sus respectivas competencias, ejercer [un] 
control en forma subsidiaria y complementaria” (Caso Zambrano Vélez y 
otros Vs. Ecuador, 2007, pág. párr. 47), a la fecha el Juez de la Corte IDH 
definitivamente tiene un rol subsidiario y suplementario, mas no el juez 
nacional en el extremo del rol subsidiario, si bien podría afirmarse hasta 
cierto punto como un rol complementario del juez nacional pero no 
subsidiario dado que, los jueces nacionales tienen un rol principal 
convirtiéndose también en jueces interamericanos los primero guardianes 
en la construcción del ius commune interamericano y defensa de los 
derechos humanos, ya que no se puede esperar que llegue hasta juez de 
la Corte IDH, por ello cabe resaltar que “con el paso de los años, el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos se ha ido convirtiendo 
en un nuevo ius commune, ius gentium o lex universalis, un nuevo orden 
público internacional, un derecho sin fronteras” (Vítolo, 2004), 
principalmente cada Estado debe estar comprometido, principalmente los 




se va creando una cultura jurídica en la que los protagonistas son 
indiscutiblemente los jueces tanto nacionales y de la Corte IDH. 
2.2.3.16. El control de constitucionalidad y convencionalidad en el 
sistema jurídico peruano. 
En cuanto a la relación comparativa entre ambos, URVIOLA (2016)  
considera que “(…) ambos tipos de control difieren en cuanto al tipo de 
parámetro a utilizarse en cada uno de los casos. (…) hay una relación de 
complementariedad” (pág. 4). Es indudable lo referido por autor citado, 
pero existe una diferencia abismal en el sentido de que el control de 
constitucionalidad funciona únicamente dentro del  derecho interno y 
mientras el control de convencionalidad es compatibilizar y armonizar 
entre el derecho interno y el derecho internacional de derecho humanos. 
En ese entender la postura que asume el Tribunal Constitucional todavía 
no conlleva a un cumplimiento de los deberes del Estado peruano, en vista 
de que no es consciente de su rol que le toca, todavía sigue la corriente 
que son distinto pero apuesta por la confluencia de ambos, pero en este 
caso en materia de derechos humanos prima el bloque de 
convencionalidad, mas no el derecho constitucional, salvo que dicho 
derecho no corresponda al ius cogens y el derecho internacional de 
derechos por no haber sido positivizado y que el Estado optó por proteger 
al nivel del derecho constitucional.   Ahora la constitucionalidad es definida 
por BLUME (2009, pág. 360) como: 
(…) aquel vínculo de armonía y concordancia plena que debe 




sistema jurídico (tanto en cuanto a la forma como al fondo), que 
conecta o une los postulados constitucionales con sus respectivos 
correlatos normativos, en sus diversos niveles de especificidad, y 
que es consustancial al proceso de implementación constitucional 
e imprescindible para la compatibilidad y coherencia del sistema 
jurídico. 
 En éste caso no existe forma de encerrarse en un ámbito de control 
constitucional que queda dentro del derecho interno sino más bien la 
exigencia está que al existir el derecho internacional de derechos 
humanos, habrá derechos recogidos en dichos instrumentos pero pueda 
que existan otros derechos fundamentales únicamente en la Constitución 





 Fuente: Elaboración propia. 
A partir de este gráfico podemos inferir: 
 Casi gran parte de los derechos humanos que forman parte del 
derecho internacional de derechos humanos, fueron recepcionados 
en las diferentes constituciones de cada país, pero es remota la 
posibilidad que determinados derechos humanos se encuentren la 
Constitución o en otra norma interna de cada Estado, si esto 
DERECHO INTERNACIONAL 






ocurriera estaremos simplemente se aplicará el derecho humano 
contenida en el derecho interno. 
 En caso que exista incompatibilidad entre el derecho interno y el 
derecho internacional de derechos humanos, corresponderá que la 
última prevalezca en observancia del principio de pro-persona, pacta 
servanda, buena fé y efecto útil. 
 En caso que se encuentren en ambos corresponderá utilizar el 
sentido interpretativo más favorable al ser humano, denominado 
principio pro-hómine bajo una interpretación conforme. 
 Ahora existe casos en las que no está en el derecho internacional de 
derechos humanos, definitivamente corresponderá hacer una 
aplicación directa, en la que no existe control difuso de 
convencionalidad alguna, sino simplemente control de 
convencionalidad. 
 En ese contexto, siempre estamos ante la conjunción de dos 
controles que necesariamente deben ser aplicados al mismo tiempo para 
encontrar una premisa normativa correcta, no es posible hacer un control 
de convencionalidad aislada al control de constitucionalidad y ni mucho 
menos sería posible hacer un control de constitucionalidad sin ejercer el 
control de convencionalidad, de ser este último dicha decisión no adquiere 






2.2.3.17. Objeto de control de canon de convencionalidad en el 
ordenamiento jurídico peruano 
El objeto de control siempre serán las normas derecho interno de cada 
Estado, lo que implica que en el Perú serán todas las normas tales como 
las normas con rango constitucional y otras normas infraconstitucionales 
con rango legal, sumada a ella estará las omisiones legislativas que están 
pendientes de regulación (denominados normas programáticas) pero si 
fueron regulados por el sistema interamericano de derechos humanos. 
Empero, en caso que no exista omisión legislativa, siempre se tendrá que 
encontrar una disposición normativa interna aplicable al caso en concreto 
que sea relevante, pero en caso que exista una omisión legislativa 
tendremos a un acto lesivo a los derechos y libertades que forman parte 
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. La obligación de 
adecuación de nuestro ordenamiento interno a las disposiciones ius 
commun interamericano o ius constitucionale Latino Americano, si bien 
será imposible cumplirse dicha adaptación, dado que el derecho interno 
debe servir para las decisiones de la propia Corte IDH con fines de recoger 
las reglas incorporadas por el derecho interno en aquellos que aún no 
existen estándares del sistema interamericano, ya que no necesariamente 
podemos hablar en absoluto lograr una Constitución convencionalizada, 
ya que cada país debe buscar su propio proyecto de vida dentro del 
margen de apreciación nacional que serían soluciones absolutistas. 
Asimismo, resultan siendo parámetros de control de convencionalidad 
todas aquellas normas que conforme el Sistema Interamericano de 




y las opiniones consultivas en vía de consultas como parte del bloque de 
convencionalidad (SAGÜÉS, 2015). 
 En este entender, las normas controlantes estará conformado por 
el derecho común interamericano que principalmente que estará 
conformada por la jurisprudencia de la Corte IDH que incluye las opiniones 
consultivas principalmente, que de igual forma incluye el derecho 
internacional de derechos humanos, mientras que las normas controladas 
será los que corresponden al derecho interno e incluso aquellas que 
contravienen las disposiciones que contravienen al ius commun 
interamericano. 
 Por ello, el objeto de control estará conformada por las normas 
controladas antes referidas, cuyo máximo controlante será el juez de la 
Corte IDH, por el último interprete, mas no será el único dado que el juez 
nacional de igual forma es el encargado de realizar el respectivo control, 
ante un descontrol del máximo interprete. 
2.2.3.18. Efectos de inconstitucionalidad-inconvencionalidad en el 
ordenamiento jurídico peruano 
La Corte IDH ha dicho que desde ya se declara la invalidez de la norma 
legal interna que carece de efectos y que no debe aplicarse, dado que un 
claro ejemplo que hemos tenido son las leyes de amnistía en varios 
países, que por muchos años una discusión de favor y en contra, pero fue 
resuelta por la Corte IDH declarando la invalidez y sin efecto jurídico que 
a la fecha fue pacíficamente aceptada por todos. Ahora al respecto 




La interpretación de los Tratados sobre DD.HH. por parte de esa 
corte, está, en la práctica, fijando los límites de cesión de soberanía 
de los Estados partes, de modo tal que por medio de su 
jurisprudencia modifica las normas de derecho interno de esos 
estados que se le oponen. (…) 
El sistema jurídico americano es anglo sajón, por ello es pretoriano, 
por lo que prima la doctrina del precedente, además, las normas 
procesales se deducen por interpretación de los tratados sobre 
DD.HH. (…) 
La aplicación directa de las sentencias de la Corte I.D.H. vía bloque 
de constitucionalidad fortalece esa figura en nuestro sistema 
jurídico al vincularla estrechamente con la de bloque de 
convencionalidad. 
 
 Esta postura asumida por la Corte Suprema Colombiana, no 
necesariamente Es la línea jurisprudencia de la CorteIDH que ha venido 
evolucionando el concepto de control de convencionalidad-no tendría por 
qué considerarse dentro de la norma constitucional sino tiende más a la 
construcción de ius commune de derechos humanos con alcance 
interamericano por lo que sus efectos deben ser en esa línea-, en vista de 
que para nosotros es un nuevo modelo de control que tiene sus propias 
particularidades completamente híbrida y cuyos efectos indiscutiblemente 





2.4.3.18. Incorporación del canon interamericano y europeo en el 
canon constitucional. 
La incorporación mediante un proceso de armonización e integración 
dentro del canon constitucional podría ser una salida para evitar ciertos 
problemas con relación a la política interna de cada Estado, pero no es 
esa el fin buscado sino la unificación de soluciones a casos similares, con 
fines de dar predictibilidad y seguridad jurídica, ensayando una 
rigurosidad de criterios, parámetros y estándares comunes para todos 
Estados y las tres Cortes supranacionales (Europea, Americana y 
Africana) logren consensos y lleguemos a un ius commune internacionale 
a partir de casos concretos, si bien no se trata de soluciones abstractas 
sino propiamente en un abanico de posibilidades interpretativas que debe 
optarse por sentidos interpretativos más apropiados para todo la 
comunidad interamericana en esta a la conduce el control de 
convencionalidad como un medio para lograr dicho fin. Es 
indiscutiblemente que progresivamente lograremos dicho ius commune 
internacionale o corpus iuris de derechos humanos a nivel global, dado 
que esto debe ir construyéndose mediante el control de convencionalidad 
logrando el ius commune interamericano, corpus iuris de derechos 
humanos interamericano o ius constitucionale commune en latino 
américa, éstas denominaciones que adopta debe ser construido 
principalmente por los jueces, dado que son los principales protagonistas 
utilizando la tradición del sistema common law, dado que cada avance en 
cada parte del mundo se incorporando como ocurre en este caso la 




IDH con fines de lograr ésta tarea de construcción medio éste nuevo 
método de control distinto que evoluciona el derecho en ésta región 
latinoamericana. 
2.4.3.19. El control de convencionalidad es un avance a un 
precedente interamericano 
La jurisprudencia de Corte Interamericana cumple la función 
“interpretativa, integradora, armonizadora, y evolutiva en el ámbito de 
protección de los derechos humanos” (CARMONA TINOCO, 2015, pág. 
289). En éste caso, al haber creado una institución jurídica vía 
interpretación jurisprudencia, denominado control de convencionalidad, 
estamos propiamente en sistema de tradición jurídica de common law, 
que en apunta a la construcción de un precedente interamericano, 
entonces estamos adoptando aquel sistema de precedente que tiene 
origen anglosajón (pretoriano) ya que las reglas establecidas en su 
jurisprudencia son a partir de casos concretos con efectos generales o 
vinculantes para todos los países que forma parte, por lo que esa misma 
tendencia tiene y motivo por el cual muchos lo han denominado como 
precedente interamericano totalmente evolucionado y lo que 
consideramos que estamos por lo menos en materia de derechos 







2.4.3.21. Control de convencionalidad ex ante (control previo) y ex-
post (control posterior). 
El control previo nace en la Constitución de Francia del año 1958, cuyo 
proyecto data aún del año 1926 en la República de Weimar. La misma se 
realiza ante de que una disposición normativa (ley, tratado u otro) antes 
de su aprobación es sometida a un control normativo. De igual manera 
cuando se trata de su aplicación de una disposición normativa es posible 
realizar el control previo ante de su aplicación mediante una interpretación 
que en éste caso por el intérprete máximo que corresponde. 
Dicho esto, corresponde si es posible en la construcción del 
derecho común interamericano. El control de convencionalidad también 
se puede hacer tanto mediante control ex ante y ex post, veamos en 
sistema interamericano: 
 El control ex ante, si bien en éste caso en vía consultiva emite 
opiniones consultivas que muchas veces existe con relación normas 
internas ya existentes queriendo encontrar compatibilidad con los 
instrumentos internacionales, pero eso no es óbice que puede 
hacerse respecto a proyectos de cualquier normas internas  una 
especie consultas como controles previos bajo los alcances del 
artículo 64.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos4 y 
                                                          
4Convención Americana de Derechos Humanos. Artículo 64. 1). Los Estados miembros de la Organización podrán 
consultar a la Corte acerca de la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de 
los derechos humanos en los Estados americanos. Asimismo, podrán consultarla, en lo que les compete, los órganos 
enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de 
Buenos Aires. 2). La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle opiniones acerca de la 




el artículo 70 del reglamento5, pero pareciera que sería únicamente 
por los Estados. 
 Es control ex post, la vía contenciosa, las opiniones consultivas y toda 
resolución en etapa de ejecución emitid por la Corte IDH, respecto a 
normas internas ya existentes. 
 
Existe en el sistema europeo la institución denominado consulta 
prejudicial como parte del derecho procesal comunitario, regulado en este 
caso por el artículo 19.3.b del Tratado de la Unión Europea, establece que 
“(...) 3. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea se pronunciará, de 
conformidad con los Tratados: (…) b) con carácter prejudicial, a petición 
de los órganos jurisdiccionales nacionales, sobre la interpretación del 
Derecho de la Unión o sobre la validez de los actos adoptados por las 
instituciones (...)”, éste mecanismo bastante utilizado por los Estados que 
forman la Unión Europea, en éste caso dentro de un proceso juridicial 
cualquier Juez puede suspender el proceso y remitir a la Corte de Justicia 
Europea, a fin de que compatibilice y decida sobre la interpretación de 
alguna cuestión jurídica y lo que no ocurre en la Corte Europea de 
Derechos Humanos, al igual que la Corte IDH los órganos jurisdiccionales 
no tienen la facultad de realizar dicha petición de esta naturaleza. Empero, 
considero que sería bastante útil a fin de encontrar una interpretación 
respecto a las disposiciones que a la fecha no fueron materia de 
                                                          
5 Reglamento de la Corte. Artículo 70. 1. Las solicitudes de opinión consultiva previstas en el artículo 64.1 de la 
Convención deberán formular con precisión las preguntas específicas sobre las cuales se pretende obtener la opinión de 
la Corte. 2. Las solicitudes de opinión consultiva formuladas por un Estado miembro o por la Comisión, deberán indicar, 
además, las disposiciones cuya interpretación se pide, las consideraciones que originan la consulta y el nombre y 
dirección del Agente o de los delegados. 3. Si la iniciativa de la opinión consultiva es de otro órgano de la OEA distinto 
de la Comisión, la solicitud deberá precisar, además de lo mencionado en el numeral anterior, la manera en que la 




interpretación por parte de la Corte IDH con fines de construir el corpus 
iuris interamericano sobre derechos humanos, dado que al exigir por la 
Corte IDH por parte de los jueces y todas las autoridades de todos los 
niveles correspondería que se haga uso de las opiniones consultivas por 
parte de los órganos jurisdiccionales, en vista de que existe aún 
disposiciones del derecho internacional de derechos humanos que se 
encuentran pendientes de interpretación o que aún no se haya encontrado 
un sentido interpretativo, lo que resulta siendo una limitante por parte del 
juez nacional, ya que se corre el riesgo que se pueda incurrir en una 
errónea interpretación en su rol de juez interamericano local, si bien la 
propia Corte IDH ha referido que el Estado está conformado no sólo por 
los que forman parte del gobierno sino que todos los órganos que lo 
conforman y a partir de allí es perfectamente posible considerar que no 
solamente el Gobierno puede solicitar las opiniones consultivas conforme 
refiere en la Opinión Consultiva OC-24 (2017) “es amplio y no 
restrictivo”(párr. 17), dado que es posible hacer de cualquier cuestión 
jurídica de derecho internacional de derechos humanos y de igual forma 
nada imposibilita que un órgano jurisdiccional dentro de un proceso pueda 
hacerlo directamente suspendiendo el proceso al igual que la cuestión 
prejudicial del sistema europeo, no le falta razón a Barceló, María Juliá y 
Sánchez Víctor M. (2008) que “(...) La cuestión prejudicial no es más que 
una pregunta dirigida por el juez nacional al juez comunitario sobre las 
dudas que le suscita la interpretación o validez del derecho comunitario al 
juez nacional en el transcurso de un procedimiento judicial que queda bajo 




de enriquecer el sentido interpretativo de las disposiciones que contiene 
el derecho internacional de derechos humanos. Y esto ocurre también 
conforme el artículo 65 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia6, 
tenemos que es perfectamente posible que se haga ese tipo de consultas 
conforme lo antes referido y los mismos resultan siendo un referente 
importante que esto pueda regularse o en su defecto jurisprudencialmente 
pueda ampliarse la legitimidad a los órganos jurisdiccionales o cualquier 
autoridad de cualquier nivel de cada Estado. 
2.4.3.22. Los límites y alcances del control de convencionalidad en 
el Perú. 
 Entre los límites y alcances, podemos encontrar los mismos límites del 
control de constitucionalidad, agregado a ello definitivamente otros nuevos 
y los que podemos encontrar los siguientes: 
i). Todo control de convencionalidad por el juez interamericano nacional 
siempre será bajo los parámetros, cánones y estándares del Sistema 
Interamericana de Derechos Humanos, costumbre internacional y del 
derecho internacional de derechos humanos, distinguiendo el margen 
de apreciación respecto a la norma interna dentro del pluralismo 
jurídico y razones completamente justificadas. 
ii). Tiene como alcances, al estar impuesto como deber, por lo que 
corresponde ejercer control de convencionalidad respecto de toda 
                                                          
6Estatuto de la Corte Internacional de Justicia. Artículo 65. 1). La Corte podrá emitir opiniones consultivas respecto de 
cualquier cuestión jurídica, a solicitud de cualquier organismo autorizado para ello por la Carta de las Naciones Unidas, 
o de acuerdo con las disposiciones de la misma. 2). Las cuestiones sobre las cuales se solicite opinión consultiva serán 
expuestas a la Corte mediante solicitud escrita, en que se formule en términos precisos la cuestión respecto de la cual 





premisa normativa de derecho interno aplicable al caso, pero con alto 
nivel de dosis de argumentación y tomando en cuenta los principio, 
valores y reglas universales sobre derechos y libertades. 
iii). Demostrar la imposibilidad de salvar la disposición normativa 
infralegal via interpretación conforme; 
iv). Demostrar que se ha superado los problemas de argumentación, esto 
es, de que se debe identificar si la naturaleza del caso es fácil, difícil 
o trágico, así como no debe existir ningún problema de pertinencia, 
calificación o de prueba. 
v). Evitar los errores de interpretación para la premisa normativa, 
identificando adecuadamente y encontrando todos los sentidos 
interpretativos en base a los métodos y técnicas de interpretación 
legal, constitucional, de derecho internacional, derechos humanos y 
de tratados conocidas hasta ese momento. 
vi). La solución del caso debe ser justa mas no justiciero conforme a los 
valores, principios y contenido moral del derecho internacional de 
derechos humanos. 
vii). Identificar la existencia o no de un sentido interpretativo encontrado 
por la jurisprudencia ordinaria, constitucional, convencional e 
internacional, en caso de que no existiera corresponderá hacerlo con 
total responsabilidad. 
viii). Todo control difuso de convencionalidad debe ser elevada a la Sala 
Constitucional y Social de la república en caso de que no sea 
impugnada por ninguna de las partes, de lo contrario corresponderá 




2.2.4. La interpretación jurídica  
2.2.4.1. Concepciones. 
La interpretación puede ser descrita como una operación intelectual en 
virtud de la cual se atribuye un sentido o significado a algo. Mientras que 
en el campo del derecho se entiende por comprender el contenido de 
ciertos textos de manera que se les puede asignar un significado preciso. 
La finalidad básica de cualquier acto interpretativo es entender el mensaje 
expresado en el enunciado normativo. 
2.2.4.2. Teorías de interpretación. 
En la actualidad tenemos tres teorías de interpretación jurídica que nos 
nteresa, que son: 
 Teoría "cognitiva" (o formalística); que sostiene que la interpretación 
de una actividad de tipo cognitivo, en este caso tendremos enunciados 
discursivos de lo que determinaremos la verdad o la falsedad de la 
misma. 
 Teoría "escéptica"; considera que es de valoración y de decisión, la 
que se funda sobre la opinión de que no existe algo así como el 
significado propio de las palabras, ya que toda palabra puede tener el 
significado que le ha incorporado el emitente, o el que le incorpora el 
que la usa, y la coincidencia entre uno y otro no está garantizada. 
 Teoría intermedia entre las dos precedentes, que en si es una 






2.2.4.3. Teorías y principios de interpretación constitucional. 
Nos dice Hesse (1997, pág. 216) que método no existe. Existe una 
discusión pendiente a la fecha si los principios se interpretan o tan 
solamente es posible ponderar, muchos aún consideran que al igual que 
las reglas cabe una interpretación y muchos asumen una postura contraria 
a ella, conforme se dijo, si bien mayoritariamente sostienen que los 
principios también se interpretan. Los principios consiste en “justificar las 
normas establecidas, identificando las preocupaciones y tradiciones 
morales de la comunidad y esto conduce al jurista a profundizar en la 
teoría política y moral” (Dworkin, 1997). Los principios conceptuados 
como mandatos de optimización por la idea de (Alexy, 1979), que son 
“normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, 
dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes” (pág. 86), muy a 
pesar de que existieron posturas contrapuestas como de Kiel. Entonces, 
a partir de allí la tarea de la interpretación constitucional. Partir de la teoría 
sobre la interpretación en caso de jerarquía de enunciados normativos, en 
caso de que no sean contradictorias resultan válidas y de lo contrario se 
toma el enunciado normativo de rango inferior resulta siendo no válida 
(Tarello, 2013). 
 El neoconstitucionalismo se puede definir, (PRIETO SANCHÍZ, 
2001), para quien esta novísima expresión del tradicional Estado 
constitucional implica, vía el Estado neoconstitucional, “un cierto tipo de 




justifica o defiende la fórmula política designada”. Es una teoría moderna 
que viene creando muchos cambios en el constitucionalismo. 
 Existe una variedad de teorías a partir de la concepción del 
derecho, ya que en comparación con la concepción constructivista y 
realista del derecho, ésta última da origen a una teoría de interpretación 
de la constitución (Moreso, 1997, pág. 185); empero al margen de ella, es 
más importante centrarse en el elemento central de todo problema 
interpretativos constitucionales, justamente es el uso de la ponderación y 
la razonabilidad para desentrañar los principios a partir de la realidad y el 
ordenamiento normativo (Ortiz Bolaños, 2010, pág. 27). En ese entender 
la teoría de la razonabilidad, está referido a la ponderación de principios y 
derechos fundamentales principalmente, sintonizando la realidad y 
desentrañando las posibilidades razonables de entender los enunciados 
constitucionales, que permitan emitir juicios de constitucionalidad, 
apoyándose en la filosofía, sociología, antropología, historia y otras 
disciplinas para encontrar una solución al caso que garantice la justicia y 
la igualdad superando la indeterminación. 
 En éste caso Hesse (1983) consideró que los métodos de 
interpretación de las leyes basados en la técnica de subsunción resultan 
siendo insuficientes, requieren de otros elementos que inspira la tarea 
desentrañar el arte de interpretar la constitución y es así que  cada uno 
de estos métodos fue recogido por el  Tribunal Constitucional (Exp. N° 




 Unidad de la Constitución. Este criterio obliga a encontrar el 
significado de los preceptos de la carta magna como un conjunto 
único, salvando las posibles contradicciones e intentando decisiones 
consonantes. 
 Concordancia práctica: Permite que cualquier posible contradicción 
entre los enunciados que contiene la constitución, corresponde 
superar compatibilizando sin excluir cualquiera de los valores, 
principios o derechos, adecuándolo a la tutela procesal de la dignidad 
humana. 
 El principio de corrección funcional: Aquí se debe respetar las 
atribuciones y competencias asignadas por la Constitución. 
 El principio de función integradora: El resultado de la asignación 
de un significado sólo tendrá validez, en cuanto ayude en mejorar 
entre las entes y poderes. 
 El principio de fuerza normativa de la Constitución: Debe 
considerarse a la carta magna como norma jurídica acabada lo que 
es obligatorio mas no parcialmente. 
 
Por lo que, estos principios deben emplearse preferentemente para la 
interpretación de los textos constitucionales, en lugar de  los métodos de 
interpretación tradicional diseñada para la interpretación de los 
enunciados infraconstitucionales.  
2.2.4.4. Criterios de interpretación de los tratados internacionales. 
Es común encontrar conflictos o duda al momento de interpretar las leyes, 




mayor razón al momento de aplicar los tratados encontraremos 
controversias al momento de asignarle un signado a los enunciados que 
contienen los tratados, para resolver la misma recurriremos 
necesariamente a los métodos, principios, reglas o criterios de 
interpretación existentes. Es así, que la Corte IDH  en la Opinión 
Consultiva N° 3(1983) refiere que “la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados, es posible considerarlos como reglas de 
derecho internacional general”(párr. 48), para tal efecto principalmente 
corresponde recurrir al artículo 31.1 de la misma que adelante 
denominaremos como Convención de Viena, que refiere “Un tratado 
deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya 
de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y teniendo 
en cuenta su objeto y fin”, pero no siendo los únicos sino que es posible 
utilizar otros criterios complementarios en caso de encontrarse 
ambigüedad u oscuridad en el sentido normativo del enunciado normativo 
y así como cuando sea manifiestamente absurdo e irrazonable conforme 
refiere establece el artículo 32. Ahora el Tribunal Europea de Justicia y 
Corte Europea de Derechos Humanos, le dan mayor importancia al objeto 
y fin del tratado o el efecto útil (efectividad) de la misma (NOLTE, 2011). 
Para toda labor de interpretación se debe realizar a partir de los principios 
fundamentales del derecho de los tratados e internacional, pacta sunt 
survanda(lo pactado obliga) y la buena fe contenidas en el artículo 2.2 de 
la Resolución N° 2625 sobre Declaración de Principios de Derecho 
Internacional referentes a las Relaciones de Amistad y Cooperación entre 




2.2.4.5.  Principios de interpretación de los derechos humanos. 
En si es NOGUEIRA (2003) ensaya las reglas básicas como los 
siguientes principios: 
a) Pro cives, favor libertatis o pro homine, permite cuando existe 
antinomia entre las disposiciones de derecho interno o internacional 
de derecho humanos, corresponderá aplicar aquella la disposición 
que mejor tutela brinda en concordancia con los ideales de todo orden 
jurídico. 
b) Progresividad o de integralidad maximizadora del sistema, donde 
los derechos fundamentales mediante otros instrumentos 
internacionales se van aumentando, pasando por una permanente 
transformación evolutiva. 
c) Retroalimentación recíproca entre el derecho interno y el 
derecho internacional de los derechos humanos, el magistrado de 
cada Estado parte emplear al caso concreto el enunciado 
interpretativo más beneficioso y que tutele a la persona, dejando a un 
lado si es convencional o no. 
d) Indivisibilidad de los derechos, la única excepción es la aplicación 
del principio de proporcionalidad en estricto, dado que la regla es que 
cualquier derecho indistintamente de la generación que provenga 
deben ser tutelados con equidad. 
e) Eficacia directa o autoejecutividad, como su nombre indica no son 
programáticas o directrices que requieran ser incorporadas en las 
normas internas que sirvan de pretexto para evitar su aplicación de 




f) Interpretación teleológica o finalista, es el objeto y fin último que el 
derecho internacional de derechos humanos persiguen, en la tutela 
eficaz de dichos atributos. 
g) Las normas que limiten o restringen el ejercicio o goce de los derechos 
humanos siempre deben aplicarse en sentido restrictivo. La 
imposibilidad de ampliarse las restricciones permitidas a 
determinados derechos en perjuicio de otro. 
 
2.4.4.6. Métodos de interpretación de los tratados internacionales 
sobre derechos humanos 
Como métodos, criterios o reglas de interpretación a la fecha tenemos: 
a) Pacta sunt servanda(lo pactado obliga). Es obligatoria su 
cumplimiento para las partes, dado que no se puede invocar el 
derecho interno como excusa para incumplir los términos de las 
disposiciones convencionales, por ello es vinculante las 
interpretaciones realizadas por los organismos de protección de 
derechos humanos. 
b) Buena fe. Tomando en cuenta conforme al sentido corriente que haya 
de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y 
teniendo en cuenta su objeto y fin. Para entender, es necesario partir 
señalando que la buena fe, es un principio general del derecho, 
entendida como la honestidad y verdad que actúan las partes. Dicho 
esto, no es posible considerar aisladamente sino mediante ésta regla 




un significado con toda la rectitud posible en un contexto real con fines 
de determinar si se logrado la finalidad perseguida por todo el tratado. 
c) Principio de pro hómine o pro persona. Es la aplicación del 
enunciado normativo interpretativo mas beneficiosa a la persona 
humana, lo que implica está permitido interpretar extensivamente. 
d) Principio de efectividad(effet utile). Aquí debe optarse por el sentido 
de los enunciados que le dan mayor más eficacia a sus propias 
disposiciones tanto sustancial o procesal. 
e) Principio de progresividad. En este caso no puede perderse 
derechos ya ganados a lo largo del tiempo en el futuro, sino que cada 
derecho tiene siempre para una mejora constante, por ello se debe 
optar por el sentido normativo más favorable tanto al ejercicio y goce 
pleno de los derechos. 
f) Interpretación evolutiva y dinámica. Es la discrecionalidad dejada 
al intérprete para que dé un significado distinto a la originaria por 
distintas razones, esto poco a poco podría transformarse en una 
interpretación mutativa, si bien en materia constitucional le 
corresponde al constituyente, pero dada la diferencia que existe los 
organismo de protección internacional hasta qué punto podrían 
mostrar un poder ilimitado, o estamos ante un poder limitado, que por 
ahora pareciera que al no existir posibilidad de que se renueve 
constantemente los estados partes para cambiar, se corre el riesgo 
tenga sus limitaciones y por ello jurisprudencialmente será posible que 




Estos criterios no son los únicos, sino que conforme irán 
desarrollándose el derecho internacional de los derechos humanos, irán 
cambiando y clarificándose. Estas reglas o criterios corresponden ser 
enriquecidos por los organismos de protección de derechos de derechos 
humanos que vincularan a todo Estado parte y mientras que la 
interpretación realizada por los órganos jurisdiccionales de cada Estado, 
vincularan únicamente a nivel de Estado, posteriormente puede ser 
incorporado como una buena práctica por los organismos internacionales. 
 
Por ello, cuando interpretamos la CADH, es indiscutible que deben 
ser aplicadas las mismas reglas o métodos de interpretación contenida en 
la Convención de Viena, derecho internacional general y otros, antes 
referidos corresponden ser aplicados, al ser instrumento internacional. 
 
2.4.4.7. Cosa juzgada, problemas de interpretación y seguridad 
jurídica 
La cosa juzgada es una garantía, calidad que adquiere una resolución 
cuando se emite pronunciamiento sobre el mérito de la controversia, sobre 
la misma no cabe recurso impugnatorio alguno, se haya logrado certeza, 
tiene efectos vinculantes y obligatorios para las partes. Esta definición 
parece que tiene alcance a un proceso judicial, mas no al proceso 
constitucional y a nivel internacional. Lo que se advertirá cuando existe un 
proceso constitucional de amparo contra resoluciones judiciales, lo que 
permite que muy a pesar de que ya existe una resolución judicial con 




pretendiendo en si dejar sin efecto dicha cosa juzgada por otro Tribunal  
de justicia constitucional, pretendiendo revisión pero únicamente sobre la 
vigencia de los derechos fundamentales mas no sobre el mérito de la 
misma, si bien existe una discusión que muchas veces el Tribunal 
Constitucional termina reemplazando al juez ordinario, en base a su 
pretendida autonomía procesal que termina deslegitimando a la justicia 
ordinaria cuando deja sin efecto la cosa juzgada ordinaria. Esto mismo 
ocurre contra las resoluciones emitidas en un proceso constitucional de 
amparo contra resoluciones judiciales, que se pronuncia respecto al fondo 
de la controversia que es puesto a su conocimiento, muchas veces es 
recurrida ante la Corte IDH, teniendo acogida en este organismo 
supranacional que revierte los fallos del Tribunal Constitucional, 
declarando al Estado peruano como violador de determinados derechos 
humanos, condena al pago de reparaciones civiles y otras obligaciones 
de hacer o no hacer al Estado; lo que resulta siendo que esa cosa juzgada 
constitucional no resulta siendo suficiente. En suma, la cosa juzgada 
material y formal se producirá cuando exista un pronunciamiento sobre el 
mérito de la controversia, que debe darse previo un proceso con todas las 
garantías que permitan la plena vigencia de los derechos fundamentales, 
que respondan a los parámetros y estándares universales, a lo que debe 
apuntar toda decisión jurisdiccional. 
 Es necesario obtener una respuesta respecto a la pregunta ¿si el 
juez nacional interpreta la CADH y realiza control de convencionalidad o 




referir que un Tribunal Constitucional no aplica ni interpretan las 
disposiciones convencionales, ni mucho menos los jueces del Poder 
Judicial tampoco podría respecto a los enunciados constitucionales, 
considera sólo será posible en caso que la carta magna haya recogido los 
textos de los tratados, dado que en éste caso estamos ante enunciados 
de los diferentes instrumentos internacionales haya sido 
constitucionalizados, ya que pasaron a ser parte de las normas internas. 
Esta postura incurre en error, porque para cumplir un instrumento 
internacional no necesariamente debe existir una Constitución 
convencionalizada, nadie pretende eso, sino que todas las fuentes del 
derecho internacional deben ser acatadas por cada Estado que es parte 
muy a pesar de que se hayan recogido a no como parte del derecho 
interno, no cabe duda alguna con relación a la misma. Y para ello, se 
requiere ser interpretado y aplicado a la vez por cada persona que es parte 
de dicho Estado, más aún por las autoridades, dentro de ellas se 
encuentra los que forman el sistema de justicia de cada país. Pero esta 
interpretación del derecho internacional por parte de un juez nacional, sólo 
en cuando se presenta alguno de los supuestos: 
a) Cuando dicha disposición de derecho internacional aún un órgano 
internacional, todavía no logró interpretar, pero esto no resulta 
siendo vinculante sólo en caso que fue correcta  y coherente 
universalmente que pueden encontrar adeptos que incluso el propio 
órgano internacional como máximo interprete puede acogerlo. En 




algún caso llegue a manos de dicho órgano internacional que 
permita interpretar, así dejando en suspenso su interpretación en 
perjuicio de la vigencia de los derechos humanos, lo que resulta 
siendo un contrasentido y totalmente ilógico a la propia existencia de 
los instrumentos internacionales. 
b) la interpretación realizada por el órgano supranacional es 
manifiestamente inconvencional y existe otra interpretación diferente 
más coherente y universal que no va en contra del margen de 
apreciación nacional, lo que requerirá una carga argumentativa 
bastante alta en base a los estándares y parámetros. 
 Entonces, no deja de tener importancia lo que MONROY GALVEZ 
(1996) destaca que “si el fin abstracto del proceso es la paz social en 
justicia, tal encargo solo va a poder ser cumplido cuando las decisiones 
judiciales no admitan ningún cuestionamiento, es decir, cuando los 
obligados con ellas las cumplan, sean espontáneamente o a través del 
usos de facultad coercitiva del Estado”, ya que es indiscutible que cuando 
existe errores de interpretación del derecho necesariamente no tendrá la 
calidad de cosa juzgado, por ello la regla general que podemos formular 
es que para que tenga la calidad de cosa juzgada necesariamente debe 
responder a determinados estándares y parámetros de interpretación 
universalmente aceptadas y en caso que no tenga esta característica 
podrá seguir recurriéndose a esa pluralidad de instancias a fin de lograr 
la cosa juzgada universal. En ese entender, la decisión de mérito que 




tendrá la calidad de cosa juzgada internacional sólo cuando cumple tanto 
el proceso como la decisión con las garantías y parámetros de 
interpretación universales respecto al caso resuelto, no solamente la 
resolución de un organismo internacional tendrá dicha calidad de cosa 
juzgada internacional lo que debe ponerse como fin todo proceso 
cualquiera fuera la materia. 
 Finalmente, con relación a la seguridad jurídica es concebida de 
otra manera, que siempre obedecerá si la solución al caso fue en base a 
los estándares universalmente aceptada y coherente, ya que no puede 
ser entendida que las decisiones tomadas por los altos tribunales muy a 
pesar de que sean una solución errónea a un caso concreto los tribunales 
inferiores deben seguir, más bien afecta a la inseguridad jurídica.  
2.2.5 La argumentación jurídica 
2.2.5.1. Concepto y concepciones 
Es necesario partir de que respondiendo a la previamente a la pregunta 
¿qué es argumentar?, frente a la misma ATIENZA (2013, pág. 109) refiere 
que son cuatro los elementos que configuran el concepto de 
argumentación como son: a) dar razones es un tipo de acto de lenguaje, 
b) obedece siempre a un problema que busca resolver, c) ambigüedad o 
dualidad un proceso, una actividad, como producto o resultado, y d) es 
actividad racional, con una finalidad y criterios para evaluar. Ahora, 
tenemos como componentes de cualquier argumento como son a) la tesis, 
una hipótesis planteada mediante el descubrimiento; b) bases, que será 




tipologías de posibles soluciones que podemos esperar a la interrogante, 
¿si el paso de las bases a la tesis está garantizado o no?, d) respaldo, 
dejarse de confiarse en las garantías , sino también responda a la 
preguntas ¿existe seguridad para transitar dicho paso?, ¿la ruta nos 
conduce de manera fiable y segura al destino que se requiere? y ¿existe 
otra información para respaldar su confianza de manera concreta en el 
paso anterior?(Toulmin, Rieke, & Janik, 2018). En este caso argumentar 
es un proceso racional de construir premisas en busca de una conclusión 
válida universal y coherente al momento de fijar los hechos, interpretar y 
aplicar el derecho, esto es, de mostrar nuestra racionalidad práctica. En 
esa línea, la argumentación jurídica como un método o una disciplina cuyo 
objeto es la racionalización de los argumentos, referida a las razones que 
proporciona el derecho, llámese un conjunto de reglas o principios, dónde 
el juez toma la decisión dentro la filosofía práctica de la racionalidad 
práctica aceptable y asumible intersubjetivamente. 
 Ahora, con relación a la pregunta ¿Qué solidez debe cumplir la 
argumentación jurídica para que sea una justificación aceptable de una 
decisión jurídica?.  Para tal fin recurriremos a las concepciones de 
argumentación, que son formal, material y pragmática (ATIENZA, 2013, 
pág. 110), al respecto en lo que respecta, se considera: 
En primer lugar, la argumentación debe ser aceptable en lo que 
respecta a los aspectos materiales: los hechos deben ser 
generalmente conocidos o probados, y la norma jurídica debe ser 




norma legal válida. En segundo lugar, la argumentación debe ser 
correcta en lo que respecta a los aspectos formales: la decisión se 
debe derivar de las razones expuestas en la justificación 
(FETERIS, 2007). 
La concepción formal siempre está basado en la lógica, que 
permitirá un razonamiento jurídico válido y correcto, preferentemente en 
la lógica estándar, si bien pueda que no tenga solidez ni persuasiva, pero 
toda estructura de construcción de una resolución judicial necesariamente 
debe tener una base lógica y esto permitirá evaluar utilizando diagramas. 
Mientras que la concepción material centra su preocupación en que sean 
correctos y verdadero los enunciados basados en los criterios de 
corrección de las premisas. Ahora la concepción pragmática, es encontrar 
la aceptación de dichos enunciados mediante el enfoque o técnica de 
retórica y dialéctica de Perelman y Toulmin, más allá de que son 
verdaderos y correctos.  
2.2.5.2. Teorías de la argumentación jurídica 
El método del razonamiento jurídico que es la argumentación jurídica, 
existen dos momentos: a) Intuición o conjeturas, a partir de allí 
encontraremos la hipótesis  y este resulta siendo llamado el contexto de 
descubrimiento, porque en si es encontrar una explicación; b) 
argumentación propiamente, en la misma como primer componente 
encontraremos que es la narración que conduce a algo verosímil y una 
vez que pasa por la verificación formal conducirá a una verdad, esto 




que no podemos dejar de mencionar, la diferencia entre la teoría clásica 
y la teoría estándar de argumentación jurídica (en adelante TAJ), está 
referido de que éste último distingue entre el contexto de descubrimiento 
(razón explicativa) y el contexto de justificación (razón justificativa), 
entendida como motivar es justificar una decisión. La TAJ tiene como sus 
representantes a Robert Alexy y Neil MacCormick, éste último fue alumno 
de L. Hart proviene del sistema common law a partir de los fallos de los 
tribunales para recrear los principios de su teoría y mientras que el primero 
de ellos basado en el discurso práctico basado en conceptos 
criteriológicos al poner un ejemplo de soltero, triángulo equilátero, etc.  
Es oportuno hacer referencia a la tópica de T. Viehweg que 
pretende hacer reingeniería a la argumentación concilia la práctica, con la 
razón y la justicia, que rompe la hegemonía de la lógica formal y 
alcanzando propuestas diferentes a la misma. Esto cuando la tópica es 
entendida como razonar a partir de las casos discutidos MORELLI (2013). 
Por otro lado, la retórica de Perelman en el discurso argumentativo 
pone énfasis en aquellas razones más persuasivos frente a otras que son 
menos convincentes, esto pasa necesariamente por técnicas. 
Finalmente, teoría estándar de la argumentación jurídica basada en 
el discurso racional de Robert Alexys basada en las razones. 
Existen por lo menos tres perspectivas sobre la manera de entender, 
la primera que es un meta discurso que no necesariamente está ligado 




método para la aplicación del derecho (aproximación metodológica) y 
finalmente la tercera que tiene que ver con la concepción de ver el 
derecho, ya que deja de ser un conjunto de normas sino un conjunto de 
razones o argumentos que justamente teorizó R. Dworkin como un 
concepto interpretativo del derecho como una práctica de argumentar.  
2.2.5.3. Problemas de justificación judicial 
Si bien para argumentar ATIENZA(2013) considera que “es útil distinguir 
las siguientes fases (lo que supone una cierta reformulación del esquema 
de la retórica): 1) Identificación y análisis del problema; 2) Propuesta de 
una solución; 3) comprobación y, en su caso, revisión de la solución; 4) 
redacción de un texto (o, en su caso, elaboración de un esquema para 
una exposición oral)”, por lo que siempre será importante justificar con alto 
nivel de rigurosidad cada decisión. 
 Ahora es conocida los problemas que se presentan en la 
justificación judicial, tales como: 
 En relación a la premisa fáctica tenemos los problemas de prueba 
(fiabilidad de los medios de prueba) y de calificación (se presenta en la 
calificación jurídica del hecho). 
 En relación a la premisa normativa tenemos los problemas de 
interpretación (una sola disposición puede tener más de una 
interpretación) y relevancia(o de aplicabilidad que surge cuando nos 
preguntamos, la norma relevante para el caso en relevancia). 
 Cuestiones procesales, que se presenta antes de ingresar al 




 Problemas de validez, aquí se evalúa la convencionalidad de las 
normas internas de un Estado, constitucionalidad de la Ley o legalidad 
del reglamento. 
 Problemas de ponderación, aquí es cuando existe dos o más 
derechos y libertades que no se puede establecer a cuál de ellos 
debemos preferir. 
 
2.2.5.4. Argumentación mediante el test escalonado de control de 
restricciones a los derechos fundamentales. 
Este método nos sirve para el análisis de los problemas de derechos 
fundamentales, por ello BRAGE CAMAZANO (2013)    considera que: 
 Este método parte de una concepción de la relación entre el derecho 
fundamental y sus límites según el esquema, válido en tantos ámbitos 
jurídicos, “regla-excepción”. (…)  
Este método puede ser caracterizado por medio de su visión en tres 
fases o momentos, que serían los siguientes: Fase 1.-Encaje del 
asunto sub iudice en el “tipo” o ámbito normativo de protección (inicial) 
de un derecho fundamental; Fase 2.-Examen de si ha habido una 
injerencia, interferencia o intervención en dicho “tipo” o ámbito 
normativo; Fase 3.- Examen de la legitimidad de tal injerencia en el 
respectivo derecho. 





 Si en la Fase 1 se llega a la conclusión de que el asunto de que se 
trate no encuentra encaje en el ámbito normativo del derecho 
fundamental en cuestión, ya no es preciso pasar a la segunda fase 
(ya no hay problema relativo a tal derecho, que simplemente no 
entra en juego en este caso); 
 Sólo si tal encaje, pasamos a la fase 2, en la que deberá analizarse 
si, además, ha habido una injerencia en el derecho (si no hay 
injerencia siquiera, no hay problema de limitación al derecho que 
deba analizarse); 
 Y sólo si se determina que habido injerencia (y no en otro caso), 
hay que entrar a enjuiciar, en la Fase 3, la legitimidad. Y dentro de 
esta tercera fase, a su vez, deberán examinarse de modo 
escalonado los respectivos requisitos exigidos para la 
proporcionalidad de la injerencia (esto es: habrá que determinar en 
primer lugar si la injerencia pues de considerarse “prevista en la 
Ley” y sólo si así es habrá que entrar a analizar si, además, 
persigue un fin legítimo según el CEDH y sólo si también es así, 
debe examinarse si, además, es proporcionada). Si alguno de 
estos requisitos no es respetado, que la medida es contraria al 
Convenio, no debiendo admitirse aquí otra flexibilidad que la 
derivada de una argumentación “ad abundantiam”, que en rigor 
dogmático y buena praxis jurisdiccional no debería emplearse. 
 
En definitivamente, puede ser utilizado en el control de cualquier 




2.2.5.5. Evaluación de los argumentos 
A partir de las concepciones antes citadas es posible evaluar, desde la 
perspectiva formal, corresponderá verificar la validez o invalidez, desde la 
perspectiva material si resultan sólidas o no, y finalmente desde la 
perspectiva pragmática para determinar si son persuasivos o no (Atienza, 
2013, pág. 116). 
 
2.2.5.6. ¿Todo control de constitucionalidad o convencionalidad es 
un caso difícil o trágico? 
Es necesario reconocer respecto a que no es posible una definición 
precisa de lo que es un caso fácil o de caso difícil (o incluso, dentro de 
este último, lo que sea un caso extremadamente difícil), estimamos que, 
desde la perspectiva del razonamiento judicial, sí es posible distinguir 
entre dichos tipos de casos. Pero es posible identificar que el ejercer 
control de constitucionalidad, resulta siendo un caso difícil y muchos 
casos puede ser caso trágico, en vista de que habrá un problema de 
interpretación o relevancia (aplicabilidad), pero por ahora resulta siendo 
un caso trágico ejercer un control de convencionalidad porque aún no está 
definido el cómo, los procedimiento y todos ellos entendidos como límites 
y alcances. 
2.2.5.7. Límites y alcances desde la argumentación para ejercer 
control de convencionalidad. 
Es indiscutible cuando los jueces se encuentran frente a dos o más 
principios, al no existir jerarquía pueden existir argumentaciones distintas, 




(…) los principios son dinámicos y cambian con gran rapidez y que 
todo intento de canonizarlos está condenado al fracaso. Por esa 
razón la aplicación de los principios no es automática, sino que 
exige el razonamiento judicial y la integración del razonamiento en 
una teoría. El Juez ante un caso difícil debe balancear los principios 
y decidirse por el que tiene más peso. El reconstruccionismo 
conduce a la búsqueda incesante de criterios objetivos. 
Entonces, el límite al ejercer un control de convencionalidad el Juez 
tendrá que superar todos los problemas de argumentación, en caso que 
no la justificación tenga problemas ya estamos a una cosa juzgada 
discutible. Por ello el propio Tribunal Constitucional en el Expediente N° 
5181-2013-AA/TC en el fj 2.3.6 establece que “Cabe apuntar que la 
ausencia de justificación material en la aplicación del inciso 3 del artículo 
423 del Nuevo Código Procesal Penal invalidad la resolución judicial que 
declaró inadmisibilidad del recurso de apelación. Pero de esto no 
necesariamente se deriva la invalidez constitucional de la disposición 
legislativa en sí misma”, de lo que se deprende que en caso tenga dichos 
vicios toda resolución judicial sería invalida, por ello cuando se ejerce 
control de convencionalidad requiere una justificación bastante rigurosa y 
que supere todo error de interpretación y problemas de argumentación 






2.3. MARCO CONCEPTUAL 
Control Judicial.- (Procedimiento Penal) medida restrictiva de la libertad 
que obliga al inculpado a someterse a una o más obligaciones 
seleccionadas por el juez de instrucción entre las previstas por la ley, de 
conformidad con las necesidades de instrucción o por razones de 
seguridad. El control judicial fue instituido por la ley del 17 de julio de 1970, 
a fin de permitir la reducción de los casos de detención. 
 
Constitucionalidad.- La rama del derecho encargada de analizar y 
controlar las leyes fundamentales que rigen al Estado se conoce como 
derecho constitucional. La Constitución es la norma suprema de un país, 
por lo que prevalece sobre cualquier otra normativa o ley. 
 
Convencionalidad.- En la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
(Corte IDH), ha surgido el concepto control de convencionalidad para 
denominar a la herramienta que permite a los Estados concretar la 
obligación de garantía de los derechos humanos en el ámbito interno, a 
través de la verificación de la conformidad de las norma. 
 
2.4. HIPÓTESIS DE TRABAJO 
2.4.1. Hipótesis principal 
Los jueces del Poder Judicial al ejercer el control judicial de 
constitucionalidad y convencionalidad tiene como límites: i) superar los 
problemas de argumentación jurídica, ii) errores en la aplicación de 
métodos y técnicas de interpretación constitucional, tratados y Derechos 




conforme entre el bloque de convencionalidad y el bloque de 
constitucionalidad, sólo cuando no sea posible compatibilizar  
corresponderá hacer control difuso de constitucionalidad o 
convencionalidad, iv) Identificar que el caso no se encuentra bajo los 
alcances del margen de apreciación nacional, v) Emplear los mismos 
procedimientos para ejercer control difuso de constitucionalidad al ejercer 
control de convencionalidad, vi) cuando exista incompatibilidad entre el 
derecho interno y el derecho internacional(convencional), existe primacía 
de ésta última por predominancia de la teoría monista y aplicación del 
principio pro-hómine por primacía de éste último. 
2.4.2. Hipótesis secundarias 
 Los límites en el control de convencionalidad provienen a partir del 
derecho internacional y mientras que en el control de constitucionalidad 
provienen a partir de la soberanía y del derecho interno. 
 La convencionalización del derecho en la cultura jurídica 
interamericana, amplía los criterios como límites al control normativo al 
bloque de convencionalidad y al logro de una alta fuerza argumentativa 
de la resolución y previa interpretación conforme en cada caso. 
 El control normativo se hace en base a la concepción de derecho que 
se tenga respecto a la justicia argumentativa, por ser un valor y principio 







2.5. VARIABLES E INDICADORES 
2.5.1. Variables 
Variables independientes. 
Problemas de argumentación jurídica. 
Métodos y técnicas de interpretación de disposiciones normativas (reglas, 
principios, constitucional, tratados y derechos humanos). 
Variable dependiente 







argumentación y errores en la 
aplicación de métodos y 
técnicas de interpretación de 
Derechos Humanos 
Y1=Procedimientos de 
control judicial de 
constitucionalidad y/o 
convencionalidad 
X1= Errores en la aplicación de métodos y 
técnicas de interpretación de Derechos 
Humanos 
X2=Problemas de justificación 
Y1: Efectos expansivos de los fallos de CIDH 
hacia otros Estados 
Y2: Parámetros de control de convencionalidad 
se entiende a otros tratados. 
Y3=Obligación de los jueces de realizar el 









METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1.  DISEÑO METODOLÓGICO 
Diseño mixto (cuantitativo y cualitativo) no experimental y longitudinal. 
3.2. TIPO Y NIVEL 
El tipo de investigación que se realiza viene a ser de tipo explicativa 
propositiva. Mientras que el nivel de investigación básica y 
fenomenológica. 
3.3. MÉTODOS  
Se aplicó preferentemente el método sociológico-jurídico. 
3.4. FUENTES 
Las fuentes son eminentemente de carácter documental y con proyección 
a un trabajo de campo al tener el cargo de Juez Penal de Investigación 
Preparatoria. 
3.5. ÁMBITO Y TIEMPO 
El ámbito de estudio estuvo centrado en las resoluciones emitidas por la 
Corte Suprema al resolver las consultas como resultado del control difuso 




3.6. POBLACIÓN Y MUETRA 
3.6.1. Población 
En total se hizo estudio de un total de 655 expedientes que corresponden 
a los años 2009 a 2016, a 5 jueces supremos y el total de jueces a nivel 
nacional los que pertenecen al Poder Judicial. 
3.6.2. Muestra 
Se hizo estudio de los 655 expedientes y únicamente se analizó 152 
expedientes que están publicadas en la página del Poder Judicial –lo 
demás no están publicadas los que se concluyeran estudiando en una 
próxima tesis-y se aplicó encuesta por conveniencia 
3.7. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS  
Las técnicas de investigación utilizada resultan siendo de revisión 
documental, encuesta y entrevista. Por otro lado los instrumentos de 
recolección de datos se utilizaron la ficha de registro de datos y el 
cuestionario. 
3.8.  FIABILIDAD  
Los instrumentos son fiables ya que éste registro documental fue 
elaborado por el propio investigador con relación a un análisis minucioso 












RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1. ANÁLISIS DOCUMENTAL 
4.1.1. Análisis de las contradicciones  en las decisiones de las salas 
penales y la sala constitucional de la corte suprema de la 
república, respecto al control difuso en la inaplicación del 
segundo párrafo del artículo 22 del Código Penal al momento 
de determinar la pena en los delitos de violación sexual. 
  Es necesario que quede claro que la Sala Constitucional y 
Social de la Corte Suprema es el encargado de resolver las consultas 
cuando no sean impugnadas por las partes en un proceso y de lo contrario 
en caso de que se interponga un recurso de Casación le correspondería 
a las Salas Especializadas según la materia(si es penal le correspondería 
a la Sala Penal y en caso que es Civil le correspondería a la Sala Civil), 
por lo que cuando respecto a casos similares existe pronunciamientos 
contradictorios respecto a un mismo caso, veamos algunos de ellos: 
 La Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema en la Consulta 




respecto a la inaplicación del segundo párrafo del artículo 22 del 
Código Penal que prohíbe la reducción de la pena por responsabilidad 
restringida en caso de violación sexual si es incompatible con derecho 
fundamental a la igualdad ante la Ley, al respecto a dicho lo siguiente: 
14. Que, en tal virtud, sin tener el propósito de entrar a discutir 
los argumentos establecidos por las Salas Penales Supremas 
en los asuntos que les son propias y de su competencia, sí debe 
observar la constitucionalidad de lo que pueda decidirse por otra 
instancia, en tanto y en cuanto pueda significar la inaplicación de 
una norma legal; norma además que, por el criterio de 
interpretación de presunción de constitucionalidad, debe 
entenderse constitucional hasta que el órgano competente no 
haya declarado lo contrario, esto es, el Tribunal Constitucional 
en un proceso abstracto de inconstitucionalidad. 
15. Que, en consideración de lo antes expuesto, esta Sala 
Suprema aprecia que lo establecido por el Acuerdo Plenario N° 
4-2008/CS-116 de fecha 18 de julio del año 2008, constituye, al 
amparo de los criterios citados en los artículos 22 y 116 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, doctrina legal a ser invocada 
por los magistrados de todas las instancias judiciales. En 
consecuencia, cuando la instancia jurisdiccional sigue la sigue la 
línea argumental de la decisión acordada por los plenarios 
penales citados no hace, en rigor, ejercicio de control difuso 




estimarla inconstitucional, pues éste Supremo Tribunal estima 
que la dilucidación de esta controversia ha quedado ya 
suficientemente consolidada en lo dispuesto por el Acuerdo 
Plenario N° 4-2008/CS-116, que es, de conformidad con la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, la pauta pertinente a aplicarse en el 
presente caso de autos. 
 Por su parte es necesario saber lo que realmente ha dicho la Salas 
Penales de la Corte Suprema en aquel Acuerdo Plenario N° 4-
2008/CJ-116, si bien en la misma tiene como argumentos de que no 
es posible crear un precedente vinculante para evitar restar 
competencias tanto del máximo intérprete y de la Sala Constitucional 
y Social que viene desaprobando, que debe seguir el procedimiento 
previsto por el artículo 22 de la LOPJ para unificar que a la fecha no 
habría utilizado, y así como éste argumento que a continuación se 
trascribe textualmente: 
   Los jueces penales, en consecuencia, están plenamente 
habilitados a pronunciarse, si así lo juzgan conveniente, por la 
inaplicación del párrafo segundo del artículo 22° del Código Penal, si 
estiman que dicha norma introduce una discriminación-desigualdad 
de trato irrazonable y desproporcionada, sin fundamentación objetiva 
suficiente-, que impide un resultado jurídico legítimo.(fj. 11) 
 Asimismo, la Sala Penal Transitoria en el Recurso de Nulidad N° 993-
2012 Lambayeque del 20 junio 2012, 2088-2012 Lima del 14 agosto 




Cusco del 08 noviembre 2012 y 3287-2013 Cajamarca de 17 junio 
2014, donde en última instancia ejerció control difuso respecto al 
segundo párrafo del artículo 22 del Código Penal, donde tomando en 
cuenta los fines de la pena, consideraron que no es posible tratar igual 
a los adultos y a los “jóvenes delincuentes” que considera nuestro 
Código sustantivo entre 18 años y 21 años se les pueda tratar, ya que 
consideran que: 
Se justifica razonablemente que a esa edad  aún no alcanza la plena 
madurez para actuar culpablemente; y, por ello se les distingue para 
aplicarles un tratamiento especial, no para considerarlos como 
irresponsables, pero sí para tratarlos diferentemente de los adultos, 
puesto que dada su situación personal, resulta con frecuencia ineficaz 
la pena que se les imponen como si fueran adultos. Como esa 
diferencia se ubica, dentro de la teoría del delito, en la capacidad de 
culpabilidad, sin que sea relevante la antijuricidad, es decir, el 
contenido del injusto penal, resulta evidente que introducir una 
excepción a la aplicación de esa diferencia-propia de individuos 
objetivamente diferentes por su situación personal-fundada en un 
criterio de diferenciación absolutamente impertinente, deviene en 
arbitraria y discriminatoria, esto es, inconstitucional por vulnerar la 
garantía de la igualdad jurídica; más aún, si un trato diferente, sobre 
todo cuando deviene de una norma legal; agravia de manera manifiesta 
el derecho a la propia dignidad, que se encuentra a su vez garantizado 




 Esta discusión se ha venido prolongando por muchos años, 
pareciera que la Sala Constitucional y Social, pretendía que el Acuerdo 
Plenario N° 4-2008/CJ-116 ha resuelto, cuando esa percepción es 
errónea porque el propio Acuerdo Plenario ha dicho que la Sala 
Constitucional es el ente rector para emitir pronunciamiento respecto a la 
constitucionalidad de las leyes ejercidas por jueces de todo el país, motivo 
por cual precisa que bajo los alcances del artículo 22 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial tenga que emitir pronunciamiento vinculante y lo que no 
fue cumplida por a la fecha por la Sala Constitucional. Este hecho ha 
permitido que las Salas Penales no se queden allí, sino como vemos han 
venido avanzando vertiginosamente tales como en la Casación N° 403-
2012 Lambayeque, pero donde avanzó un paso agigantado fue la Sala 
Penal Permanente, al establecer como doctrina jurisprudencial vinculante 
los fundamentos 42, 43 y 45 de la CASACIÓN N° 335-2015 DEL SANTA, 
donde no sólo inaplica el segundo párrafo del artículo 22 del Código Penal 
sino también el propio artículo 173.2 del Código Penal, subsumiendo los 
hechos en el tipo previsto en el primer párrafo del artículo 173 del Código 
Penal y sustituyendo la pena genérica temporal conminada previsto en el 
artículo 29 del Código Penal para a partir de allí determinar la pena a 
imponerse, al decir lo siguiente: 
CUADRAGESIMA SEGUNDA: Es importante precisar que el 
control difuso de la ley, se ejerce en cada caso concreto, respecto 
del cual ha valorarse la situación específica, esto es, si la aplicación 




Política del Estado. En el caso de autos, el primera párrafo del 
artículo 22° del Código Penal, siendo una disposición general, debe 
aplicarse a todos los imputados y no solo para algunos; de no 
hacerlo, se afecta el principio- derecho de igualdad garantizado por 
el artículo 2°, inciso 2, de nuestra constitución. Más aun, cuando el 
tribunal constitucional ha preservado la facultad de Juez para 
reducir, prudencialmente, la pena que alcanza la aplicación del 
segundo párrafo del artículo 22° del Código Penal. Teniendo en 
cuenta ello, resulta valido recurrir en este caso concreto a la 
responsabilidad restringida para determinación judicial de la pena; 
por lo que el control difuso de la ley penal realizando por el 
colegiado superior se ha legitimado. 
CUADRAGESINA TERCERA: Ahora bien, el siguiente paso será 
determinar el quantum de la pena aplicable del caso de autos, la 
proporcionalidad no responde a un criterio rígido o a una referencia 
genérica de este principio. En este sentido, en eras de realizar el 
control de proporcionalidad de dicha atenuación, debe ponderarse 
los siguientes factores que fluyen del análisis del caso material del 
presente recurso, siendo los siguientes: 
a. Ausencia de violencia o amenaza para acceder al acto 
sexual. (…) 
b. Proximidad de la edad del sujeto pasivo a los catorce 
años (…). 




d. Diferencia etárea entre el sujeto activo y pasivo: (…) 
En este extremo, no concordarnos con el criterio esgrimido por el 
ad quo que, que en los fundamentos 31 y 32 de la sentencia de 
vista, toma como referencia para la graduación de la pena, la pena 
conminada del delito de homicidio, previsto y penado en el artículo 
106° del Código Penal. No se puede aplicar la pena de este delito 
por cuanto vulneraria el principio de legalidad de la pena, no solo 
por que tipifica otro supuesto de hecho, distinto del delito de 
violación sexual de menor de edad, sino además porque trasgrede 
el principio de proscripción de la antología de la ley penal. 
Entonces, lo más razonable y prudente es acudir a la norma 
general que regula la pena privativa de libertad, para toda clase de 
delitos. Este criterio debe tener alcance general por cuanto será 
una herramienta eficaz para generar seguridad jurídica y preservar 
los principios constitucionales que garantizan un debido proceso, 
por lo que constituye doctrina jurisprudencial de carácter 
vinculante; al igual que los fundamentos jurídicos cuadragésimo 
segundo y cuadragésimo tercero.  
CUADRAGÉSIMA QUINTA: finalmente, para la imposición de la 
pena concreta y justa al imputado, debe cumplirse con l principio 
constitucional de que nadie puede ser sancionado con pena o 
prevista en la ley; por lo que al no aplicarse al caso de autos, la 




encontrarías sin ley penal que nos sirva de parámetro o pena 
conminada constitucional, para regular el quantum de la misma.  
  En ese sentido es posible concluir después de un análisis de estas 
dos posiciones completamente contradictorias que a la fecha se mantienen 
tanto por las Sala Penales y la Sala Constitucional y Social, conforme más 
adelante se analizará Segundo Tema del I Pleno Jurisdiccional en Materia 
Constitucional de la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte 
Suprema de la República y la CONSULTA N° 1618-2016 LIMA NORTE, ya 
que en éstas mantiene una posición contradictoria a la postura asumida por 
las Salas Penales de la propia Corte Suprema, lo que a criterio de éste 
Juzgado por un nivel de argumentación mayor y así como por la propia 
especialidad, debe dejarse a un lado a la Sala Constitucional y Social de la 
Corte Suprema y preferirse que cada Sala Especializada de la Corte 
Suprema por especialidad pueda examinar el control judicial de 
constitucionalidad (control difuso) porque esto dará que se cumpla mejores 
estándares en la administración de justicia, tal como se advierte que el propio 
Tribunal Constitucional en materia penal no realiza un adecuado control de 
constitucionalidad en abstracto cuando llega a manos de aquél las 
demandas de inconstitucionalidad, a partir de allí es posible inferir que todo 
juez debe ejercer control de constitucionalidad de las normas aplicables y 
para tal efecto debe considerarse la especialidad conforme nos demuestra 
que las Salas Penales han realizado por lo menos mejor control bajo los 
argumentos que en esa línea tienen a satisfacer los niveles mínimos de 




uniformidad en las decisiones todavía falta mucho, en vista de que la calidad 
profesional y académica de los jueces supremos que tenemos es pobre, más 
aún qué decir de los jueces de la Sala Constitucional y Social que ni siquiera 
tienen casi nada de formación en materia constitucional, lo que es bastante 
triste para el Poder Judicial que todavía está muy lejos de brindar un nivel de 
eficiencia y calidad de justicia que reclama la población. En el fondo lo que 
están generando es que las partes que interpongan Casación en caso de ser 
admitido lograran tener una pena menor que aquellos que no interpongan, 
ya que esto resulta completamente discriminatorio en lugar de solucionar 
están creando un problema realmente preocupante y esto no condice con el 
valor supremo buscado que es la alcanzar la justicia. 
  En este caso no sólo debió quedarse en un control de 
constitucionalidad únicamente, sino también debió hacerse una 
contrastación con el derecho internacional de derechos humanos, por lo que 
se incumplió con el deber impuesto por la Corte IDH. 
4.1.2. Control difuso de convencionalidad para evitar condena del 
absuelto. 
Tenemos el ejercicio de control difuso de convencionalidad lo pertinente 
que corresponde al literal b del inciso 3 del artículo 425 del Código Procesal 
Penal aprobado por el Decreto Legislativo N°957, que prescribe: 
3. La sentencia de segunda instancia, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 409, puede: (…) 
b) Dentro de los límites del recurso, confirmar o revocar la 




absolutoria puede dictar sentencia condenatoria imponiendo 
las sanciones y reparación civil a que hubiere lugar (…). 
 
Dicho disposición normativa procesal contraviene al artículo 8.2.h 
de la Convención Americana de Derechos Humanos, dado que la 
pluralidad de instancias es permitir una revisión amplia del fallo 
condenatorio y la pena, que el recurso de Casación no reúne dicho 
requisito al ser sumamente limitado, por ello allí la Corte IDH estableció 
como un estándar del sistema interamericano (Caso Herrera Ulloa Vs. 
Costa Rica Sentencia, 2004, pág. párr. 167) reiterada en los casos 
Mohamed Vs. Argentina (2012) y Mendoza Vs. Argentina (2013). Al 
respecto de igual forma tenemos dos posturas totalmente contradictorias 
de igual manera, veamos: 
 Este estándar la Sala Penal Superior de la Corte Superior de 
Justicia de Arequipa,  ante una sentencia absolutoria que fue 
impugnada por la Fiscalía con la pretensión de que se condene al 
acusado, es así que dicha Sala Superior declaró nulo inaplicando 
el artículo 325.3.b del Código Procesal Penal declara nulo, 
considerando que sólo podía pronunciarse cuando cabe la 
posibilidad de que sea que también sea absolutoria, motivo por en 
éste caso sobre violación sexual de menor de edad, como quiera 
nadie interpuso recurso de Casación dicha Sala Superior eleva a la 
Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema, lo que recae en 
la Consulta N° 2491-2010 AREQUIPA del 14 de setiembre del año 




tema de reformatio in peius ni afectación a la doble instancia. Esta 
postura fue reiterada en la Consulta N° 4187-2011 Arequipa de 
fecha 6 de marzo del año 2012, Consulta N° 10807-2013 Arequipa 
en fecha 5 de diciembre del año 2013 y a la fecha se mantiene con 
dicho criterio. 
 Mientras la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema en la 
(Casación N° 195-2012 Moquegua, 2013) llegó a la conclusión de 
que es competente para evaluar la constitucionalidad de un 
dispositivo legal que fue confirmada por la Sala Constitucionalidad 
y Social de la Corte Suprema, dado que considera que está 
facultado para condenar al absuelto la segunda instancia con un 
cabal respeto al principio de inmediación y con una suficiencia 
probatoria para destruir la presunción de inocencia, por lo que 
declara nulo y dispone que se emita nueva sentencia por otro 
Colegio superior. Esta postura fue reiterada en la Casación N° 280-
2013 Cajamarca de fecha 13 de noviembre del año 2014, donde se 
ha establecido que el recurso de casación no puede sustituir al 
recurso de apelación, por ello limita el derecho a recurrir la condena 
del absuelto en segunda instancia, donde se sugiere que se 
incorpore otro artículo para habilitar otra Sala. Ahora, en la 
Casación N° 385-2013 San Martin de fecha 5 de mayo del año 2015 
considera que debe habilitarse otra instancia revisora, y asi como 
se ha reiterado esa postura de declarar nulo con reenvío hasta la 
primera instancia pero de ninguna manera se identifica de cómo 




estuvimos ante un vacío legal u una antinomia. En la Casación N° 
194-2014 Ancash de fecha 27 de mayo del año 2015 con la 
ponencia del Juez Supremo Javier Villa Stein de aquél entonces se 
logra entender que la doble instancia comprende que toda 
sentencia condenatoria debe ser recurrida mediante un recurso 
impugnatorio de apelación, prohibiendo la condena del absuelto en 
segunda instancia y que únicamente si eso ocurre debe ser 
anulada el fallo para que en primera instancia se emita nueva 
sentencia, en la misma se asume la interpretación  de la Corte IDH, 
pero para examinar de manera integral competencia que no tiene 
el recurso extraordinario propone la creación de salas revisoras y 
hasta mientras estableciendo doctrina jurisprudencial vinculante 
considera que debe declararse nulo mientras no exista dicha 
instancia para tal fin. Esta última postura fue reiterada en la 
Casación 454-2014 Arequipa de fecha 20 de octubre del año 2015 
y la Casación N° 405-2014 Callao de fecha 27 de abril del año 2016. 
Esta jurisprudencia completamente zigzagueante nos muestra que 
no se identifica adecuadamente el problema, referido a la calificación y 
relevancia, si bien todo ello ya fue resuelto por la Corte IDH, pero los 
jueces peruanos simplemente después de muchos años logran entender 
que se trata de un problema propiamente de relevancia normativa, dado 
que el artículo 325.3.b del Código Procesal Penal no es la norma relevante 
sino que existe una comisión legislativa para cumplir con el estándar del 




que debe la Corte Suprema de manera excepcional habilitar el recurso 
extraordinario de Casación para la revisión integral de la condena del 
absuelto, sin variar la denominación, ya que se trata propiamente de un 
recurso extraordinario, adecuarse los procedimiento establecidos al 
objeto y fin buscado. Por lo menos la Sala Penal Permanente de la Corte 
Suprema a la fecha vino creando una discusión válida, lo que no ocurrió 
por la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema, en lugar de 
conocer derecho constitucional y derecho internacional de derechos 
humanos, es complemente peligroso y existe una inexistencia de 
argumentación realizada por dicha Sala Especializada que deja mucho 
que desear. 
4.1.3. Análisis del control de convencionalidad del precedente 
Huatuco. 
El Juzgado Mixto de la Esperanza de la Corte Superior de La Libertad en 
el Expediente N° 83-2015-0-1618-JM-LA-01 seguido por Uber Antonio 
Portilla Guarniz contra Proyecto Especial Chavimochic y otros sobre 
reposición del trabajador del Estado bajo el régimen laboral privado. En 
este expediente se ha ejercido control de convencionalidad del 
precedente constitucional recaído en el Exp. N° 05057-2013-PA/TC 
JUNIN Caso Rosalía Beatriz Huatuco Huatuco en donde el Tribunal 
Constitucional estableció la siguiente regla que en la administración 
pública para ser reincorporado con mandato judicial, sólo procede cuando 
se demuestre que se ingresó previamente vía concurso público de méritos 




precedente constitucional tiene como efectos desde el día siguiente de su 
publicación incluida a aquellas que se encuentran en trámite, lo que fue 
entendida como una especie de retroactividad desfavorable al trabajador 
por muchos. Empero a pesar de que esto está establecido y tomando en 
cuenta que el precedente tiene rango superior que una Ley e inferior a la 
Constitución, pareciera que no es posible ejercer control difuso de 
constitucionalidad en vista de que fue creada por el máximo intérprete de 
la Constitución siendo en éste caso el Tribunal Constitucional, pero me 
parece acertado la posibilidad de ejercer control de convencionalidad, 
pero requiere una argumentación bastante avanzada evitando problemas 
de argumentación y errores de interpretación lo que se presenta en éste 
caso siendo saludable su intento de ejercicio. 
 Es así que aquel Juzgado mediante la sentencia contenida en la 
resolución N° 08 de fecha 07 de agosto del año 2017, inaplica dicho 
precedente por falta de motivación, empero no se identificó el derecho 
humano que se ha vulnerado, ya que el precedente es una regla, la regla 
no es posible exigir que contenga motivación sino lo que debe identificar 
con claridad el parámetro de control de convencionalidad con bastante 
certeza en base a la jurisprudencia de la Corte IDH u opiniones consultivas 
con la cual colisiona aquél precedente, aspecto que no fue desarrollado 
por lo que se incurre en un problema de relevancia(aplicabilidad de la 
disposición que es parte del ius comune interamericano) y además no se 
ha señalado que se debe remitir a la Sala Constitucional y Social para 




entre en un rango superior a la Ley e inferior a la Constitución, empero 
debe sentar su postura al respecto la Corte Suprema. Ahora la propuesta 
siempre de nuestra parte es cuando se trata de ejercer control de 
convencionalidad respecto a los precedentes o rango constitucional debe 
elevarse al Tribunal Constitucional, justamente por incongruencias que 
generan por parte de la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema 
de la República. 
4.1.4. Análisis del segundo tema del i pleno jurisdiccional en materia 
constitucional de la sala de derecho constitucional y social de 
la corte suprema de la república. 
Este Segundo Tema del I Pleno Jurisdiccional en Materia Constitucional 
de la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de la 
República llevado a cabo entre el 2 y 10 de diciembre del año 2015 para 
definir respecto al ejercicio de control jurisdiccional del control difuso de 
autos y sentencias, con relación a la misma se ha tuvo las siguientes 
conclusiones: 
 Deviene en también en obligatoria la elevación a consulta en caso de 
ejercicio de control difuso cuando la resolución que recae es un auto 
en caso de no ser impugnada. 
 Todo juez al momento de ejercer control difuso debe observar los 
siguientes criterios: 
1. fundamentación de incompatibilidad constitucional concreta, 
2. juicio de relevancia, 




4. presunción de constitucionalidad, e 
5. interpretación conforme. 
Estos criterios para nosotros son completamente insuficientes y 
crea una confusión en todo aspecto y motivo por el cual debe reordenarse 
tomando en cuenta las diferencias entre control de constitucionalidad y 
convencionalidad.  
Es necesario precisar que el primer criterio es indiscutible por la 
propia naturaleza, es innecesario considerarlo en vista de que no existe 
control abstracto que tiene efectos generales lo que no corresponde al 
juez del Poder Judicial. En relación al segundo criterio, es necesario que 
se considere pero esto resulta siendo parte de la justificación externa de 
la premisa mayor, si bien es necesario que se tenga que partir de la 
argumentación de los hechos, en caso de que exista problema de 
calificación no existe forma de realizar juicio relevancia al ser gradual, este 
error tuvieron casi el gran porcentaje del universo de las resoluciones de 
consulta emitidas por la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema. 
El tercer criterio si bien resulta de vital importancia pero no se profundiza 
de qué forma se debe realizar, existe una ausencia pero resulta aún muy 
genérica no responde a la idea de un criterio. El cuarto criterio cuando nos 
habla de presunción, de igual resulta muy genérica porque no clarifica 





4.1.5. La doctrina jurisprudencial vinculante consulta n° 1618-2016 
lima norte. 
Esta resolución data de fecha 26 de agosto del año 2016, en el 
fundamento 2.5 ha establecido las siguientes reglas para el ejercicio de 
control difuso judicial y siendo los siguientes: 
i. Partir de la presunción de validez, legitimidad y constitucionalidad 
de las normas legales. 
ii. Realizar el juicio de relevancia, 
iii. Labor interpretativa exhaustiva, 
iv. Aplica el test de proporcionalidad. 
 
Estas reglas siguen siendo insuficientes y tampoco respecto a la 
exigencia actuales conforme se hizo el análisis de la misma y así como el 
caso concreto y allí se incurre en inconstitucionalidad de una doctrina de 
jurisprudencial. 
Las denominadas reglas, no resultan siendo verdaderamente 
reglas, sino mas enunciados bastante genéricas, si bien pueden ayudar 
en entender pero está muy lejos realmente de establecer las verdaderas 
reglas en este caso para ejercer el control difuso como límites. Esto, en 
vista de que respecto a la primera regla todo control conduce a disgregar 





4.2. RESULTADO DEL ESTUDIO. 
4.2.1. Resultados de la encuesta aplicada a los jueces. 
a) ¿Del momento de resolver un caso ¿realiza control de 
constitucionalidad? 
TABLA N° 1 
Respuestas fi fr %
Nunca 1 1 3.33%
A veces 25 26 83.33%
Casi siempre 5 30 16.67%
Siempre 0 30 0.00%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de encuesta. 
GRÁFICO N° 1 
CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS 
 














En la tabla y el gráfico 1, nos muestra algo muy interesante respecto a que, los 
jueces aún no ven la importancia de realizar el control de constitucionalidad que 
sea una obligación sino una facultad mas no un deber, por lo que cada caso aún 
se viene resolviendo con la mera aplicación mecánica de la Ley o reglamento sin 
ejercer su control de constitucional o legalidad, muy a pesar de que sea 





b) Usted al momento de resolver un caso concreto ¿realiza control de 
convencionalidad? 
TABLA N°  2 
Respuestas fi fr %
Nunca 28 28 93.33%
A veces 2 30 6.67%
Casi siempre 0 30 0.00%
Siempre 0 30 0.00%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de encuesta. 
 
GRÁFICO N°  2 
CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 
 














En la tabla y el gráfico 2, nos muestra algo muy interesante respecto a que, los 
jueces aún no ven la importancia de realizar el control de convencionalidad de 
las normas internas, ellos ven como una facultad mas no un deber de oficio 
conforme a precisado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el fj 124 
del caso Almonacid Orellano Vs Chile, a pesar que han trascurrido más de 10 
años a la fecha de la creación jurisprudencial de esta figura jurídica, quienes 
señalan que en su gran mayoría nunca realizaron el control de convencionalidad 






c) ¿Qué entiende Usted por control de convencionalidad? 
TABLA N° 3 
fi fr %
Es realizado unicamente por
los jueces de la CIDH 0 0 0.00%
Es una técnica de control
normativo. 5 5 16.67%
Es la inaplicación de una
convención. 0 5 0.00%
Ninguna de las anteriores. 0 5 0.00%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de encuesta. 
GRAFICO N° 03 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y el gráfico 3, nos muestra que, efectivamente la mitad de los jueces 
tiene idea acertada sobre control convencionalidad pero el problema radica de 
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e. ¿Cuándo se ejerce control de convencionalidad respecto a normas 
de rango constitucional, en caso que no sea impugnada se eleva en 
consulta a la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte 
Suprema? 
TABLA N° 4 
 RESULTADOS fi fr  % 
Sí 27 27 96.43% 
No  1 28 3.57% 
   100% 
Fuente: Elaboración propia a partir de encuesta. 
 
 













En la tabla y el gráfico 4, se muestra, se advierte que existe una posición errónea 
de que la Sala Constitucional y Social, conforme dispone el artículo 14 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial tiene competencia para resolver consultas respecto 
a la inaplicación de normas con rango de Ley, mas no normas internas con rengo 
constitucional de un Estado vía control de convencionalidad, esto demuestra que 
no se tiene regulado quién es la revisará los ejercicios de control de 
convencionalidad respecto a normas internas con rango constitucional, si puede 
ser el Tribunal Constitucional o seguirá siendo la Sala Constitucional y Social de 
la Corte Suprema muy a pesar de que no está como su atribución, de lo que se 





4.2.2. Resultados de la encuesta aplicada jueces supremos 
encargados de resolver consultas. 
i) Al momento de resolver ¿Usted realiza control de 
constitucionalidad? 
TABLA N°  5 
Respuestas fi fr %
Nunca 0 0 0%
A veces 0 0 0%
Casi siempre 1 1 20%
Siempre 4 5 80%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de encuesta. 
 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y el gráfico 5, nos muestra que, efectivamente ejercen control de 
constitucionalidad, el problema radica de cómo lo ejercen y lo que podrá 















ii. Usted al momento de resolver un caso, ¿ejerce control de 
convencionalidad? 
TABLA N° 6 
Respuestas fi fr %
Nunca 0 0 0.00%
A veces 1 1 20.00%
Casi siempre 1 2 20.00%
Siempre 3 5 60.00%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de encuesta. 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y el gráfico 6, nos muestra que, efectivamente ejercen control de 
convencionalidad, el problema radica de cómo lo ejercen y lo que podrá 















iii. ¿Qué entiende usted por control de convencionalidad? 
TABLA N° 7 
fi fr %
Es realizado unicamente por
los jueces de la CIDH 1 1 20%
Es una técnica de control
normativo. 4 5 80%
Es la inaplicación de una
convención. 0 5 0%
Ninguna de las anteriores. 0 5 0%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de encuesta. 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y el gráfico 8, nos muestra que, efectivamente el 80% de los mismos 
ejercen control de convencionalidad, el problema radica de cómo lo ejercen y lo 
que podrá evidenciar en las resoluciones que resuelven las consultas. Ahora la 
















jueces de la CIDH
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control normativo.









iv. ¿Cuándo se ejerce control de convencionalidad respecto a 
normas internas de rango constitucional, en caso que no sea 
impugnada y se eleva en consulta, le corresponde resolver a la 
Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema? 





Fuente: Elaboración propia a partir de encuesta. 
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GRÁFICO N° 8







Tanto en la tabla y gráfico que se muestra, se advierte que, existe una posición 
errónea de que la Sala Constitucional y Social, conforme dispone el artículo 14 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial tiene competencia para resolver consultas 
respecto a la inaplicación de normas con rango de Ley, mas no normas internas 
con rango constitucional de un Estado, vía control de convencionalidad, esto 
demuestra que no se tiene regulado quién es la revisará los ejercicios de control 
de convencionalidad respecto a normas internas con rango constitucional, si 
puede ser el Tribunal Constitucional o seguirá siendo la Sala Constitucional y 
Social de la Corte Suprema muy a pesar de que no está como su atribución, de 
lo que se advierte que no está establecido los límites ni los alcances para tal fin 
y a nuestro criterio debe realizar el Tribunal Constitucional por ser el máximo 







4.3. ANÁLISIS DE HALLAZGO A PARTIR DE LAS RESOLUCIONES DE 
CONTROL DIFUSO RESUELTAS POR LA SALA CONSTITUCIONAL Y 
SOCIAL DE LA CORTE SUPREMA. 
4.3.1. Cantidad de controles difusos realizados en el Perú. 
































































































2009 12 32 7 8 29 7 2 2 99
2010 15 37 11 7 28 4 102
2011 10 40 10 17 30 8 5 120
2012 7 17 1 4 1 57 1 2 1 91
2013 11 28 22 8 47 15 1 1 133
2014 13 18 2 5 48 86
2015 8 34 1 3 58 1 105
2016 11 28 22 47 15 123
87 234 65 56 67 300 1 44 2 2 1 859  
Fuente: Elaboración propia a partir de la matriz de datos. 
 
















AÑO 2009 AÑO 2010 AÑO 2011 AÑO 2012 AÑO 2013 AÑO 2014 AÑO 2015 AÑO 2016
GRAFICO N° 9





En la tabla y el gráfico 9, nos muestra que, cada año si bien vino en aumento, 
pero no ha sido exponencial sino mínimamente, pero ello obedece de que las 
facultades que tiene el revisa la consulta no tiene definidas sus poderes que le 
competen, porque pareciera que únicamente está sujeto a la inaplicación y más 





4.3.2. Resultado de las consultas. 
 
RESULTADOS fi fr  % 
APROBADO 106 106 73.10% 
DESAPROBADO 39 145 22.81 
   100% 
Fuente: Elaboración propia a partir de la matriz de datos. 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y gráfico, nos muestra que, el 73.10 % que resulta siendo mayoritario 
que fue aprobado y el 22.81% resultando desaprobado, por lo que es posible 
concluir resulta siendo un límite para el Juez que ejerció, que se desapruebe lo 
que genera que se afecta a la celeridad procesal, pero todo ello dependerá del 










TABLA N° 11 
MOTIVO DE DESAPROBACIÓN 
Falta de justificación de la incompatibilidad constitucional concreta 2.78% 
Ausencia de juicio de relevancia 5.56% 
Confirmado por TC la constitucionalidad abstracta de la norma 5.56% 
Sentencia de TC válido constitucionalidad de la norma 11.11% 
Irretroactividad de norma laboral 2.78% 
Inexistencia de incompatibilidad de norma constitucional e inferior 66.67% 
Aplicación de acuerdo plenario mas no control difuso 2.78% 
Inaplicación de reglamento no requiere consulta 2.78% 
 100% 
Fuente: Elaboración propia a partir de la matriz de datos. 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y gráfico 11, nos muestra que, el motivo por la cual se desaprueba es 
cuando el TC confirmó la norma legal que es materia de inaplicación en su 
11.11%, de lo que se desprende que aquella norma ya se hizo un control 
























































































































































































































































GRÁFICO  N° 11




4.3.3. Consultas por distritos judiciales. 
Tabla N° 12 
2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016
Amazonas 1 1 1 1 4
Ancash 0
Apurimac 1 2 1 4
Arequipa 2 18 9 18 10 7 1 65
Ayacucho 1 2 4 3 10
Cajamarca 1 1 1 2 1 6
Callao 1 6 3 1 2 6 19
Cañete 1 1 1 3
Cusco 1 1 2 1 1 6
Del Santa 23 7 7 5 9 10 61
Huancavelica 1 2 3
Huánuco 0
Huaura 1 4 25 3 2 1 36
Ica 1 5 3 3 3 6 3 24
Junin 1 3 7 3 4 2 4 9 33
La Libertad 4 4 7 4 6 3 28
Lambayeque 1 12 8 4 8 21 54
Lima 3 7 21 18 27 18 13 9 116
Lima Este 2 6 3 11
Lima Norte 1 4 13 7 5 1 2 33
Lima Sur 1 2 6 10 2 21
Loreto 1 1 2
Madre de Dios 3 1 1 5
Moquegua 1 3 3 3 2 4 1 17
Pasco 1 1 2
Piura 5 4 5 4 2 20
Puno 1 4 1 10 7 23
San Martín 1 2 2 2 8 15
Sullana 1 2 3
Tacna 2 1 2 3 8
Tumbes 2 9 1 1 13
Ucayali 2 1 1 4
Ventanilla 2 2
651  





Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y gráfico 12, nos muestra que, en el período 2009 a 2016 ha existido 
tan solamente 651 casos donde se ha ejercido control difuso respecto de la 
constitucionalidad mas no de la convencionalidad, siendo el mayor casos que 
corresponden a la ciudad de Lima y siendo menor proporción a nivel de los 

























































































































































































GRAFICO  N° 12




4.3.4. Normas sobre los que se ejerció control difuso. 
TABLA N° 13 
NORMA INAPLICADA fi fr % 
seg párr art. 22 del Código Penal 20 20 13.26% 
Art. 395 y 400 del Código Civil 13 33 8.55% 
ART 415 Código Civil 1 34 0.66% 
Art 361,  402 inc 6 y 404 Código Civil 6 40 3.95% 
399 y 400 Código Civil 5 45 3.29% 
364  del Código Civil 9 54 5.92% 
361 y 402 inc 4 Código Civil 1 55 0.66% 
367, 396 y 400 del Código Civil 1 56 0.66% 
395 del Cod Civil 1 57 0.66% 
367 y 376 del Código Civil 1 58 0.66% 
396 y 404 del Código Civil 2 60 1.32% 
399 del Código Civil 4 64 2.63% 
art. 1 Ley 28457-Filiac extramatri 1 65 0.66% 
Tercer párrafo art 121 CPCivil 1 66 0.66% 
361 y 362 Código Civil 1 67 0.66% 
123 del Código Procesal Civil 1 68 0.66% 
372 Cód Civil-impugnación 
maternidad 1 69 0.66% 
17.1 y 18 Ley 27809 LGSC 7 76 4.61% 
Ordenanza Municipal 4 80 2.63% 
Art 3 del DL 1057-CAS 2 82 1.32% 
inc 4 del art 286 LOPJ 1 83 0.66% 
inc m) del art 196 DL 770 1 84 0.66% 




NORMA INAPLICADA fi fr % 
inc d) art 43 TUO Ley Relac Colec 
Traba 1 86 0.66% 
2 par 45 DS 10-2003-TR TUO LRCT 1 87 0.66% 
inc e) del art 3 DS N° 20-2006-TR 1 88 0.66% 
Art. 6º.2 y 2ª Disp Comp Fin DL1097 1 89 0.66% 
inc b art 10 DL 813 2 91 1.32% 
art 1 Ley 26641 interrupción de  
prescripción para contumaces 9 100 5.92% 
art 30 del DL 824-Reserva de testigo 2 102 1.32% 
c art 10 DL 813 2 104 1.32% 
inc 4 art 92 DL 052 LOMP 1 105 0.66% 
art 413 Código Procesal Civil 1 106 0.66% 
Ley 24516 y 23521 1 107 0.66% 
Art. 2001º inc. 4 del Código Civil 3 110 1.97% 
inc 2 art 378 Código Civil 3 113 1.97% 
Arts. 378º inc. 3 y 382º del Cód Civil  
y art. 128º literal a) del CNA 3 116 1.97% 
inc 2 articulo 460 Cód Procesal Penal 1 117 0.66% 
art 3.2 y 7 Ley 29555 1 118 0.66% 
art 2 Ley 26641 Delito de contumacia 10 128 6.58% 
364 y 396 del Codig Procesal Penal 1 129 0.66% 
num 1 art 521 Cod Proc Penal 1 130 0.66% 
95.1.d Código Procesal Penal 1 131 0.66% 
art 15.2 Ley 28254 1 132 0.66% 
173.2 Código Penal 1 133 0.66% 
art 86 Ley 26572 Ley de Arbitraje 1 134 0.66% 




NORMA INAPLICADA fi fr % 
193 Reglamento Código Ejecución 
Penal 1 137 0.66% 
6 Ley 26872-Ley de Conciliación 2 139 1.32% 
565-A Código Civil 1 140 0.66% 
116 y 117 Ley 26702 12 152 7.89% 
TOTAL 100% 

























































seg párr art. 22 del Código Penal
ART 415 Código Civil
399 y 400 Código Civil
361 y 402 inc 4 Código Civil
395 del Cod Civil
396 y 404 del Código Civil
art. 1 Ley 28457-Filiac extramatri
361 y 362 Codigi Civil
372 Codigo civil imugnac materni
Ordenanza Municipal
inc 4 del art 286 LOPJ
art 4 del DL 856
2 par 45 DS 10-2003-TR TUO LRCT
Art. 6º.2 y 2ª Disp Comp Fin DL1097
art 1 Ley 26641 interrupción de…
c art 10 DL 813
art 413 Código Procesal Civil
Art. 2001º inc. 4 del Código Civil
Arts. 378º inc. 3 y 382º del Cód Civil…
art 3.2 y 7 Ley 29555
364 y 396 del Codig Procesal Penal
95.1.d Codigo Procesal Penal
173.2 Codigo Penal
425.3.b Codigo Procesal Penal
6 Ley 26872-Ley de Conciliación







En la tabla y gráfico 13,  que anteceden, nos muestra que, el 40.22% (resaltado 
de la columna de porcentaje), se advierte que corresponde a las normas 
relacionadas con el derecho a la identidad, quiere decir aquellas disposiciones 
se trata sobre impugnación de paternidad extramatrimonial o matrimonial, por lo 
que toda esa carga es posible reducir tan sólo promoviendo modificación 
legislativa, de hecho resulta siendo contrarias a la Constitución y al derecho 
común internacional, en éste tema creo que por el transcurso del tiempo ha 
quedado derogada, ya que corresponden aquellos años donde aún no se tenía 
el avance de las pruebas de ADN para determinar la filiación con alto nivel de 
certeza científica pero a la fecha no tiene razón de ser y algo que debe superarse 
remitiéndose al Congreso de la República dichas modificaciones legislativas y 
así evitar todo una vía crucis hasta la Corte Suprema cuando muy bien puede 
abreviarse el procedimiento para tal fin 
Finalmente, la inaplicación del segundo párrafo del artículo 22 del Código 
Penal, con el 13.26% del total resulta siendo también un número significativo, 
que muy bien debe derogarse para evitar que se afecte el principio de igualdad 





4.3.5. Tiempo en que demoran en ser resueltas las consultas. 
 
TABLA N° 14 
 
RESULTADOS fi fr  % 
2 a 6 meses 93 93 54.39% 
6 a 12 meses 56 149 32.75% 
13 a 18 meses 14 163 8.19% 
19 a -24 meses 8 171 4.68% 
   100% 
Fuente: Elaboración propia a partir de la matriz de datos. 
 
GRAFICO  N° 14 
TIEMPO EN ABSOLVERSE CONTROL DIFUSO 
 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 












En la tabla y gráfico N° 14, nos muestra que, el 54.39% demora hasta medio año 
para poder absolverse, pero el 32.75% hasta un año para emitir una sola 
resolución y existe un 4.68% en la que se demora hasta dos años, todo esto 
refleja conforme va aumentando la carga procesal de año en año, el tiempo en 
que demora es mucho mayor, lo que implica que también el propio procedimiento 
creado resulta siendo una limitante en razón de que afecta a la tutela 
jurisdiccional efectiva, lo que se puede abreviar evitando llamar para fecha y hora 
de vista de causa, ya que resulta siendo de puro derecho no requiere informes 
orales ni mucho menos inmediación sino resulta siendo un grado de complejidad 





4.3.6. Consultas por especialidades y por pretensiones 2009-2016. 





 RELATIVA % 
CIVIL 87 87 10.1 % 
PENAL 234 321 27.2 % 
CONTENCIOSO ADMIN 65 386 7.6 % 
CONSTITUCIONAL 56 442 6.5 % 
FAMILIA 67 509 7.8 % 
FAMILIA CIVIL 300 809 34.9 % 
FAMILIA TUTELAR 1 810 0.1 % 
LABORAL 44 854 5.1 % 
PREVISIONAL 2 856 0.2 % 
COMERCIAL 2 858 0.2 % 
REV PROC COAC 1 859 0.1 % 
  100% 
Fuente: Elaboración propia a partir de la matriz de datos. 












GRAFICO N° 15 
CONTROL DIFUSO POR ESPECIALIDAD 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y gráfico 15, que antecede, coincide que, efectivamente la 
especialidad de familia civil, lo que concierne a filiación mediante la prueba 
científica resulta siendo el 34.90% y seguida en materia penal respecto a la 
responsabilidad restringida en diferentes delitos, lo que se puede simplificar 





















4.3.7. Modificaciones legislativas como resultado del ejercicio de 
control difuso. 
Estando a las normas identificadas que fueron materia de control difuso, 
haciendo un seguimiento de las mismas no se encontró que hayan sido 
modificados como consecuencia del control de constitucionalidad 
realizada por el Poder Judicial, por lo que a la fecha mantienen su vigencia 
y salvo algunas excepciones que fue otros los motivos que permitieron 
que se modifiquen pero anteriores a los períodos materia de estudio. 
4.3.8. Problemas de argumentación y errores de interpretación al 
ejercer control difuso. 
TABLA N° 16 
PROBLEMAS DE ARGUMENTACIÓN. 
CONTENIDO DE ARGUMENTACIÓN NO SI
Justificación interna 61 91
Justificación externa 44 108
Principio de proporcionalidad 113 10  







Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y gráfico 16, que antecede, se advierte que, casi en el 100% de las 
resoluciones no utiliza el test de proporcionalidad, ya que es indeterminado todo 
derecho constitucional por lo que requiere como mínimo el uso de la misma, lo 
que implica que no existe justificación externa y de lo que se pude concluir no 
existe rigurosidad ni seriedad al momento de absolver las consultas por parte de 





















TABLA N° 17 
PROBLEMAS DE INTERPRETACIÓN fi fr %
Ninguno 7 7 4.61%
Problemas de interpretación 101 108 66.45%
Prob. de relevancia(aplicabilidad) 10 118 6.58%
Problemas de prueba 0 118 0.00%
Problemas de calificación 29 147 19.08%
Cuestiones procesales 0 147 0.00%
Cuestiones de validez 5 152 3.29%
Problemas de ponderación 0 152 0.00%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de la matriz de datos. 
 
GRÁFICO N° 17 
 
Fuente: Elaboración propia de la tabla anterior. 
INTERPRETACIÓN.  
En la tabla y gráfico 17, se advierte que, el gran problema de argumentación que 
tiene las resoluciones que resuelven las consultas está relacionados con la 
interpretación, lo que es límite al momento de ejercer el control de 























4.3.9. Tipo de resolución en la que se ejerce control difuso. 
TABLA N° 18 
TIPO DE RESOLUCIÓN fi fr %
Auto admisorio 18 18 11.84%
Auto o sentencia de vista 3 21 1.97%
Auto final que resuelve el mérito 26 47 17.11%
Recurso de nulidad o casación 7 54 4.61%
Sentencia 75 129 49.34%
Auto relevante en el proceso 23 152 15.13%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de la matriz de datos. 
 
GRAFICO N° 18 
TIPO DE RESOLUCIÓN 
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En la tabla 18, que antecede, nos muestra algo interesante que, el control difuso 
se ha ejercido 49.34% al momento de emitir sentencia y el 17.11% al momento 
de emitir auto final en primera instancia y lo que no deja de tener importancia 
cuando en segunda instancia también se ejerce control difuso en 15.13% y 
seguida de 11.84% en la resolución que admite con lo que se da por iniciada el 
proceso. Esto nos muestra de que no puede dejar de elevarse en consulta pero 
siempre evitando afectar la celeridad y economía procesal, por lo que la doctrina 
jurisprudencial vinculante establecida por la Corte Suprema de la República no 
resulta siendo acertada, lo que debe dejar a los diferentes tipos de resoluciones 






4.3.10. Uso de la jurisprudencia al momento de resolver la consulta. 
 
TABLA N° 19. 
USO DE JURISPRUDENCIA fi fr %
Ninguno 128 128 84.21%
Doctrina jurisprudencial TC 20 148 13.16%
Precedente vinculante del TC 0 148 0.00%
Jurisprudencia de la CorteIDH 4 152 2.63%
Opiniones consultivas 0 152 0.00%
100%  
Fuente: Elaboración propia a partir de la matriz de datos. 
 
GRAFICO 19 
USO DE JURISPRUDENCIA 
 






















































































En la tabla y gráfico 19, que antecede, se advierte que, no se utiliza la 
interpretación que realiza el Tribunal Constitucional, respecto a de la 
Constitución y constitucionalidad de las leyes, si bien el 13.16% de las 
resoluciones en las que se ha utilizado tan sólo doctrina jurisprudencial, siendo 
lo mínimo y menos se toma en cuenta la jurisprudencia de la Corte IDH, porque 
la importancia radica de que todo derecho humano resulta siendo indeterminado, 
por lo que requiere labor interpretativa por los órganos encargados de la misma 
y de allí la importancia de hacer uso de la misma con bastante criterio técnico 
porque la falta de uso será una limitante y así como la inexistencia de 






4.3.11. Derechos fundamentales e instrumentos internacionales 
preferidos. 
TABLA N° 20. 
DERECHO FUNDAMENTAL PREFERIDO fi fr %
Ninguno 12 12 7.79%
IGUALDAD y no DISCRIMINACIÓN 2 14 1.30%
IGUALDAD ANTE LA LEY 19 33 12.34%
IDENTIDAD biológica inc 1 del art 2 47 80 30.52%
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR 8 88 5.19%
MOTIVACIÓN DE RESOLUCIONES 1 89 0.65%
TUTELA J EFECTIVA 18 107 11.69%
VERDAD 1 108 0.65%
REMUNERACIÓN 1 109 0.65%
PROPIEDAD 1 110 0.65%
INDEP EJERC FUNC JURISD-Retardar ejec de resol jud 6 116 3.90%
LIBERTAD CONTRACTUAL 1 117 0.65%
LIBERTAD DE TRABAJO 5 122 3.25%
LIBERTAD PERSONAL 3 125 1.95%
NEGOCIACIÓN COLECTIVA 1 126 0.65%
PLURALIDAD DE INSTANCIAS 3 129 1.95%
DEBIDO PROCESO 12 141 7.79%
PLAZO RAZONABLE 1 142 0.65%
PROHIB DE PENAS INHUMANOS 2 144 1.30%
LEGALIDAD 1 145 0.65%
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 1 146 0.65%
RESERVA DE LEY 1 147 0.65%
PROPORCIONALIDAD Y RESOCIAL DEL PENADO 3 150 1.95%
DEFENSA 2 152 1.30%
ELIMININAC TODA FORMA DISCRIMINACIÓN 1 152 0.65%
NO SER CONDENADO EN AUDIENCIA 1 153 0.65%
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY PENAL 1 154 0.65%
100%  






GRÁFICO N° 20 
DERECHOS FUNDAMENTALES PREFERIDOS 
 
Fuente: Elaboración propia. 
TABLA N° 21 

































































































































































































































































































































































































































































































































INSTRUMENTO INTERNACIONAL fi fr %
Ninguno 84 84 55.63%
IDENTIDAD(Conocer sus padres) art 7 y 8 Conv del Niño 43 127 28.48%
IDENTIDAD(Conservación de ident) art 3 Conv del Niño 2 129 1.32%
Negociación colectiva-Conv 98 OIT 1 130 0.66%
8.2 CADH Pluralidad de instancia 2 132 1.32%
Art 6 Declaración del Niño 3 135 1.99%
Readaptación social d penado 10.1 Pacto Int D Civ y Polí 1 136 0.66%
15 inciso 1 del Art 2 CADH 1 137 0.66%
inc 6 del art CADH fines de la pena aun x debajo del min 6 143 3.97%
Obligación d Estado de investigar CADH y Imprescriptibi 1 144 0.66%
27.1 Convención del Niño-Principio superior de menor 4 148 2.65%
Prohibición de penas crueles, inhumanos y 
degradantes art 5.2 y 5.6 CADH 2 150 1.32%






Fuente: Elaboración propia a partir de la tabla anterior. 
INTERPRETACIÓN.  
De las tablas y gráficos que antecede, los derechos afectados resulta siendo el 
derecho a la identidad biológica y la igualdad ante la Ley. 
 
  
0.00% 10.00% 20.00% 30.00% 40.00% 50.00% 60.00%
Ninguno
IDENTIDAD(Conocer sus padres) art 7 y 8…
IDENTIDAD(Conservación de ident) art 3…
Negociación colectiva-Conv 98 OIT
8.2 CADH Pluralidad de instancia
Art 6 Declaración del Niño
Readaptación social d penado 10.1 Pacto Int…
15 inciso 1 del Art 2 CADH
inc 6 del art CADH fines de la pena aun x…
Obligación d Estado de investigar CADH y…
27.1 Convención del Niño-Principio superior…
Prohibición de penas crueles, inhumanos y…
27.4 Convención Derechos del Niño-Deuda…




4.4. DISCUSIONES Y CONTRASTACIONES TEÓRICAS DE LOS 
HALLAZGOS. 
4.4.1. Contratación de variables e hipótesis. 
En definitiva se ha podido verificar que los jueces vienen incumpliendo su 
labor de ejercer control de convencionalidad por falta de límites y 
alcances, que les sea parámetros y procedimiento debidamente definidos. 
4.4.2. Investigación acción: experiencia del investigador al hacer 
ejercicio de control difuso. 
En este caso se ha ejercido control difuso en el Expediente N° 00060-
2015-0-0104-JR-PE-01 sobre el delito de omisión a la asistencia familiar 
dentro un proceso inmediato puesta en vigencia en aquella oportunidad, 
el investigador en su calidad de Juez Penal de Investigación Preparatoria 
de Condorcanqui en adición de sus funciones, dentro del proceso especial 
de terminación anticipada, emitió una sentencia contenida en la resolución 
N° 3 de fecha 25 de enero del año 2016,  aprobando en acuerdo de las 
partes, donde se ejerció control difuso respecto al inciso 3 del artículo 57 
del Código Penal por contravenir al principio de dignidad y resocialización 
del penado, dado que el agente en aquella oportunidad tenia dos procesos 
concluidos, la primera que había concluido la etapa de ejecución respecto 
al mismo delito de omisión a la asistencia familiar y el segundo sobre el 
delito de falsificación de documentos que se encontraba en plena 
ejecución de sentencia, por ello tenía la condición de reincidente mas no 
habitual, motivo por el cual el Juzgado vió la necesidad de inaplicar dicha 




anticipada pagando en su integridad los alimentos devengados asi como 
la reparación civil, imponerle una pena efectiva agravaría la situación del 
menor, ya que dejaría de trabajar para sostener al menor y por ello 
resultaría victimizar a su menor hijo, ya que internar en el Establecimiento 
Penitenciario no ayuda en el cumplimiento de la obligación alimentaria 
sino el fin último es el cobro de la deuda alimentaria y así como cumpla 
con regularidad las actuales y posteriores que permita agenciarse de 
recurso económicos para cumplir con la prestación económica a su menor 
hijo lo que se pretende garantizar, esto siendo el fin y el objeto de este 
tipo de proceso de omisión a la asistencia familiar. 
 Es así que al no haberse interpuesto recurso impugnatorio de 
apelación, se elevó en consulta a la Sala Constitucional y Social de la 
Corte Suprema de la República, que recayó en la Consulta N° 6207-2016 
AMAZONAS, que a la vez aprobó la resolución consultada si bien se ha 
creado dos posturas diferentes, en mayoría consideran que el inciso 3 del 
artículo 57 del Código Penal es inconstitucional por que contraviene el 
principio de interés superior del menor y mientras que la Jueza Rueda 
Fernández comparte la postura del investigador que contraviene el 
principio de constitucional de resocialización de la pena de trato más 
humano menos degradante. 
 Estas dos posturas que ha generado la resolución, sigo 
considerando que la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema en 
su mayoría incurre en error al considerar que contraviene al principio de 




todo análisis respecto a todo derecho que tenga el menor en los que sea 
afectado, esto es, el principio de interés superior de menor es un principio 
guía y sólo directamente se lesionar cuando tengan relación totalmente 
directa con el menor, en el presente caso tiene que ver con el fin de la 
pena es la resocialización y en éste caso, internar en un Establecimiento 
Penitenciario no conduce que pague de menor forma las prestaciones 
alimentarias al menor, ya que no es amenaza para la seguridad pública 
sino la idea es que cumpla con el pago de las pensiones fijada 
judicialmente, a ello no ayuda y si bien todo proceso penal por el delito de 
incumplimiento de prestación alimentaria tiene como fin último de cobrar 
la deuda alimentaria, una forma de coacción de parte del Estado para con 
los menores, de allí el derecho fundamental es la resocialización en las 
condiciones descritas, dado que logró pagar la deuda y la reparación civil, 
no se mantiene la renuencia, motivo por el cual corrobora a que se 
intensifique dicha falta de necesidad de imponer la pena efectiva el 
principio de interés superior de menor pero no directamente, por ello el 
voto compartido la postura del Juzgado por la Magistrada Rueda 
Fernandez es correcta.  
4.4.3. ¿Quién debe hacer la aprobación o desaprobación de un 
control convencionalidad por un juez peruano?. 
Estando a lo realizado los argumentos, debe corresponder al Tribunal 
Constitucional respecto a las normas internas que tengan superiores a 




Primera.- El control de convencionalidad es una función de oficio que 
corresponde principalmente a los jueces del Poder Judicial, 
respecto a las disposiciones contenidas en las normas internas de 
cada Estado, lo que se hará tomando en cuenta el significado 
normativo que le ha dado la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos IDH (en su jurisprudencia y las opiniones consultivas), en 
caso que no exista respecto a determinado derecho recurrirá al 
significado normativo correcto que le ha dado el Tribunal 
Constitucional, pero si éste último tampoco haya desarrollado le 
corresponde crear el sentido normativo más válido descartando los 
significados normativos inconstitucionales e inconvencionales 
utilizando los métodos y técnicas de interpretación  más favorables 
a la persona posibles con fines de salvar la incompatibilidad y sólo 
en caso que no sea posible inaplicará siempre en cuando 
contravenga al iuris corpus interamericano. 
 
Segunda.- Los límites para ejercer el control de constitucionalidad y 
convencionalidad que debe tener presente el Juez del Poder 
Judicial, serán los siguientes: 
a) Debe tomarse en cuenta los parámetros y estándares de bloque 
de constitucionalidad y convencionalidad, contenidas en la 
sentencias tanto del Tribunal Constitucional y Corte IDH, 
siempre aquella que más protege al ser humano en aplicación 
del principio pro hómine. 
  
b) Evitar los problemas de argumentación (relevancia, 
interpretación, prueba, calificación, procesales, validez, 
ponderación y otras nuevos) y así como los errores de 
interpretación por una inadecuado uso de métodos y técnicas 
de interpretación de derechos humanos, tratados, CADH, 
constitucionales y legales buscando la mayor consistencia, 
coherencia, universalidad y consecuencialismo posible 
respecto a la premisa normativa y  
c) En caso de que se trata de ejercicio de control difuso de 
convencionalidad en un caso concreto contenida en autos o 
sentencia respecto a dispositivos normativos: 
 infraconstitucionales, corresponderá elevar a la  Sala de 
Derecho Constitucional y Social de la Corte 
Suprema(procedimiento previsto para control difuso de 
constitucionalidad). 
 Constitucionales corresponderá elevarse al Tribunal 
Constitucional, por ser el máximo intérprete de la 
Constitución, a fin crear estándares y parámetros de control 
normativo. 
d) En autos que no ponen fin al proceso, las mismas también 
deben ser materia de elevación en consulta, en caso que no son 
impugnadas se deben crear incidentes para elevarse sin efecto 
suspensivo. Esto permitirá que no se afecte a los derechos de 
tutela procesal efectiva y una vez aprobada deben remitirse al 
  
Congreso de la República para fines de que se analice vea la 
posibilidad de modificar dicha norma inaplicada. 
e) Debe tomarse en cuenta la doctrina de margen de apreciación 
nacional en respuesta al pluralismo jurídico, en aquellos casos 
que aún la Corte IDH no estableció parámetros y estándares del 
derecho común interamericano, asi como cuando no se afecte 
al núcleo duro no maleable de determinados derechos 
humanos. 
f) Los jueces del Poder Judicial son los primero guardianes de 
ejercer el control de constitucionalidad y convencionalidad de 
los actos y disposiciones normativas internas. 
Tercera.- Existen casos de procesos de amparo en la que los jueces estiman 
la demanda de reposición de trabajadores con contratos CAS que 
ingresaron con contratos de servicios no personales a las 
Municipalidad que tienen la calidad de obreros, donde para resolver 
el mérito de la controversia, se ejerció control difuso respecto de 
una norma infraconstitucional errónea (problemas de relevancia) 
cuando el sentido del fallo es correcto y es más no se requería 
control difuso sino tan sólo se debía a un problema de 
interpretación y calificación, en estos casos la Sala Constitucional 
y Social de la Corte Suprema no logra identificar estos problemas 
sino que tan solamente declara nulo para luego que se emita nueva 
sentencia sin dar lineamientos de cómo se debe superar los 
problemas de argumentación en las que ha incurrido el Juez que 
ejerció control difuso respecto de una norma errónea y dado que 
  
una vez que llega al TC en caso de los procesos de amparo, 
termina declarando fundada la demanda y superando los 
argumentos erróneos de la consulta en alguna casos cuando se 
recurre dichas resoluciones, lo que es un contrasentido a los fines 
de un proceso de amparo. 
 
Cuarta.- La Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema incurre en 
muchos errores de interpretación y así como no supera los 
problemas de argumentación, esto se debe a la falta de 
especialidad que deben tener los mismos en derecho constitucional 
y convencional, lo que viene generando una incertidumbre jurídica 
al existir dos posturas distintas respecto a casos completamente 
similares entre la Salas Especializadas (Salas Penales) y la Sala 
Constitucional y Social, dado que al primero llega via impugnación 
y mientras que al segundo en vía consulta a falta de impugnación, 
lo que viene generando serios problemas a la predictibilidad y 
seguridad jurídica, lo que debe superarse cambiando que las Salas 
Especializadas resuelvan en revisión los controles difusos y 
convencionalidad que realicen los jueces del Poder Judicial. 
 
Quinta.- Las normas que fueron inaplicadas no han sido modificadas a la 
fecha y lo que genera que sigan inaplicandose, porque no se remite 
al Congreso de la República para su modificación o en su defecto 
el Poder Judicial debe remitir proyectos de Ley, respecto a éstos 
controles difusos. Ahora de igual manera debe modificarse el 
Código Procesal Constitucional a fin de que las inaplicaciones de 
  
normas internas con rango superior a la Ley (precedentes o 
disposiciones constitucionales inconvencionales) puedan ser envía 
de consulta puedan ser revisadas por el Tribunal Constitucional 
porque tiene relación con las competencias que ejerce y con el fin 
que han sido creadas. 
 
Sexta.- Existen diferencias sustanciales entre el control de 
constitucionalidad y control de convencionalidad, ya que éste último 
persigue la construcción de corpus iuris interamericano o ius 
comune internacional(global), que necesariamente cada juez debe 




Primera.- En los casos donde se ejerce control difuso de convencionalidad 
respecto a las normas internas con rango de ley, se debe seguir el 
procedimiento creado para efectos de control difuso de 
constitucionalidad, elevándose a la Sala Constitucional y Social de 
la Corte Suprema encaso que no sean impugnadas. Mientras, en 
caso que se ejerza respecto a normas internas con rango superior 
a una Ley (precedente constitucionales y disposiciones con rango 
constitucional) correspondería elevar al Tribunal Constitucional por 
ser el intérprete máximo de la Constitución y de la 
constitucionalidad de las leyes, no pudiendo elevarse a la Corte 
Suprema por ser incompetente y éste aspecto debiendo hacer una 
modificación legislativa al Código Procesal Constitucional. 
 
Segunda.- Proponer una modificación legislativa del artículo 14 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, a fin de que los controles difusos sean 
remitidas al Congreso de la República o en su defecto el Presidente 
del Pode Judicial promueva la modificación legislativa a fin de evitar 
más carga innecesaria para efectos de consulta a fin de evitar que 
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ENCUESTA APLICADA A LOS JUECES 
1. Del momento de resolver un caso ¿realiza control de constitucionalidad? 
a) Nunca 
b) A veces 
c) Casi siempre 
d) Siempre  
 
2. Usted al momento de resolver un caso concreto, ¿realiza control de 
convencionalidad? 
a) Nunca 
b) A veces 
c) Casi siempre 
d) Siempre  
 
3. ¿Qué entiende usted por control de convencionalidad? 
a) Es realizado únicamente por los jueves de la CIDH 
b) En una técnica de control normativo 
c) Es la inaplicación de una convención 
d) Ninguna de las anteriores 
 
4. ¿Cuándo se ejerce control de convencionalidad respecto a normas de rango 
constitucional, en caso que no sea impugnada se eleva en consulta a la Sala 




5. ¿Al momento de resolver usted realiza control de constitucionalidad? 
a) Nunca 
b) A veces 
c) Casi siempre 
d) Siempre  
 
6. Usted al momento de resolver un caso, ¿ejerce control de convencionalidad? 
a) Nunca 
b) A veces 
c) Casi siempre 
d) Siempre  
 
7. ¿Qué entiende usted por control de convencionalidad? 
a) Es realizado únicamente por los jueces de la CIDH 
b) Es una técnica de control normativo 
c) Es la inaplicación de una convención 
d) Ninguna de las anteriores 
  
8. ¿Cuándo se ejerce control de convencionalidad respecto a normas internas de 
rango constitucional, en caso que no sea impugnada y se eleva en consulta, 





9. Ingresos de control difuso 2009-2016 
2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 
 




11. Motivo de desaprobación 
Falta de justificación de la incompatibilidad constitucionalidad concreta 
Ausencia de juicio de relevancia 
Confirmado por la TC la constitucionalidad abstracta de la norma 
Sentencia de TC válido  constitucionalidad de la norma 
Irretroactividad de norma laboral 
Inexistencia de incompatibilidad de norma constitucional e inferior 
Aplicación de acuerdo plenario mas no control difuso 
Inaplicabilidad de reglamento no requiere consulta 
 
12. Tiempo en que demoran en ser resueltas las consultas 
2 a 6 meses 
6 a 12 meses 
13 a 18 meses 
19 a -24 meses 
 



















Principio de proporcionalidad  
 
15. Problemas de interpretación 
Ninguno 
Problemas de interpretación 
Prob. De relevancia (aplicabilidad) 
Problemas de prueba 
Problemas de calificación 
Cuestiones procesales 
Cuestiones de validez 
Problemas de ponderación 
 
16. Tipo de resolución en la que se ejerce control difuso 
Auto admisorio 
Auto o sentencia de vista 
Auto final que  resuelve el mérito 
Recursos de nulidad o casación 
Sentencia 
Auto relevante en el proceso 
 
17. Uso de jurisprudencia 
Ninguno 
Doctrina jurisprudencia TC 
Procedente vinculante del TC 
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2775-2009 10 d 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
3225-2009 15 d 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
4724-2009 12 d 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
624-2009 6 u 2 10 19 15 0 0 6 2 1       1 1 0 1 0 0 0 
2126-2009 15 g 6 23 3 1 0 0 6 2 1       0 0 0 1 0 3 0 
3850-2009 24 y 1 26 36 27 16 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
2491-2010 2 b 1 36 49 18 14 0 6 5 1       0 0 0 1 1 2 0 
1784-2010 4 b 1 24 31 24 0 1   3 1       0 1 0 1 0 1 0 
4227-2010 6 i 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 0 0 4 0 3 1 
3884-2010 6 j 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 0 0 4 0 3 1 
2901-2010 2 0 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 0 0 4 0 3 1 
2105-2010 3 c 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 0 0 4 0 3 1 
4248-2010 12 d 1 20 28 16 0 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
4137-2010 6 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
3888-2010 2 d 0 17 33 29 17 0 6 3 2       0 0 0 1 0 3 3 
3115-2010 4 d 4 15 20 1 0 0 3 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
2714-2010 4 y 1 24 31 16 0 1   3 1       0 1 0 1 0 1 0 
2427-2010 12 y 1 2 1 2 0 1   2 1       1 1 0 1 1 1 0 
1360-2010 12 d 1 22 30 28 0 0 6 2 1       0 0 0 1 0 3 0 
429-2010 8 z 1 20 28 16 0 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
1138-2010 12 d 4 15 22 10 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
  
3709-2010 6 e 2 14 20 15 0 0 3 2 1       1 0 0 2 2 3 0 
6467-2010 4 u 2 10 19 15 0 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
3074-2010 13 d 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
253-2010 8 d 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
3254-2010 3 d 6 7 0 3 21 1   0 1       0 0 0 4 0 2 0 
4323-2011 6 b 6 38 52 8 0 0 6 0 1       1 0 1 1 1 0 3 
4331-2011 12 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
4330-2011 12 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
4328-2011 6 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3974-2011 6 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3970-2011 6 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3756-2011 6 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3738-2011 6 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3481-2011 5 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3274-2011 6 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3108-2011 6 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
2756-2011 4 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
2755-2011 4 q 2 10 53 8 0 0 2 3 1   0 0 0 0 0 4 0 0 0 
4762-2011 6 a 6 37 51 8 0 1   5 1   0 0 1 0 1 1 0 0 0 
4979-2011 9 u 2 10 19 11 0 1   2 1   0 0 0 0 0 1 0 0 0 
4536-2011 4 n 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
4187-2011 3 b 1 36 49 18 14 0 6 5 1   0 0 0 0 0 1 1 2 0 
1785-2011 21 d 3 35 48 18 0 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 2 0 
3449-2011 24 y 1 2 47 27 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 0 0 
4101-2011 6 d 4 15 46 31 0 1   2 1   0 0 1 1 0 0 0 0 0 
3213-2011 12 y 1 25 32 0 0 1   1 1   0 0 0 0 0 1 0 1 0 
4127-2011 7 r 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
6231-2012 2 m 1 32 43 30 0 0 6 1 1   0 0 1 1 0 4 0 0 0 
4201-2011 5 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
3406-2011 4 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
3405-2011 6 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
  
3404-2011 6 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
2217-2011 12 d 1 21 29 0 0 0 4 1 1   0 0 0 0 0 4 0 3 1 
1523-2011 8 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
1522-2011 8 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
1521-2011 6 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
1520-2011 9 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
1519-2011 9 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
4433-2011 12 j 6 27 36 4 23 1   2 2   0 0 1 1 1 2 0 1 0 
1638-2011 2 x 6 28 38 4 15 1   2 1   0 0 0 0 0 1 0 1 0 
1330-2011 3 p 6 28 37 4 21 1   2 1   0 0 0 1 0 1 0 1 0 
3570-2011 4 j 6 27 36 4 0 1   2 1   0 0 1 1 1 2 0 1 0 
4471-2011 15 d 1 22 30 28 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 0 3 0 
3403-2011 6 b 1 21 29 0 0 0 4 1 1   0 0 0 1 1 0 0 3 1 
2845-2011 11 i 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
1260-2011 4 y 1 2 1 2 0 1   2 1   0 0 0 0 0 1 1 1 0 
1197-2011 15 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
1195-2011 11 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
700-2011 5 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
282-2011 8 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
1706-2011 17 u 6 1 4 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 2 0 1 0 
1598-2011 24 i 6 1 4 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 2 0 1 0 
1072-2011 5 b 6 1 4 3 2 1   0 1   0 0 1 1 0 2 0 0 0 
1601-2011 5 p 6 1 4 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 2 0 1 0 
2039-2011 8 e 6 1 5 3 2 1   0 1   0 0 1 1 0 1 0 2 0 
2692-2011 4 d 6 8 14 3 22 0 6 2 0   0 0 1 0 0 1 0 3 0 
3019-2011 4 i 6 1 6 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 1 0 1 0 
3313-2011 15 u 6 1 8 3 2 1   0 1   0 0 0 1 0 2 0 2 0 
4164-2011 2 i 6 1 6 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 2 0 1 0 
4665-2011 9 h 6 8 9 3 2 1   2 1   0 1 1 1 0 0 0 1 0 
4813-2011 6 h 6 1 2 3 2 1   0 1   0 0 1 1 0 2 0 2 0 
4940-2011 7 e 6 1 2 3 2 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
  
4729-2011 6 g 2 10 19 13 0 1   2 1   0 0 1 1 0 6 0 1 0 
2411-2011 5 u 4 17 25 17 0 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
242-2011 6 d 1 11 27 9 19 1   1 1       1 1 0 6 0 3 0 
1899-2012 3 p 1 4 50 0 0 0 8 1 1       0 0 0 4 0 0 0 
649-2012 4 d 1 33 44 7 0 1   1 1       1 0 0 1 1 1 0 
9572-2012 22 f 1 21 29 20 0 1   1 1       1 1 0 1 1 1 1 
5039-2012 7 d 6 28 37 4 21 1   2 1       0 1 0 1 0 1 0 
901-2012 5 q 6 28 38 4 15 1   2 1       0 0 0 1 0 1 0 
832-2012 4 n 1 2 1 2 0 0 6 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
831-2012 7 e 1 2 1 2 0 0 6 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
623-2012 8 a 1 2 1 2 0 0 6 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
403-2012 12 i 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
2593-2012 5 g 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
2088-2012 8 d 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
1949-2012 8 e 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
993-2012 7 i 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
2010-2012 5 k 1 2 1 2 0 0 7 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
1120-2012 10 y 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 1 1 0 0 3 1 
2132-2012 5 u 4 14 24 0 4 0 5 2 1       1 0   4 0 3 0 
6570-2012 12 i 6 1 2 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
201-2012 5 d 6 1 12 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
6292-2012 5 d 6 1 16 20 0 1   0 0       0 1   6 0 3 0 
6201-2012 4 i 6 1 2 3 2 1   2 1       0 1   4 0 1 0 
5214-2012 12 d 6 1 2 3 2 1   2 1       1 1   4 0 1 0 
393-2011 7 d 6 5 4 3 2 1   2 1       0 1   1 0 1 0 
1407-2012 13 i 6 1 6 3 2 1   0 1       0 1   1 0 2 0 
1415-2012 7 b 6 1 11 3 2 1   2 1       0 1   1 0 1 0 
1684-2012 5 b 6 1 2 3 2 1   2 1       0 1   1 0 1 0 
110-2012 6 b 6 11 15 3 2 1   2 1       0 1   4 0 1 0 
1870-2012 12 e 6 5 6 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
1897-2012 7 i 6 1 5 3 3 1   2 1       0 1   1 0 1 0 
2427-2012 4 w 6 1 5 3 2 1   2 1       1 1   6 0 1 0 
  
2520-2012 9 p 6 1 6 3 2 1   0 1       0 1   1 0 2 0 
2566-2012 3 s 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
2802-2012 5 b 6 1 6 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
2244-2012 6 x 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
2844-2012 3 d 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
3079-2012 5 j 6 1 6 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
3113-2012 7 d 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
3195-2012 13 i 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
4666-2012 6 i 6 6 6 3 2 1   2 1       1 1   0 0 1 0 
4833-2012 6 d 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
4895-2012 5 b 6 5 10 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
5028-2012 7 d 6 1 11 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
5034-2012 10 d 6 1 12 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
5187-2012 3 d 6 11 13 3 2 1   2 1       1 1   4 1 1 0 
11518-2013 20 d 3 16 23 15 0 1   2 1       0 1 0 4 0 1 0 
3287-2013 12 k 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
286-2013 8 b 6 28 37 4 21 1   2 1       1 1 1 1 0 1 0 
8461-2013 13 y 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
8894-2013 20 d 2 10 41 0 0 0 2 2 1       0 0 0 1 0 0 0 
13331-2013 7 q 6 1 5 3 3 1   2 1       0 1 0 1 0 1 0 
14320-2013 8 d 6 1 5 3 2 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
15157-2013 7 q 6 1 6 3 2 1   0 1       0 1 0 1 0 2 0 
12015-2013 9 b 1 34 45 0 0 1   1 1       0 0 0 1 0 1 0 
555-2013 6 b 0 37 51 8 0 1   1 1       1 0 1 1 0 0 0 
11827-2013 12 d 0 13 18 8 0 0 6 3 1       1 0 0 1 0 2 0 
9640-2014 12 j 6 1 12 3 2 1   2 1       0 0   1 0 1 0 
3496-2014 36 u 0 18 26     1   2 1   19 20 1 1 0 0 0 1 0 
4590-2014 10 g 2 10 21 15 0 1   2 1     0 1 1 0 4 0 1 0 
7521-2014 20 f 6 12 17 3 2 1   2 1     0 0 1 0 4 0 1 0 
3873-2014 14 h 6 1 2 3 2 1   0 1   0 1 1 1 1 6 0 2 3 
529-2014 12 p 2 10 34 26 0 0 4 2 1   26 0 1 1 0 1 0 0 1 
  
3277-2014 14 d 0 29 29 8 0 0 6 2 1   0 0 1 1 0 1 0 0 0 
4700-2014 12 p 6 1 12 3 2 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
5212-2014 13 m 6 1 4 3 2 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
7212-2014 8 b 1 30 40 8 0 0 6 1 1   0 0 0 0 0 4 0 0 0 
7307-2014 8 b 6 28 38 4 15 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
335-2015 14 q 1 2 1 27 22 2   4 2   0 0 1 1 1 0 1 1 3 




TABLA DE CÓDIGO DE DATOS  
I . DATOS GENERALES  
N° EXPEDIENTE        
Fecha de inicio  Tiempo  
en 
meses  
      
Fecha de fin consulta        
Distrito judicial Ica a  Tacna h  La Libertad p  
 Arequipa b  Lambayeque i  Del Santa q  
 Ica c  Piura j  Amazonas r  
 Lima d  Cajamarca k  Ayacucho s  
 Lima Norte e  Loreto l  Ucayali t  
 Lima Sur f  Madre de Dios m  Callao u  
 Cusco g  Puno n  Moquegua w  
 San Martín h  Tumbes o  Huaura x  
       Junin y  
       Cañete z  
            
            
II. MATERIA 
 Civil 0  Laboral 4    8  
 Penal 1  Contenc admininis 5       
 Constitucional 2  Familia Civil 6       
 Comercial 3  Familia Penal 7       
          
III. PRETENSIÓN o TEMA 
 
Impugnación de paternidad, negación o 
reconocimiento o filiación 
extramatrimonial 1  
beneficio del fondo complementa- 
rio de Jubilación Minera 9  
Acción contenciosa 
administrativa 17  
 Determinación de la pena 2  Amparo 10  
Obligación de dar suma de 
dinero 18  
   3  Filiación extramatrimonial 11  Homicidio calificado 19  
 Revocatoria de pena suspendida 4  Impugnación de maternidad 12  
Comparencia restringida con 
caución pago tributaria 20  
  
 Impugnación paternidad matrimo 5  Ejecución de garantía hipotecaria 13  Prescripción para contumaces 21  
 Negación de paternidad 6  Reposición por despido-obrero 14  
Citación de testigos PNP con 
reserva a juicio 22  
 Declar judic paternidad extramat 7  Pago beneficios sociales 15  
Alimentos de hijo 
extramatrimonial alimentista 23  
 Nulidad de acto jdco (acta nacim) 8  Terceria d° preferente pago remu 16  
Fijación de caución económica 
para delitos tributarios 24  
       Validez de la acusación 25  
       Pena de muerte 26  
       
prescripción de deuda 
alimentaria 27  
       Adopción 28  
       
Declaración de nulidad de 
matrimonio por tercero 29  
       Rechazo de querella 30  
       Delito de contumacia 31  
       
Lectura de sentencia con 
presencia de acusado 32  
       
Rechazo de extradición-delito de 
lesa humanidad 33  
       
Rechazo de recurso de apelación 
del agraviado(a) 34  
       Ejecución de laudo arbitral 35  
       
Condena del absuelto por 
segunda instancia 36  
       Pago de mejoras 37  
       Reducción de alimentos 38  
         39  
IV. NORMA INAPLICADA versus DERECHO FUNDAMENTAL(DDH o CONTENIDO EN LOS TRATADOS)  
 NORMA INAPLICADA  DERECHO FUNDAMENTAL PREFERIDO  INSTRUMENTO INTERNACIONAL  
 Ninguno 0  Ninguno 0  Ninguno 0  
 seg párr art. 22 del Código Penal 1  IGUALDAD y no DISCRIMINACIÓN 1  IGUALDAD 1  
 Art. 395 y 400 del Código Civil 2  IGUALDAD ANTE LA LEY 2  
IDENTIDAD(Conocer sus padres) 
art 7 y 8 Conv del Niño 2  
 ART 415 Código Civil 3  IDENTIDAD biológica inc 1 del art 2 3  
IDENTIDAD(Conservación de 
ident) art 3 Conv del Niño 3  
  
 Art 361,  402 inciso 6 y 404 Código Civil 4  INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR 4  
Negociación colectiva-Conv 98 
OIT 4  
 399 y 400 Código Civil 5  SEGURIDAD SOCIAL 5    5  
 364  del Código Civil 6  COSA JUZGADA 6    6  
 361 y 402 inc 4 Código Civil 7  MOTIVACIÓN DE RESOLUCIONES 7    7  
 367, 396 y 400 del Código Civil 8  TUTELA J EFECTIVA 8    8  
 395 del Cod Civil 9  VERDAD 9    9  
 367 y 376 del Código Civil 10  REMUNERACIÓN 10    10  
 396 y 404 del Código Civil 11  PROPIEDAD 11    11  
 399 del Código Civil 12  
INDEPENDENCIA EN EL EJERCICIO 
DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL-Retardar 
la ejecución de resol jud 12    12  
 art. 1 Ley 28457-Filiac extramatri 13  LIBERTAD CONTRACTUAL 13    13  
 Tercer párrafo art 121 CPCivil 14  LIBERTAD DE COMERCIO 14  8.2 CADH Pluralidad de instancia 14  
 361 y 362 Codigi Civil 15  LIBERTAD DE TRABAJO 15  art 6 Declaración del Niño 15  
 123 del Código Procesal Civil 16  LIBERTAD PERSONAL 16  
Readaptación social d penado 
10.1 Pacto Int D Civ y Polí 16  
 372 Codigo civil imugnac materni 17  NEGOCIACIÓN COLECTIVA 17  15 inciso 1 del Art 2 CADH 17  
 17.1 y 18 Ley 27809 LGSC 18  PLURALIDAD DE INSTANCIAS 18  
inc 6 del art CADH fines de la 
pena aun x debajo del min 18  
 Ordenanza Municipal 19  SALUD 19  
Obligación d Estado de 
investigar CADH y Imprescriptibi 19  
 Art 3 del DL 1057-CAS 20  DEBIDO PROCESO 20  
Art 25 Declaración Universal de 
DDHH 20  
 inc 4 del art 286 LOPJ 21  PLAZO RAZONABLE 21  
27.1 Convención del Niño-
Principio superior de menor 21  
 inc m) del art 196 DL 770 22  PROHIB DE PENAS INHUMANOS 22  
Prohibición de pena crueles, 
inhumanos y degradantes 
 art 5.2 y 5.6 CADH 22  
 art 4 del DL 856 23  LEGALIDAD 23  
27.4 Convención Derechos del 
Niño-Deuda alimentaria 23  
 inc d) art 43 TUO L Rel Colec Trab 24  PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 24    24  
 2 par 45 DS 10-2003-TR TUO LRCT 25  PROTECCIÓN A LA FAMILIA 25    25  
 inc e) del art 3 DS N° 20-2006-TR 26  RESERVA DE LEY 26    26  
  
 Art. 6º.2 y 2ª Disp Comp Fin DL1097 27  
PROPORCIONALIDAD Y 
RESOCIALIZACIÓN DEL PENADO 27    27  
 inc b art 10 DL 813 28  Defensa 28    28  
 
art 1 Ley 26641 interrupción de  
prescripción para contumaces 29  
Eliminación de toda forma de 
discriminación 29    29  
 art 30 del DL 824-Reserva de testigo 30  A no ser condenado en ausencia 30    30  
 c art 10 DL 813 31  irretroactividad de Ley penal 31     
 inc 4 art 92 DL 052 LOMP 32    32     
 art 413 Código Procesal Civil 33          
 Ley 24516 y 23521 34          
 Art. 189º.4, 2º Párr. del Código Penal 35          
 Art. 2001º inc. 4 del Código Civil 36          
 inc 2 art 378 Código Civil 37        
 
Arts. 378º inc. 3 y 382º del Cód Civil 
 y art. 128º literal a) del CNA 38        
 278 Código Civil 39        
 inc 2 articulo 460 Cód Procesal Penal 40        
 art 3.2 y 7 Ley 29555 41        
 art 2 Ley 26641 Delito de contumacia 42        
 364 y 396 del Codig Procesal Penal 43        
 num 1 art 521 Cod Proc Penal 44        
 95.1.d Codigo Procesal Penal 45        
 art 15.2 Ley 28254 46        
 173.2 Codigo Penal 47        
 art 86 Ley 26572 Ley de Arbitraje 48        
 425.3.b Codigo Procesal Penal 49        
 193 Reglamento Cod Ejec Penal 50        
 6 Ley 26872-Ley de Conciliación 51        
 565-A Código Civil 52        
 116 y 117 Ley 26702 53        
   54        
  
  
V. RESULTADO DE LA CONSULTA 
 DESAPROBADO 0  APROBADO 1  
EJERCICIO DIRECTO SALA 
ESPECIALIZADA 2  
          
VI. MOTIVO DE DESAPROBACIÓN  
 Falta de identificación de norma inaplicada objeto de controversia 0     
 Falta de justificación de la incompatibilidad constitucional concreta 1     
 Ausencia de juicio de relevancia 2     
 Por haber confirmado por TC o Corte Suprema su constitucionalidad abstracta 3     
 sentencia de TC doctrina constitucional validó constitucionalidad de la norma 4     
 Irretroactividad de norma laboral 5     
 Inexistencia de incompatibilidad entre norma constitucional e inferior 6     
 Aplicación de Acuerdo Plenario mas no control difuso 7     
 Inaplicación de reglamento no requiere consulta 8     
VII. TIPO CONTROL     
 Ningún control 0  Control difuso 1  control de convencionalidad 2  
          
VIII. MÉTODO Y TÉCNICA DE INTERPRETACIÓN UTILIZADO  
 INTERPRETACIÓN DE LA LEY  INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL  
INTERPRETACIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS  
 Ninguna 0  Ninguna 0  Ninguna 0  
 Literal 1  Princ de unidad de constitución 1  Conforme 1  
 Teleológica o finalista 2  Princ de concordancia práctica 2  Principio de efectividad 2  
 sistemática 3    3  De buena fé 3  
 Extensiva 4    4  Efecto útil 4  
 Restrictiva 5    5  favor libertatis o pro homine 5  
 Correctiva 6    6  
Princ progresividad o 
integralidad maximadora del sist 6  
 Creativa 7  interpretación conforme 7  
Princ de retroalimentación 
recíproca entre derecho interno 
y el derecho internacional de 
derechos humanos 7  
 Abrogante 8    8  
Princ de indivisibilidad de los 
derechos 8  
  
 Doctrinal 9    9  
Princ de eficacia directa o 
autoejecutividad de los DDHH 9  
 Integradora 10    10  
Normas que limiten o restringen 
el ejercicio o goce de  
los DDHH siempre deben 
aplicarse en sentido restrictivo 10  
 Gramatical semántica 11    11  Extensiva o pro persona 11  
 Histórica 12    12  Teleológica o finalista 12  
   13    13  Sistemática 13  
   14    14  Gramatical semántica 14  
   15    15  Gramatical sintáctica 15  
   16    16  Evolutiva 16  
       Mutativa 17  
       Uniformizadora 18  
         19  
IX TIPO DE RESOLUCIÓN JUDICIAL  
 Auto admisorio 0  Auto final que resuelve el mérito 1  Sentencia 2  
 Auto o sentencia de vista 5  Recurso de nulidad o casación 4  Auto relevante en el proceso 3  
X. CONTENIDO DE ARGUMENTACIÓN  
          
  NO SI       
 Justificación interna 0 1       
 Justificación externa 0 1       
 Principio de proporcionalidad 0 1       
          
X PROBLEMAS DE ARGUMENTACIÓN  
 Ninguno 0        
 Problemas de interpretación 1        
 Prob. de relevancia(aplicabilidad) 2        
 Problemas de prueba 3        
 Problemas de calificación 4        
 Cuestiones procesales 5        
 Cuestiones de validez 6        
  
 Problemas de ponderación 7        
          
X TIPO DE CASO          
 Fácil 0        
 Difícil 1        
 Trágico 2        
          
XI SENTIDO DEL FALLO          
 Infundado 0        
 Fundado 1        
 Admitido, procedente o incidente 2        
 Nulo 3        
            
XII UTILIZÓ JURISPRUDENCIA PARA RESOLVER     
 Ninguno 0        
 Doctrina jurisprudencial TC 1        
 Precedente vinculante del TC 2        
 Jurisprudencia de la CorteIDH 3        
 Opiniones consultivas 4        
  
  
 0 8 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 






















































































































































































































































































                                            
2491-2010 2 b 1 36 49 18 14 0 6 5 1       0 0 0 1 1 2 0 
1784-2010 4 b 1 24 31 24 0 1   3 1       0 1 0 1 0 1 0 
4227-2010 6 i 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 0 0 4 0 3 1 
3884-2010 6 j 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 0 0 4 0 3 1 
2901-2010 2 0 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 0 0 4 0 3 1 
2105-2010 3 c 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 0 0 4 0 3 1 
4248-2010 12 d 1 20 28 16 0 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
4137-2010 6 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
3888-2010 2 d 0 17 33 29 17 0 6 3 2       0 0 0 1 0 3 3 
3115-2010 4 d 4 15 20 1 0 0 3 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
2714-2010 4 y 1 24 31 16 0 1   3 1       0 1 0 1 0 1 0 
2427-2010 12 y 1 2 1 2 0 1   2 1       1 1 0 1 1 1 0 
1360-2010 12 d 1 22 30 28 0 0 6 2 1       0 0 0 1 0 3 0 
429-2010 8 z 1 20 28 16 0 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
1138-2010 12 d 4 15 22 10 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
3709-2010 6 e 2 14 20 15 0 0 3 2 1       1 0 0 2 2 3 0 
6467-2010 4 u 2 10 19 15 0 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
3074-2010 13 d 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
253-2010 8 d 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
3254-2010 3 d 6 7 0 3 21 1   0 1       0 0 0 4 0 2 0 
  































































































































































































































































































4323-2011 6 b 6 38 52 8 0 0 6 0 1   0 0 1 0 1 1 1 0 3 
4331-2011 12 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
4330-2011 12 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
4328-2011 6 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3974-2011 6 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3970-2011 6 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3756-2011 6 q 5 15 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3738-2011 6 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3481-2011 5 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3274-2011 6 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
3108-2011 6 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
2756-2011 4 q 2 10 53 8 0 1   3 1   0 0 1 1 0 4 0 0 1 
2755-2011 4 q 2 10 53 8 0 0 2 3 1   0 0 0 0 0 4 0 0 0 
4762-2011 6 a 6 37 51 8 0 1   5 1   0 0 1 0 1 1 0 0 0 
4979-2011 9 u 2 10 19 11 0 1   2 1   0 0 0 0 0 1 0 0 0 
4536-2011 4 n 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
4187-2011 3 b 1 36 49 18 14 0 6 5 1   0 0 0 0 0 1 1 2 0 
1785-2011 21 d 3 35 48 18 0 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 2 0 
3449-2011 24 y 1 2 47 27 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 0 0 
4101-2011 6 d 4 15 46 31 0 1   2 1   0 0 1 1 0 0 0 0 0 
3213-2011 12 y 1 25 32 0 0 1   1 1   0 0 0 0 0 1 0 1 0 
4127-2011 7 r 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
  
6231-2012 2 m 1 32 43 30 0 0 6 1 1   0 0 1 1 0 4 0 0 0 
4201-2011 5 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
3406-2011 4 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
3405-2011 6 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
3404-2011 6 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
2217-2011 12 d 1 21 29 0 0 0 4 1 1   0 0 0 0 0 4 0 3 1 
1523-2011 8 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
1522-2011 8 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
1521-2011 6 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
1520-2011 9 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
1519-2011 9 b 1 31 42 20 0 1   1 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
4433-2011 12 j 6 27 36 4 23 1   2 2   0 0 1 1 1 2 0 1 0 
1638-2011 2 x 6 28 38 4 15 1   2 1   0 0 0 0 0 1 0 1 0 
1330-2011 3 p 6 28 37 4 21 1   2 1   0 0 0 1 0 1 0 1 0 
3570-2011 4 j 6 27 36 4 0 1   2 1   0 0 1 1 1 2 0 1 0 
4471-2011 15 d 1 22 30 28 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 0 3 0 
3403-2011 6 b 1 21 29 0 0 0 4 1 1   0 0 0 1 1 0 0 3 1 
2845-2011 11 i 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
1260-2011 4 y 1 2 1 2 0 1   2 1   0 0 0 0 0 1 1 1 0 
1197-2011 15 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
1195-2011 11 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
700-2011 5 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
282-2011 8 y 1 2 1 2 0 0 6 2 1   0 0 0 0 0 1 1 3 0 
1706-2011 17 u 6 1 4 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 2 0 1 0 
1598-2011 24 i 6 1 4 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 2 0 1 0 
1072-2011 5 b 6 1 4 3 2 1   0 1   0 0 1 1 0 2 0 0 0 
1601-2011 5 p 6 1 4 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 2 0 1 0 
2039-2011 8 e 6 1 5 3 2 1   0 1   0 0 1 1 0 1 0 2 0 
2692-2011 4 d 6 8 14 3 22 0 6 2 0   0 0 1 0 0 1 0 3 0 
3019-2011 4 i 6 1 6 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 1 0 1 0 
3313-2011 15 u 6 1 8 3 2 1   0 1   0 0 0 1 0 2 0 2 0 
  
4164-2011 2 i 6 1 6 3 2 1   2 1   0 0 0 1 0 2 0 1 0 
4665-2011 9 h 6 8 9 3 2 1   2 1   0 1 1 1 0 0 0 1 0 
4813-2011 6 h 6 1 2 3 2 1   0 1   0 0 1 1 0 2 0 2 0 
4940-2011 7 e 6 1 2 3 2 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
4729-2011 6 g 2 10 19 13 0 1   2 1   0 0 1 1 0 6 0 1 0 
2411-2011 5 u 4 17 25 17 0 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
242-2011 6 d 1 11 27 9 19 1   1 1       1 1 0 6 0 3 0 



































































































































































































































































































                                            
                                            
1899-2012 3 p 1 4 50 0 0 0 8 1 1       0 0 0 4 0 0 0 
649-2012 4 d 1 33 44 7 0 1   1 1       1 0 0 1 1 1 0 
9572-2012 22 f 1 21 29 20 0 1   1 1       1 1 0 1 1 1 1 
5039-2012 7 d 6 28 37 4 21 1   2 1       0 1 0 1 0 1 0 
901-2012 5 q 6 28 38 4 15 1   2 1       0 0 0 1 0 1 0 
832-2012 4 n 1 2 1 2 0 0 6 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
831-2012 7 e 1 2 1 2 0 0 6 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
623-2012 8 a 1 2 1 2 0 0 6 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
403-2012 12 i 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
2593-2012 5 g 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
2088-2012 8 d 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
1949-2012   e 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
993-2012   i 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
2010-2012 5 k 1 2 1 2 0 0 7 2 1       0 0 0 1 1 3 0 
1120-2012 10 y 1 21 29 0 0 0 4 1 1       0 1 1 0 0 3 1 
2132-2012 5 u 4 14 24 0 4 0 5 2 1       1 0   4 0 3 0 
6570-2012 12 i 6 1 2 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
201-2012 5 d 6 1 12 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
6292-2012 5 d 6 1 16 20 0 1   0 0       0 1   6 0 3 0 
6201-2012 4 i 6 1 2 3 2 1   2 1       0 1   4 0 1 0 
5214-2012 12 d 6 1 2 3 2 1   2 1       1 1   4 0 1 0 
393-2011 7 d 6 5 4 3 2 1   2 1       0 1   1 0 1 0 
  
1407-2012 13 i 6 1 6 3 2 1   0 1       0 1   1 0 2 0 
1415-2012 7 b 6 1 11 3 2 1   2 1       0 1   1 0 1 0 
1684-2012 5 b 6 1 2 3 2 1   2 1       0 1   1 0 1 0 
110-2012 6 b 6 11 15 3 2 1   2 1       0 1   4 0 1 0 
1870-2012 12 e 6 5 6 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
1897-2012 7 i 6 1 5 3 3 1   2 1       0 1   1 0 1 0 
2427-2012 4 w 6 1 5 3 2 1   2 1       1 1   6 0 1 0 
2520-2012 9 p 6 1 6 3 2 1   0 1       0 1   1 0 2 0 
2566-2012 3 s 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
2802-2012 5 b 6 1 6 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
2244-2012 6 x 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
2844-2012 3 d 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
3079-2012 5 j 6 1 6 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
3113-2012 7 d 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
3195-2012 13 i 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
4666-2012 6 i 6 6 6 3 2 1   2 1       1 1   0 0 1 0 
4833-2012 6 d 6 1 2 3 2 1   0 1       1 1   1 0 2 0 
4895-2012 5 b 6 5 10 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
5028-2012 7 d 6 1 11 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 
5034-2012 10 d 6 1 12 3 2 1   2 1       1 1   1 0 1 0 




MATRIZ DE DATOS   




















































































































































































































































































11518-2013 20 d 3 16 23 15 0 1   2 1       0 1 0 4 0 1 0 
3287-2013 12 k 1 2 1 2 18 2   4 1       1 1 0 1 1 1 0 
286-2013 8 b 6 28 37 4 21 1   2 1       1 1 1 1 0 1 0 
8461-2013 13 y 0 13 18 12 0 1   3 1       1 1 0 1 0 2 0 
8894-2013 20 d 2 10 41 0 0 0 2 2 1       0 0 0 1 0 0 0 
13331-2013 7 q 6 1 5 3 3 1   2 1       0 1 0 1 0 1 0 
14320-2013 8 d 6 1 5 3 2 1   2 1       1 1 0 1 0 1 0 
15157-2013 7 q 6 1 6 3 2 1   0 1       0 1 0 1 0 2 0 
12015-2013 9 b 1 34 45 0 0 1   1 1       0 0 0 1 0 1 0 
555-2013 6 b 0 37 51 8 0 1   1 1       1 0 1 1 0 0 0 
11827-2013 12 d 0 13 18 8 0 0 6 3 1       1 0 0 1 0 2 0 
  
  
MATRIZ DE DATOS   




















































































































































































































































































                                            
9640-2014 12 j 6 1 12 3 2 1   2 1       0 0   1 0 1 0 
3496-2014 36 u 0 18 26     1   2 1   19 20 1 1 0 0 0 1 0 
4590-2014 10 g 2 10 21 15 0 1   2 1     0 1 1 0 4 0 1 0 
7521-2014 20 f 6 12 17 3 2 1   2 1     0 0 1 0 4 0 1 0 
3873-2014 14 h 6 1 2 3 2 1   0 1   0 1 1 1 1 6 0 2 3 
529-2014 12 p 2 10 34 26 0 0 4 2 1   26 0 1 1 0 1 0 0 1 
3277-2014 14 d 0 29 29 8 0 0 6 2 1   0 0 1 1 0 1 0 0 0 
4700-2014 12 p 6 1 12 3 2 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
5212-2014 13 m 6 1 4 3 2 1   2 1   0 0 1 1 0 1 0 1 0 
7212-2014 8 b 1 30 40 8 0 0 6 1 1   0 0 0 0 0 4 0 0 0 




MATRIZ DE DATOS   




















































































































































































































































































                                            
335-2015 14 q 1 2 1 27 22 2   4 2       1 1 1 0 1 1 3 
                                            
                                            
                                            
                                            
                                            
                                            
                                            
  
  
MATRIZ DE CONSISTENCIA 






¿Cuáles son los 
límites y alcances 
para el ejercicio de 
control judicial de 
constitucionalidad y 
convencionalidad 
de las leyes en el 
Estado 
constitucional de 
derecho en el 
Perú? 
Establecer los 
límites y alcances 
para el ejercicio de 




de las leyes en el 
Estado 
constitucional de 
derecho en el Perú 
Los jueces del Poder Judicial al 
ejercer el control judicial de 
constitucionalidad y 
convencionalidad tiene como 
límites: i) superar los problemas 
de argumentación jurídica, ii) 
errores en la aplicación de 
métodos y técnicas de 
interpretación constitucional, 
tratados y Derechos Humanos, iii) 
para todos los casos debe realizar 
una interpretación conforme entre 
el bloque de convencionalidad y el 
bloque de constitucionalidad, sólo 
cuando no sea posible 
compatibilizar  corresponderá 
hacer control difuso de 
constitucionalidad o 
convencionalidad, iv) Identificar 
que el caso no se encuentra bajo 
los alcances del margen de 
apreciación nacional, v) Emplear 
los mismos procedimientos para 
ejercer control difuso de 
constitucionalidad al ejercer 
control de convencionalidad, vi) 
cuando exista incompatibilidad 
entre el derecho interno y el 
derecho 
internacional(convencional), 
existe primacía de ésta última por 
predominancia de la teoría 
monista y aplicación del principio 









































































X1.1= Interpretación en los casos donde 
existe de criterios interpretativos de la 
CIDH. 
X1.2=Interpretación en casos donde no 
existe doctrina jurisprudencial de la CIDH 
X1.5= Métodos de interpretación de los 
tratados internacionales. 
X1.6=Principios de interpretación de los 
derechos humanos. 
X1.7=Características de los tratados 
sobre derechos humanos. 
X1.8=Métodos de interpretación de la 
Convención Americana de Derechos 
Humanos 
X1.9= Métodos y principios de 
interpretación constitucional 
X2.1=Pautas generales para controlar la 
justificación interna y externa. 
X2.2=Problemas normativos, fácticos, 
procesales, validez, discrecionalidad y 
ponderación 




Y.1.3 =Responsabilidad internacional en 
el SIDH 
¿La jurisprudencia de la CIDH 
tiene efectos vinculantes para los 
Estados que no son parte en el 
proceso?  
SI=                     NO= 
¿Las opiniones consultivas son de  
obligatoria cumplimiento para los 
Estados que son parte y no son 
parte? 
SI= ?                   NO=? 
¿Cuáles son los principios de 
interpretación aplicables a los 
derechos humanos?  
Pro homine, coordinación, 
supremacía de la CADH 
¿Cuáles son los métodos de 




teleológica u otra precisar 
Las resoluciones de otras 
dependencias de cada Corte 
Superior de justicia realizan 
control de convencionalidad?. 
SI= ?                   NO=? 
¿En las resoluciones de consulta 
de control difuso elevadas a la 
sala Constitucional  y Social ha 






































































existe entre los 




de las normas 
internas? 
¿Cuáles son los 
criterios y 
parámetros del 




en el Perú? 
¿La preferencia por 
la justicia 
argumentativa en 




existente entre los 















en el Perú 
Evaluar si la 












traspasa los límites 























límites de la 
seguridad jurídica, 
la predictibilidad 




Los límites en el control de 
convencionalidad provienen a 
partir del derecho internacional y 
mientras que en el control de 
constitucionalidad provienen a 
partir de la soberanía y del 
derecho interno. 
La convencionalización del 
derecho en interamericano, 
amplía los criterios como límites al 
control normativo al bloque de 
convencionalidad y al logro de 
una alta fuerza argumentativa de 
la resolución y previa 
interpretación conforme en cada 
caso. 
El control normativo se hace en 
base a la concepción de derecho 
que se tenga respecto a la justicia 
argumentativa que siendo un 
valor o principio superior a la 
seguridad jurídica y predictibilidad 

























Y.2.1=Bloque de convencionalidad 
Y.2.2=Parámetro de control de 
convencionalidad ampliada a las 
opiniones consultivas 
Y.2.3=Obligación de adecuar la 
legislación interna a los parámetros de 
control de convencionalidad 
Y3.1=Deber complementario del Juez 
nacional. 
Y3.2=Subsidiaridad del sistema 
contencioso internacional 
Y.3.3=Cosa juzgada internacional 
Y.3.4=Modelo de juicio de 
convencionalidad por el Juez nacional 
X1.3=Efectos erga omnes de la 
jurisprudencia en los casos contenciosos 
X1.4= Efectos erga omnes de las 
opiniones consultivas para los Estados 
que son parte y que no son parte en el 
proceso 
SI=                     NO= 
¿Cree que es obligación de los 
jueces del Poder Judicial del Perú 
realizar el control de 
convencionalidad? 
SI= ?                   NO=? 
¿Qué clase de deber corresponde 
a los jueces del Poder Judicial del 





¿Cuándo estamos ante una cosa 
juzgada internacional? 
a) Se realiza aplicación de 
SIDH 
b) Uso de la jurisprudencia de 
la Corte Europea. 
c) Cuando se aplica el control 
de convencionalidad 
uestiona
rio 
Análisis 
y 
evaluaci
ón 
docume
ntal  
Població
n 
Muestra  
A nivel 
nacional  
Probabilí
stica. 
 
 
 
